Expediente: 


Sumílla: Proceso Constitucional de 
Amparo 


SEÑOR/A JUEZ/A DEL JUZGADO CIVIL DE TURNO DE LA CORTE 
SUPERIOR DE JUSTICIA DE LORETO 


MARILUZ CANAQUIRI MURA VARI, 

del pueblo indígena kukama, identifieada 
eon DNI No 05712133, de la eomunidad 
nativa de Shapajilla, y Presidenta de la 
Federaeión Huaynakana Kamatahuara 
Kana, euyas bases se eneuentran en 
Parinari; y EMILSE FLORES SIMON, 
eon DNI No 22990119, Tesorera de la 
meneionada organizaeión indígena, de la 
eomunidad Parinari, eon domicilio real en 
Radio Ucamara, en calle, distrito de Nauta, 
provincia de Loreto Nauta, región Loreto, 
con Casilla Electrónica, No 43220, nos 
dirigimos a usted para exponer lo 
siguiente: 

Que, al amparo del artículo 200.2 de la Constitución interponemos demanda de amparo 
contra la empresa PETROPERU y otros, por los sistemáticos derrames de petróleo del 
Oleoducto Norperuano ocasionados por falta de mantenimiento de este y por la falta de 
actualización del instrumento de gestión ambiental del mencionado oleoducto, lo cual 
viola importantes derechos fundamentales de los demandantes y en general de las 
comunidades nativas que viven en las orillas del Río Marañón como son, el derecho a 
disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida (artículo 2.22 de la 
Constitución), el derecho a participar de la utilización de los recursos naturales de los 
pueblos indígenas (artículo 15.1 del Convenio 169 de la OIT), el derecho a sus fuentes 
de agua (artículo 7-A de la Constitución, modificado por Eey No 30588), el derecho a 
sus territorios de los pueblos indígenas (artículos 13 y 14 del Convenio 169 de la OIT y 
del artículo 89 de la Constitución), el derecho a la autodeterminación (reconocida en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos), el derecho a la identidad cultural (artículo 2.19 de la Constitución y artículo 
5 del Convenio 169 de la OIT), el derecho a la libertad de creencia religiosa (artículo 
2.3 de la Constitución), y por amenazar de manera cierta e inminente el derecho a la 
vida y a la integridad física (artículo 2.1 de la Constitución), el derecho a la salud 
(artículo 7 de la Constitución) de las comunidades nativas, el derecho a su propio 
modelo de desarrollo (artículo 7.1 de la Constitución) entre otros. 

I. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD 
I. Legitimación activa 
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La demanda es presentada por Mariluz Canaquiri Murayari, del pueblo indígena 
kukama, identificada con DNI No 05712133, de la comunidad nativa de Shapajilla, y 
presidenta de la Federación Huaynakana Kamatahuara Kana, cuyas bases se encuentran 
en Parinari; y Emilse Flores Simón, con DNI No 22990119, Tesorera de la mencionada 
organización indígena, de la comunidad Parinari. No obstante, esta demanda la 
presentan a título individual. 

¿ORPIO? 

2. Legitimación pasiva 

La presente demanda está dirigida contra: 

a. Petroperú, representado por su presidente James Henry Winston Atkins Lerggios, 
debiendo notificarse al Jefe de la Gerencia del Departamento Legal Luis Eduardo Cuba 
Velaochaga, en la calle Enrique Canaval Moreyra 150, San Isidro, Eima. 

b. El Ministerio del Medio Ambiente, representando por Eabiola Martha Muñoz 
Dodero, o quien haga a sus veces, quien recurrirá por intermedio de su procuradora 
publica en asuntos judiciales, con domicilio en la Av. Javier Prado Oeste 1440 - San 
Isidro, Eima. 

c. Autoridad Nacional del Agua (ANA), representada por el Ing. Abelardo Amador De 
Ea Torre Villanueva, o quien haga a sus veces, con domicilio en la calle Diecisiete N° 
355, Urb. El Palomar San Isidro - Eima, Perú. 

d. El Ministerio de Energía y Minas, representado por Erancisco Ismodes Mesano, o 
quien haga a sus veces, quien recurrirá por intermedio de su procuradora pública en 
asuntos judiciales Eva Giselle García Eeón, con domicilio en la avenida de Eas Artes 
Sur N° 260, San Borja, Eima a donde debe ser notificado. 

3. Hechos lesivos 

a. Eos sistemáticos derrames de petróleo en el río Marañón del Oleoducto Norperuano en 
territorios de las comunidades nativas, ocasionado en parte por la falta de 
mantenimiento del mismo por parte de la empresa operadora Petroperú. 

b. Ea falta de actualización del instrumento de gestión ambiental del Oleoducto 
Norperuano. 

4. Derechos y bienes jurídico-constitucionales afectados 

Eos derechos fundamentales y rango constitucional comprometidos son: 

a. Derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado 
a la vida. Este derecho ha sido reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución Política 
del Estado y artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
Protocolo de San Salvador.' 

b. Violación del derecho al territorio toda vez que los ríos son parte de del 
territorio de las comunidades nativas Kukama Kukamiria. Esto de acuerdo con el 
artículo 88 de la Constitución Política y del artículo 13 y 14 del Convenio 169 de la 
OIT, Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la 
Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Nicaragua, párrafo 153. 

c. Violación de la libertad de conciencia y de religión y del derecho fundamental a 
la identidad cultural. Reconocida en el artículo 2.3 de la Constitución, y del derecho a 
la identidad cultural y a la integridad social, cultural, física de los pueblos indígenas 
como consecuencia de la relación espiritual que los pueblos Kukama tienen con los ríos, 
de conformidad con los artículos 2.19 y 89 de la Constitución Política y del artículo 5 
del Convenio 169 de la OIT. 

d. Derecho a los recursos naturales que garantizan la subsistencia. Amenaza cierta e 
inminente al derecho de los pueblos indígenas a los recursos naturales en sus territorios 
que aseguran su subsistencia, toda vez que el paso de barco de mayor calado, afectara la 
pesca en dichos ríos de la cual dependen las comunidades nativas Kukama Kukamiria, 
de conformidad con el artículo 15.1 y 23 del del Convenio 169 de la OIT. 

e. El Estado social de derecho y el principio de promover sectores excluidos. De 

acuerdo con este principio se debe tener en cuenta que, si bien todos somos iguales en 
dignidad y en derechos, no todos los sectores son iguales, social, política y 
económicamente, debiendo promover aquellos sectores que sufren algún nivel de 
desventaja, asegurando un mínimo existencial digno. Reconocido en el artículo 43 de la 
Constitución y desarrollado por el TC en la STC No 00048-2004-PI, f.j. 1, 2, 4, 5, 11 y 
13; en la STC No 04870-2007-PA, f.j. 41; y en la STC No 00008-20003-AI, f.j. 10, 11, 
12 y 13. De otro lado el principio de promover a los excluidos se desprende del artículo 
59 de la Constitución, y desarrollado por el TC No 2005-2009-PA, f.j. 34. 

f. Los principios de prevención y precaución en materia ambiental. Contemplados 
en los artículos VI y VII del Título Preliminar de la Eey 28611, Eey General del Medio 
Ambiente. 

g. El deber de promover la conservación de la diversidad biológica y de promover 
el desarrollo sostenible de la Amazonia, reconocido en los artículos 68 y 69 de la 
Constitución Política del Estado. 

h. El deber de remover obstáculos legales y de otro tipo que impiden la vigencia de 
los derechos fundamentales. En este caso, la vigencia del derecho a un medio 
ambiente equilibrado y adecuado a la vida, reconocido en el artículo 2 del Protocolo de 
San Salvador. 

5. Petitorio 

El petitorio de esta demanda es el siguiente: 


' Tratado ratificado por el Estado peruano el 17 de mayo de 1995. 
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a. Reconocimiento del Río Marañón como sujeto de derecho, que debe ser protegido 
especialmente en atención al valor espiritual que tiene para el pueblo indígena kukama. 
Ello en cumplimiento de los artículos 2.19 y 89 de la Constitución y de los artículos 5, 
13 y 15 del Convenio 169 de la OIT, debiendo reconocerse los siguientes derechos al 
río Marañón: a) Derecho a fluir, el cual normalmente se entiende satisfecho asegurando 
un caudal necesario para asegurar un ecosistema saludable; a ejercer sus funciones 
esenciales con el ecosistema; b) Derecho a estar libre de toda contaminación; c) 
Derecho a alimentar y ser alimentado por sus afluentes; d) Derecho a biodiversidad 
nativa; y e) Derecho a la restauración. 

b. La constitución del Consejo de Cuenca Interregional del Río Marañón con 
participación de las organizaciones indígenas de Loreto con capacidad de decisión. 

Ello en cumplimiento del artículo 24 y 64 de la Eey de Recursos Hídricos (Eey No 
29338), asegurando una participación con capacidad de decisión a las organizaciones 
indígenas en cumplimiento del artículo 15.1 del Convenio 169 de la OIT que reconoce 
el derecho de los pueblos indígenas a participar en la conservación de sus recursos 
naturales. 

c. Reconocimiento y nombramiento del Estado y de las organizaciones indígenas 
como guardianes, defensoras y representantes del río Marañón. Se requiere que se 
nombre a un organismo colegiado, representativo de las organizaciones indígenas de 
Loreto como “Guardian del rio Marañón” que actúen en su representación del río y de 
sus intereses, donde también deberán tener participación el Instituto Nacional de 
Investigación Amazónica, la Dirección Regional de Gestión Ambiental del Gobierno 
Regional de Loreto y la Organización Regional de los Pueblos Indígenas del Oriente^ 
(ORPIO). La representación de las entidades naturales, a través del nombramiento de 
guardianes, es la forma en que los componentes del medio ambiente sean parte activa en 
la escena jurídica, política y económica. De este modo, su participación en los diversos 
ámbitos de la escena nacional produce un reequilibrio del poder. El río podrá sentarse a 
la mesa y ser escuchados teniendo una injerencia activa en la toma decisiones sobre 
actos legislativos, administrativos, ejecutivos, así como proyectos públicos y privados 
que pudiesen afectarlos directa o indirectamente. 

d. Mantenimiento del Oleoducto Norperuano por parte de Petroperú. Ordenar a 
Petróleos del Perú - Petroperú S.A., realizar, en el marco de lo establecido en su 
Programa de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA), y respecto de los Tramos I y 
11 y del Ramal Norte del Oleoducto Norperuano, lo siguiente: a) El mantenimiento 
efectivo, inmediato e integral respecto de aquellas secciones del dueto que no han 
sufrido un deterioro severo o significativo; b) El reemplazo del dueto respecto de 
aquellas secciones que han sufrido un deterioro severo o significativo, como por 
ejemplo el que se pudo apreciar en la Imagen N° 2 de la presente resolución. En tal 
sentido, deberá Ordenar a Petróleos del Perú - Petroperú S.A. que en el plazo máximo 
de siete (07) días hábiles, contados a partir del día siguiente de notificada la presente 
resolución, remita al Organismo de Evaluación y Eiscalización Ambiental un 
cronograma donde detalle las acciones que realizará para dar cumplimiento a la medida 


^ Organización indígena que trabaja en 15 cuencas (entre ellas: Putumayo, Ñapo, Tigre, Corrientes, 
Marañón, Yaquerana, Bajo Amazonas, Ucayali). Dentro de sus objetivos se encuentra la protección de 
sus territorios, promover el desarrollo humano, la defensa de sus derechos y la gobernanza indígena. 
Representa a 15 pueblos indígenas y 21 federaciones. 
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preventiva descrita en el Artículo 1 ° de la presente resolución, el cual será evaluado y 
aprobado por este organismo 

e. Actualizar el instrumento de gestión ambiental del Oleoducto Norperuano. 

Ordenar a Petróleos del Perú - Petroperú S.A. que, en un plazo no mayor a treinta (30) 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de notificada la presente resolución, 
cumpla con elaborar y presentar un proyecto de actualización de su Instrumento de 
Gestión Ambiental (IGA) ante el Ministerio de Energía y Minas, a efectos que en dicho 
instrumento se incluya la evaluación integral de los impactos identificados en la 
actividad de transporte de hidrocarburos a través del Oleoducto Norperuano, así como 
los compromisos ambientales que resulten aplicables para garantizar el adecuado 
manejo y mitigación de dichos impactos. La aprobación del IGA deberá ser consultado 
adecuadamente con las comunidades por donde atraviesa el Oleoducto Norperuano. 

6. Juez competente 

Conforme con el artículo 51 del Código Procesal Constitucional el juez natural o 
competente es aquel que pertenece al lugar donde se afectó el derecho, o donde tiene su 
domicilio principal el afectado. En este caso, resulta competente el Juzgado Mixto de la 
provincia de Loreto en Nauta, por ser el juzgado del sitio en donde se afectan los 
derechos tutelados. 

7. El plazo para presentar la demanda 

Es importante señalar que nos encontramos frente a una omisión. En efecto, la omisión 
de preservar el medio ambiente. En consecuencia, no se ha agotado el plazo previsto 
para presentar la demanda de amparo, de acuerdo con el artículo 44.5 del Código 
Procesal Constitucional, que precisa que «[s]i el agravio consiste en una omisión, el 
plazo no transcurrirá mientras ella subsista». 


II. REQUISITOS DE PROCEDENCIA 

1. Los hechos y el petitorio de la demanda están referidos en forma directa al 
contenido constitucionalmente protegido de los derechos invocados 

El Estado ha incumplido su obligación de preservar el medio ambiente, o cual formar 
parte del contenido constitucional protegido de su derecho fundamental a disfrutar de un 
medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida. En consecuencia, no es de aplicación 
el artículo 5.1 del Código Procesal Constitucional. 

2. No existen vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la 
protección de los derechos constitucionales amenazados o vulnerados 

Si bien de conformidad con el artículo 5.2 del Código Procesal Constitucional, la 
demanda de amparo solo procede cuando no hay vías igualmente satisfactorias, norma 
que ha sido incluso desarrollada por el TC en caso Elgo Ríos recaído en el STC 02383- 
2013-PA, el propio TC ha reconocido que cuando se trata de violación de derechos de 
grupos sociales con elevada vulnerabilidad en sus derechos, como los pueblos 
indígenas, o cuando estemos ante un caso donde esté en juego la interpretación de un 
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derecho constitucional, deberá de entenderse que la vía es el amparo. En otras palabras, 
la violación de derechos constitucionales de grupos sociales con extremada 
vulnerabilidad en sus derechos exige la protección a través de la tutela urgente 

“teniendo en cuenta lo señalado por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en su Segundo Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en el 
Perú, del 2 de junio del 2000, es necesario puntualizar que la mayoría de las 
comunidades nativas vive en condiciones de extrema pobreza e inferior calidad de vida. 
La pobreza estructural afecta a los pueblos indígenas (Comunidades nativas, 
comunidades campesinas, etc.) con mayor intensidad, restringiéndoles el pleno goce de 
sus derechos humanos, económicos, sociales y culturales ”. (RTC No 00906-2009-AA, 
fj. 12) (Resaltado nuestro) 

“De igual forma la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
pueblos indígenas reconoce la urgente necesidad de respetar y promover los derechos 
intrínsicos de los pueblos indígenas, afirmados en tratados, acuerdos y otros arreglos 
constructivos con los Estados, y muestra su preocupación por las injusticias históricas 
que han sufrido como resultado, entre otras cosas, de la colonización . En el caso 
particular del Perú la Defensoría del Pueblo mediante el Informe Defensorial N‘’ 134 
manifestó que los pueblos indígenas que habitan en la Amazonia peruana conforman 
uno de los grupos humanos más olvidados y postergados por el Estado. Así mismo 
refirió que los altos índices de mortalidad y morbilidad que presenta la población 
indígena amazónica contribuyen a agudizar su situación de fragilidad”. (RTC 00906- 
2009-AA, fj. 12) (Resaltado nuestro) 

Esta especial situación de vulnerabilidad de sus derechos de los pueblos indígenas le 
hace concluir al TC la necesidad de una tutela de urgencia: 

“ En consecuencia son un grupo social de especial vulnerabilidad que requiere de una 
tutela urgente ante la amenaza o lesión de sus derechos constitucionales, 
fundamentales y colectivos. Por ello este Colegiado considera que el proceso de 
amparo de acuerdo a lo regulado por el artículo 200, inciso 2, de la Constitución, y el 
artículo 1 del Código Procesal Constitucional, resulta idóneo para tal fin ; y dada la 
urgencia advertida este Tribunal no comparte el criterio de considerar aplicable al 
presente caso el artículo 5, inciso 2, del Código Procesal Constitucional”. (RTC 00906- 
2009-AA, fj. 12) (Resaltado nuestro) 

Pero no es el único caso, excepción al artículo 5.2 del Código Procesal Constitucional 
establecido. Ea vía del amparo también resulta cuando según el TC cuando hay una 
indebida interpretación del contenido constitucional, aun cuando no hubiera urgencia. 

“Ahora bien, aunque es cierto que a partir de la interpretación antes sustentada del 
artículo 5" 2 del Código Procesal Constitucional, las alegadas afectaciones de los 
derechos fundamentales que no requieran una tutela urgente en amparo deberán ser 
ventiladas en los procesos ordinarios, es cierto también que una aplicación inflexible 
de este criterio podría dar lugar a que, en algunos de estos casos, la protección de los 
derechos fundamentales devenga ineficaz. En efecto, este criterio en nada garantiza que 
en los casos no urgentes de afectación de los derechos fundamentales se dispense 
debida protección a su contenido constitucionalmente protegido. Ello podría suceder en 
razón de que en los procesos ordinarios seguidos ante el Poder Judicial se incurra en 
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una indebida interpretación del contenido del referido derecho, sea porque no se 
protesen ámbitos que deberían considerarse como pertenecientes a él, o porgue, a 
contrario sensu, se han protesido ámbitos que no debieron considerarse tutelados por 
la Constitución, o cuando el asunto verse sobre la determinación del contenido 
constitucionalmente protesido de un derecho que no ha merecido mayor desarrollo 
jurisprudencial y que, en esa medida, requiere la intervención del Tribunal 
Constitucional para asesurar su aplicación isualitaria y predecible por parte de la 
jurisdicción ordinaria (RTC 000906-2009-AA, fj, 9) (Resaltado nuestro) 

En este caso, nos encontramos en los dos supuestos establecidos por el TC. Las 
comunidades afectadas demandantes kukamas, viven de la pesca, la cual se ve 
seriamente afectada como consecuencia de los constantes derrames de petróleo del 
Oleoducto Norperuano. De otro lado, estamos ante una interpretación del derecho 
fundamental a vivir en un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, sobre el 
derecho del río a ser sujeto de derechos, sobre el cual no hay mucha claridad. Por tal 
razón, estimamos que no existe una vía igualmente satisfactoria, razón por la cual el 
amparo es la vía idónea. 

3. Los agraviados no han recurrido previamente a otro proceso judicial para pedir 
tutela respecto de su derecho constitucional 

En el presente caso los demandantes no han recurrido a otro proceso judicial respecto de 
los mismos asuntos aquí demandados, por lo que se cumple con este requisito. 

4. La violación de los derechos de la comunidad todavía aún no ha cesado y es 
reparable 

De conformidad con el principio restitutorio contenido en el artículo 1 del Código 
Procesal Constitucional, la violación del derecho fundamental a vivir en un ambiente 
equilibrado y adecuado a la vida es reversible y reparable. 


III. FUNDAMENTOS DE HECHO 

I. Sobre el Oleoducto Norperuano que atraviesa territorios de las comunidades 
nativas en el corazón de la Amazonia 

a. Recorrido del Oleoducto Norperuano 
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OLEODUCTO NORPERUANO 



b. El Oleoducto Norperuano se superpone al territorio de las comunidades nativas 
demandantes 
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c. Derrames de petróleo en las comunidades nativas del Marañón 


Las comunidades nativas del Marañón han sido afectadas por los sucesivos derrames de 
petróleo, como se puede advertir del siguiente cuadro. 
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2. Sobre el derrame de petróleo de Cuninico 

En junio de 2014 aproximadamente 2500 barriles de petróleo de derramaron en la 
Quebrada de Cuninieo, en el territorio de la Comunidad Nativa de Cuninieo, ubieado en 
el distrito de Urarinas, Provincia y Región de Loreto. Posteriormente, en noviembre del 
mismo año 2104, 7,500 barriles de petróleo de derramaron en la comunidad nativa de 
San Pedro, en la cuenca de Río Marañón, muy cerca de ahí. 

En enero y febrero del presente año 2016, ocurrieron dos nuevos derrames de crudo del 
Oleoducto Norperuano en la Amazonia peruana: El primero ocurrió el 25 de enero del 
2016 en el centro urbano Chiriaco, en el distrito de Imaza, provincia de Bagua, 
departamento de Amazonas. El segundo derrame ocurrió el tres de febrero del 2016 
dentro de la comunidad nativa Wampis Mayoriaga, distrito Morona, provincia Datém 
del Marañón, región Eoreto^, afectando a varias comunidades indígenas, entre ellas 
Wampis. Según los comunicados públicos del Organismo de Evaluación y Eiscalización 
Ambiental (OEEA) de Perú, los derrames impactaron a cuerpos hídricos como por 
ejemplo los ríos Chiriaco, Marañón y Morona, así como suelos y cultivos. 

No son derrames aislados, según un informe proporcionado por el Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería (OSINERGMIN), adscrito al 
Ministerio de Energía y Minas, son 37 los derrames de petróleo ocurridos en los últimos 
20 años en el Oleoducto Norperuano. En una información proporcionada por 
OSINERGMIN queda en evidencia que los problemas de corrosión datan de mucho 
antes, siendo responsabilidad de OSINERGMIN realizar mantenimiento de los ductos a 
través de los cuales se transporta petróleo. Se aprecia que desde 1996 había problemas 
de corrosión, y sin embargo OSINERGMIN no hizo nada. 

Ante estos hechos la Comunidad Nativa de Cuninico y las otras comunidades afectadas 
interpusieron una denuncia ambiental a efectos que se abra un proceso administrativo 
sancionador ante el Organismo de Evaluación y Eiscalización Ambiental (OEEA). Ea 
empresa Petroperú, operador del Oleoducto Norperuano, antes que asumir su 
responsabilidad, denunció estábamos que estamos ante actos de sabotaje. Eo sostuvo 
por ejemplo cuando hubo el derrame de Cuninico en junio del año 2014 y en otros casos 
(Ver https://www.voutube.com/watch?v=b3ovcN Ysoo) . Sin embargo, esa tesis del 
sabotaje en el caso de Cuninico por lo menos, ha sido dejada de lado, luego de 
conocerse la Resolución Directoral No 844-2015-OEEA/DESAI, emitida por OEEA el 
año pasado, sobre la denuncia contra Petroperú realizada por las comunidades nativas 
Cuninico, afectadas por el derrame de 2,500 barriles de petróleo en junio del año 2014. 

En esta resolución el OEEA encuentra grave responsabilidad administrativa en 
Petroperú, fundamentalmente por cuatro cosas: por no darle mantenimiento al oleoducto 
que tiene más de 40 años de antigüedad, por no demorar casi una semana en controlar el 
derrame, por el daño real a la flora y fauna, y por el daño potencial a la visa y a la salud. 
Pero además esta resolución es importante, porque además establece medidas 
correctivas de remediación y limpieza de la zona impactada, bajo amenaza de convertir 
estas medidas correctivas en medidas sancionadoras. 


^ http://www.oefa.gob.pe/noticias-institucionales/oefa-supervisa-derrame-de-petxoleo-crudo-en-el-km- 
206031 -del-ramal-norte-del-oleoducto-nor-peruano-en-loreto. 
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a. OSINERGMIN ha reconocido y ha sancionado a Petroperú por no darle 
mantenimiento al Oleoducto Norperuano 

Posteriormente, OSINERGMIN ha saneionado con 12 millones de soles a Petroperú por 
no dar mantenimiento al oleoducto. Tal como lo ha señalado en una nota de prensa^, 
OSINERGMIN multó con S/. 12,640,000 a PETROPERÚ por incumplir programa de 
adecuación de ductos. OSINERGMIN aplicó la máxima sanción, de acuerdo a la 
normativa del sector. Adicionalmente, dicta medidas de restricción de paso de petróleo 
por el oleoducto sólo para realizar inspecciones internas. El Organismo Supervisor de la 
Inversión en Energía y Minería, Osinergmin, sancionó a Petroperú con un multa de 3 
200 UIT (S/. 12 640 000), por no haber adecuado sus instalaciones para mantener la 
integridad del oleoducto según lo dispuesto en la Primera Disposición Complementaria 
del Reglamento de Transporte de Hidrocarburos por Ductos. Esta es la máxima sanción 
contemplada en la normativa del sector. 

h. Petroperú ha reconocido que no hizo mantenimiento al Oleoducto Norperuano 

OEEA en los considerandos de la R.D. 012-2016-OEEA/DS, transcribe un texto del 
PAMA del Oleoducto Norperuano donde Petroperú reconoce que hizo un “reducido” 
mantenimiento de este, y que por no ser suficiente, este es menos eficiente. Pero 
además, reconoce que no lo hizo por política de austeridad. Einalmente, reconoce que 
las instalaciones del ONP están obsoletas. A continuación una captura de imagen de la 
mencionada resolución. 


Conforme ha sido desarrollado en un caso anterior^°. en el PAMA de Petroperú 
se irKjicó que una de las principales causas de deterioro ambiental durante la ejecución 
de un proyecto u operación industrial es la reducida aplicación de mantenimiento 
preventivo de los equipos. Por ello, en su PAMA, Petroperú reconoció que la falta de 
mantenimiento preventivo en sus equipos genera que sus procesos e instalaciones 
sean focos significativos de emisión de contaminantes; 

“1. Plan Maestro de Mantenimiento 

Las principales causas de deterioro ambiental durante la ejecución de un 
proyecto u operación industrial es la reducida aplicación de mantenimiento 
preventivo de los equipos, por lo que se hacen cada vez menos eficientes y 
tienden a emitir mayor volumen de contaminantes hacia el ambiente. 

Para las operaciones del Oleoducto Norperuano, Petroperú cuenta con un Plan 
Maestro de Mantenimiento para todas sus instalaciones y equipos; que a la 
fecha no se ha ejecutado en su totalidad, debido principalmente a limitaciones 
económicas impuestas por políticas de austeridad. Esta situación ha dado lugar 
a que una parte de sus instalaciones y procesos hayan devenido en 
obsolescencia y sean focos significativos de emisión de contaminantes. ’ 


Es necesario buscar soluciones integrales al tema de los recurrentes derrames de 
petróleo. Y en nuestra opinión, se debe comenzar por cumplir con darle mantenimiento 
al ONP, que es la razón de esta demanda. 


Ver: 

http://www.osinergmin.gob.pe/seccion/centro documental/Institucional/Bolet%C3%ADn%20Instituciona 

1/NP%200SINERGMIN%20MULTA%20CON%2012%20640%20000%20SOLES%20A%20PETROPE 

R%C3%9A.pdf 
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c. OEFA ha encontrado responsabilidad administrativa en Petroperú por no darle 
mantenimiento al Oleoducto Norperuano en los derrames de Cuninico 

En la Resolución Directoral No 844-2015-OEFA-DFSAI, de setiembre del año 2015, 
OEFA, en el marco del proceso administrativo sancionador contra Petroperú, a 
propósito del derrame de 2500 barriles de petróleo en junio del año 2014, encontró 
responsabilidad administrativa en Petroperú por no darle mantenimiento del Oleoducto 
Norperuano. En la primera página de dicha resolución se puede leerlo siguiente: 

SUMILLA: Se declara la existencia de responsabilidad administrativa de la empresa 

Petróleos del Perú - Petroperú S.A. por la comisión de las siguientes infracciones: 

(i) incumplimiento del Programa de Adecuación y Manejo Ambiental - PAMA por 
no realizar las acciones de mantenimiento al Kilómetro 41+833 del Oleoducto 
Norperuano, generando daño real a la flora y fauna y daño potencial a la vida o 
salud humana; conducta que infringe el Artículo 15* de la Ley N“ 27446 - Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental y el Articulo 29* del 
Reglamento de la Ley N* 27446, aprobado mediante Decreto Supremo N* 019- 
2009-MlNAM. 

En la página 95 se puede encontrar lo siguiente: 


(iii) Conclusiones respecto de la ejecución del mantenimiento (interno - externo) por 
parte de Petroperú 

vA 278 Luego del análisis de todos los medios probatorios se concluye que Petroperú no 
^ j cumplió con realizar el mantenimiento integral de la infraestructura (interno y 

/ externo) en el Kilómetro 41 ■•■833 del Tramo I del Oleoducto Norperuano, en los 
términos establecidos en su PAMA 

279. Para un mejor entendimiento se presenta el siguiente cuadro: 


Cuadro N* 14 


Mantenimiento 

Tipo de mantenimiento 

Análisis en el presente caso 

Inspecciones 

Internas 

• Inspecciones de corrosión y pérdida de 
espesor con raspatubos 

electromagnéticos: 

La última inspección se reaizó en el 
arto 1999. 

• Inspecciones geométricas 

La última inspección se reaizó en el 
alio 1999. 

• Inspecciones de limpieza nredíante 
raspatutxrs con escobillas metálicas y 
de magneto cada 2 meses. 

No acredita su cumptmiento 

• Inspecciones de limpieza mediante 
raspatubos con escobillas de 
poliurelano de disco o cepas. 

No acredita su cumpSmenlo. 

Inspecciones 

Externas 

• Inspecciones visuales sobre el derecho 
de Via 

Las últimas inspecciones visuales 
correspondan a los aAos 2012 y 
2013. pero estas no ftjeron 
acompañadas del monitoreo 
periódtoo de la integridad esterna, tal 
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Mantenimiento 

Tipo de mantenimiento 

Anállsle en el presente caso 



como estaba estabiacido el 
compromiso del PAMA. 

• Monitoreo periódico da la integridad 
externa del oleoducto de protección 
catódica 

La última inspección se realizó en 
al aAo 2006 . 

• Monitorao periódico da la integridad 
externa del oleoducto de retietencla 
eiéctrica del terreno. 

No acredita su cumplimiento. 


t »t)Of*oórt Of SAI • ÓEFA 

PAMA Ó9 Ptiroqfy 


En base a estos argumentos OEFA concluye en el caso del derrame de Cuninico: 


280. En tal sentido, ha quedado acreditado el incumplimiento de la obligación ambiental 
imputada en el presente procedimiento administrativo sancíonador, en tanto Petroperú 
incumplió el compromiso establecido en su PAMA al no haber realizado el 
mantenimiento integral (inspecciones internas y externas) del Kilómetro 41-*-833 del 
Tramo I del Oleoducto Norperuano. Cabe señalar que estas inspecciones tenían 
como objetivo que Petroperú realizara un mantenimiento preventivo que permitiera 
identificar si algún punto o área de la indicada infraestructura estaba siendo afectada 
en su integridad, con lo cual se podrían identificar oportunamente los focos 
significativos de contaminación ambiental que podrían provocar un accidente 
ambiental, tal como ocurrió en el presente caso. 


d. OEFA ha ordenado a Petroperú de mantenimiento al Oleoducto Norperuano 

Con fecha 17 de febrero del año 2016 el Organismo de Evaluación y Eiscalización 
Ambiental emite la Resolución Directoral No 012-2016-OEEA/DS, contra la empresa 
privada Petroperú, propiedad del Estado peruano, luego del derrame de petróleo en la 
localidad de Chiriaco, en la provincia de Condorcanqui, región de Amazonas en enero 
del 2016, y en la localidad de Morona en la provincia de Datem del Marañón, región de 
Eoreto, en febrero del año 2016. 

Como se puede advertir de la parte resolución de la R.D. 012-2016-OEEA/DS, dos son 
los principales mandatos establecidos ( http://www.oefa.gob.pe/7wpfb dl=16917) , 

“SE RESUELVE: 

Artículo 1°.- Ordenar como MEDIDA PREVENTIVA a Petróleos del Perú - Petroperú 
S.A., realizar, en el marco de lo establecido en su Programa de Adecuación y Manejo 
Ambiental (PAMA), y respecto de los Tramos 1 y 11 y del Ramal Norte del Oleoducto 
Norperuano, lo siguiente: 

a) El mantenimiento efectivo, inmediato e integral respecto de aquellas secciones del 
dueto que no han sufrido un deterioro severo o significativo. 

b) El reemplazo del dueto respecto de aquellas secciones que han sufrido un deterioro 
severo o significativo, como por ejemplo el que se pudo apreciar en la Imagen N" 2 de 
la presente resolución 

[...] 

“Artículo 4°.- Ordenar a Petróleos del Perú - Petroperú S.A. que, en un plazo no mayor 
a treinta (30) días hábiles, contados a partir del día siguiente de notificada la presente 
resolución , cumpla con elaborar y presentar un proyecto de actualización de su 
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Instrumento de Gestión Ambiental ante el Ministerio de Energía y Minas , a efectos que 
en dicho instrumento se incluya la evaluación integral de los impactos identificados en 
la actividad de transporte de hidrocarburos a través del Oleoducto Norperuano , así 
como los compromisos ambientales que resulten aplicables para garantizar el 
adecuado manejo y mitigación de dichos impactos 

e. Petroperú antes que cumplir ha impugnado reiteradas veces la orden de dar 
mantenimiento al Oleoducto Norperuano 

Petroperú no solo impugnó la Resolución Directoral No 012-2016-OEFA/DFSAI, sino 
que cuando esta fue confirmada por Resolución del Tribunal de Fiscalización 
Ambiental, cuestionó la misma ante el Poder Judicial, a través de un proceso 
contencioso administrativo, dilatando en los hechos no solo el cumplimiento de la 
Resolución Directoral 012-2016-OFFA, sino el mantenimiento del Oleoducto 
Norperuano. Sobre el particular se puede leer la carta de Petroperú, cuya última parte de 
acompaña: 



En el presente caso, al no haber quedado consentida la Resolución del 
Fiscalización Ambiental (TFA) N* 026-2016-OEFA/DS que confirma la Resolución 
Directoral N° 012-2016-OEFA/DS {materia de su solicitud), ya que dicha controversia 
viene siendo evaluada en el Poder Judicial (a través de una Acción Contenciosa 
Administrativa), resulta de aplicación la excepción legal descrita lineas arriba, por lo que 
la información solicitada no puede ser entregada. 


f. En el derrame de Cuninico OEFA ha acreditado daño real a la flora y fauna y 
daño potencial a la salud 

OEFA ha reconocido en su R.D. No 844-2015-OEFA/DFSAI que el derrame en la 
Quebrada Cuninico en junio del año 2014, ha ocasionado daño real a la flora y fauna, y 
daño potencial a la salud. 

SUMILLA: Se declara la existencia de responsabilidad administrativa de la empresa 
Petróleos del Perú - Petroperú S.A. por la comisión de las siguientes infracciones: 

Incumplimiento del Programa de Adecuación y Manejo Ambiental - PAMA por 
no realizar las acciones de mantenimiento al Kilómetro 41+833 del Oleoducto 
Norperuano, generando daño real a la flora y fauna y daño potencial a la vida o 
salud humana; conducta que Infringe el Articulo 15* de la Ley N* 27446 - Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental y el Articulo 29* del 
Reglamento de la Ley N* 27446, aprobado mediante Decreto Supremo N° 019- 
2009-MINAM. 

Incumplimiento del Plan de Contingencia al no detectar ni controlar a tiempo el 
derrame ocurrido en el Kilómetro 41+833 del Tramo I del Oleoducto Norperuano, 
generando daño real a la flora y fauna y daño potencial a la vida o salud humana; 
conducta que infringe el Articulo 15* de la Ley N* 27446 - Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental y el Artículo 29* del Reglamento 
de la Ley N* 27446, aprobado mediante Decreto Supremo N* 019-2009-MINAM. 

Derramar petróleo al ambiente generando daño real a la flora y fauna y daño 
potencial a la vida o salud humana, conducta que infringe el Articulo 3* del 
Reglamento de Protección Ambiental para las Actividades de Hidrocarburos, 
aprobado mediante Decreto Supremo N* 015-2006-EM. 
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3. Sobre el derrame de Chiriaco y Morona 


a. OEFA emite resolución histórica que acredita que el derrame de Chiriaco y 
Morona afectó a las comunidades nativas awajun y wampis 


Se trata de la Resolución Directoral No 1060-2019-OEFA/DFAI, de fecha 17 de julio 
de 2019^, emitida por la Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos, en el 
proceso administrativo sancionador abierto contra Petroperú por el derrame de petróleo 
ocurrido en Chiriaco y Morona en las regiones de Amazonas y Foreto en enero y 
febrero de 2016. 



PFRO 

Ministerio 
del Ambiente 




Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres 
Arto de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad 


Lima, 17 de julio de 2019 


2019 - 101-033226 


RESOLUCIÓN DIRECTORAL N* 1060-2019-OEFA/DFAI 


EXPEDIENTE 

ADMINISTRADO 

TERCEROS 

ADMINISTRADOS 


UNIDAD FISCALIZABLE 
UBICACIÓN 


SECTOR 


N’ 2566-2018-OeFA/DFAI/PAS 
PETRÓLEOS DEL PERÚ - PETROPERÚ S.A.’ 
GOBIERNO TERRITORIAL AUTÓNOMO DE LA 
NACIÓN WAMPIS 

INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL DEL AMBIENTE Y 
EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL PERÚ 
INSTITUTO DE DEFENSA LEGAL 
OLEODÚCTO NORPERÚANO (TRAMO II y RAMAL 
NORTE) 

DISTRITOS DE IMAZA Y MORONA, PROVINCIAS 
DE BAGUA Y DATEM DEL MARAÑON, 
DEPARTAMENTOS DE AMAZONAS Y LORETO 
HIDROCARBUROS LIQUIDOS 


VISTOS: La Resolución Subdirecloral N" 2057-2018-OEFA/DFAI/SFEM del 16 de julio de 
2018, la Resolución Subdirectoral N” 354-2019-OEFA/DFAI/SFEM del 8 de abril de 2019, el 
Informe Final de Instrucción N" 631-2019-OEFA/DFAI-SFEM; los descargos presentados 
por el administrado el 15 de agosto y 11 octubre del 2018; el 9 de mayo del 2019; y, demás 
documentos obrantes en el expediente; y. 


b. OEFA encuentra responsabilidad en Petroperú por no dar mantenimiento al 
Oleoducto y por daño real a la salud de las comunidades nativas y por daño real a 
la flora y fauna en el derrame de Morona y Chiriaco 

Al igual que sucedió en el caso del derrame de Cuninico, OEFA concluyó que Petropeni 
tenía responsabilidad administrativa por no darle mantenimiento al Oleoducto 
Norperuano en Chiriaco y en Morona. A continuación, las capturas de pantalla 
respectivas. En primer lugar, en relación con el derrame de Morona precisa la OEFA en 
la resolución directoral antes mencionada: 


^ Esta resolución directoral fue modificada en aspectos de forma por Resolución Directoral No 1186- 
2019-OEFA/DFAI de fecha 17 de julio del año 2019. 
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b. Conclusión 

418. Por lo expuesto, ha quedado acreditado que Petroperú incumplió lo establecido er el 
PAMA del ONP, al haberse oetectado que no realizó las acciones de mantenimiento 
del ONP en el Kilómetro 206+035 del ORN. gene'‘8ndo (i) daño potencial a la flora y 
fauna. (II) dar'o real a la flora y fauna. ('11) daño potencial a la salud humana y (iv) daño 
real a la salud humana Dichas conductas configuran las infracciones imputadas en el 
Numeraf 1. 2. 3 y 4 de la Tab'a 10 de la Resolución Subdirectoral 354-2019- 
OEFAyOFAI-SFEM que varió la Resolución Subdírectorai 2057-2018- 
OEFA/DFAIfSFEM*^*. conforme al siguiente detalle: 

En relación con el derrame de Chiriaco la OEFA precisa: 

c. Conclusión 

475. Por le expuesto, ha quedado acreditado que Petroperú no adoptó las acciones 
inmediatas para controlar y minimizar los Impactos negativos ocasionados por el 
derrame de petróleo crudo ocurrido el 25 de enero del 2016 en el Kilómetro 440-+781 
dol Tramo líl dcl Oleoducto Norperuano, de acuerdo a su Plan de Contingencias, 
generanco (i) daño potencial a la flora y fauna, (ii) daño real a la flora y fauna, (íii) daño 
potencial a la salud humara y ( v) daño real a la salud humana. Dichas conductas 
configuran las infracciones imputadas en el Numeral 5, 6, 7 y 8 de la Tabla 9 de la 
Resolución Subdirectoral de Variación. 

En la parte resolutiva de la mencionada resolución se precisa con más detalle: 
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SE RESUELVE: 


Articulo 1*.- Declarar la existencia de responsabilidad administrativa de Petróleos del Perú 
- Petroperú S.A. por la comisión de las infracciones indicadas en las Tablas N* 9 y 10 de la 
Resolución Subdirectoral de Variación, por los fundamentos expuestos en el desarrollo de 
la presente Resolución, conforme se detalla a continuación: 


N- 

Conduclu Inlractonc Om la TabI* N' 4 (t« la Rooluclón Subdlracltml Vartoclbn 

1 

1 

Petróleos c* Perú pRpopprO trci.inpitó K» es<nttlocido en el PAMA Cei ONP. 9: hoberr- dDl 9 Cl«flo que no reaitzd tas 

acciuMtJh lie rrartterti-nlenit» OleoCjct-i> ■% ¿ ef* «i Kilárn^tro 44D*76I 09* Tr.tmo |i inorando datlc potooc =«i e la 

y fauna (résp^cto inx sjgi/^AriK madiclci» d« rn«ntnrvrrrontC' inip«ccK)r 6 « ^oomoiricas *> 5 pqcclon 9 s v-r^sobrtt mt 
de^feího de ,’in y pf>on»to?«o par^yien ór is 'nl^gr «i-vl dnl rp? lo« pote/K-Ifllws de protecnon catódica y ia 

;Si&iani'4a elúcincn " Tirreno) 

2 

P«lro! 0 O 8 dH Peí, - PelropeAí S.A Acumpi-6 2 «stabieüíJO «l PA\IA doJ OJP a- hftívtf^se ae:act»do q.>« rr. ríí:^*'.Tó tas 
accwoes oe mantemn ente dél Oleodoclo er el Kilomein.] 440*781 tlH "r.tmn ii, {}erMran<t(i daiSn -jni .t In • • '>• 

V fauna, pespecto éá - ^juieulHa de rTfi.-‘.l*i tóutínlfi ri.*pcx::-;--i 2 r'; gqriT«t^c.is., •nsfirc:cionc“. vis.jalns %ohre <*1 

derecho de vía y rnco’ureo pertóüico de ta eiiegfkiad ir)<'é>itiu ds uleuiiuctc; de xMts'u lies Ue : roietxiú'i ::at:^±C 3 v de te 
restslenciB elécinca dei lenehoj. 

3 

PeVAler^P del Perú Petropenj S A. Incumpió lo eetatleoldo en el PAMA del ONP, ot haberle detsjiPV que no ¡a» ' 

accior^es de mar^i^^oimiento del OtmAMCto Ncfpv^uano en el Kilónretro 44U*7St ael írsmo i| penefanciu líeAo polencitil la 
satuj hunnnn :rr'i|KK.ic las sigílenles ireoidas de mBr'ternmtenlo. inspeccones geoméloces, inu^eccones vísuatea sob'n 
ol darocho de vin y men toree periódico de la ntepnaed eritema cei oiecd^to úe ‘ci potencíeles de protección catódica y de 
la <^s< 5 tencia eléctrica ce lerrenoi 

A 

PHróleua dui Pt ?.. PclrciM*rij $ A incumpifo lo pslablooco on ti PAMA de' ONP at haberse delectado oue no reakzó las 
acocT’ ss tic rr-üntc'v niier^io del OItcdjclo Norpervaoo tn el -.-cnietro 440*79 ’ del Tremo M. senerendo daño reai a la salud 
njmana (respecio las kigulerlex 'nedMas de m»nterirn>i>n:o rspeccionea geométrica» inspecc>cr<fts *. suales soCKa r- 
dertcho dtí v!u y moniloreo pnnódino de ia ■* tnqnclnd rxinrna dcl riJooducto 0 © lo« folnncialns rio prnlw.f 4 on calódicj> v df la 
ret<siet«:ia el6(4^K-a diM terreno} 

i 

Petróleos oei Perú > Pehope.'j S A. no adoptó acciones irenediaias para controlar y minirtizar ;•( liriuacto» ocasionsone 
Dor ai derrame d© peuc eo crudo oc* -*kSo el 2Ci ce &r*r»fo de 20lti en ©1 Kiiórrqtn': 44Q*7A1 del Tramu II <!€* 

Nocpor\)aro. de acuerdo a su Plan de Coi>l tMiertoiafi, ,;enafaiido daóo potenc.i a ■ j flora y taun i 


Prl.-óreoí del Pen °círooerú S.A. nc adoptó Ja» acciones inmed-alas pare conl' 0 »v y mininM¿a' lo» «mpecios oces cf^ado* i 
pof o derrame de peíróleo cmdo ocumdo el 25 da er>erc de 2010. ent el Ktlorreíro 440-78’ del tramo ll del Oleoduuio 
Nofp«ru 4 *-o de icuerdo a eu ®ívt de Cocwnprnr.^g qoftefando daño reai a la llora v fai*oa 

.■ 

Peini'eoa de< Perv* - Pat/operu S.A. no isdoplú l«s accíorieíi inmedíaloi! pare conl*ole' y m'nirmá’e* los impacto» ocasionados 
por el derreme de petroleu crudo ocurrido ei 25 de enero üe 2016. en H Kéómstro 440*761 dei tramo .1 clei Otevoucio 
Norperueno. de nr.Mifdo n Ri. Plai" dn Conle^gencia** arvoc daño pniarctai a (,3 ^Sjd humane 

a 

Petróleos del Perú * Pelroperu 5.A. no adoptó la» acciones mmedialas pora controlar y mihirr i/ar ios irr^vaclos oceaionados 
pQ' el derrarr.e de pei'óteo cru<lo ocjnido e 25 de niñero de 2C15. i*n r Kiiómeirn •t40*'r6i del Tmno II del Oieocuclo 
No*|>eruano. de acuerdo n su Pian tir Cnnlirqe'wrms r^nnnrando dnno real s la se-'iid hi^ana. 


H* 

Corwjuctaa Infractora* d* la Tabla N* 10 de la Roeolucióf* Subdirectoral d* Variación 

1 

Peiróleos Ce ®erú Peirupenj S>. incumplo b es!a^ec:do en e PAMA del ONP al h.ibers© detectado que no raeiizo las 
accono* de manref líTuento rjnl Oboducín Norperunno en ©< Kilómetro 20fi-K)35 d«l Ramal Nnrin generando daño poter^cial 
a Ir ’lcm y faura (roepnruo tes 8 '¿«*Tm|íi3 rnudidas üe msniBr^fmiento irispecciones do corroBÍór. y penJ>d'i de *■=• pesor con 
riupatt.oüs tfluctronmgnelKo». Inspeccior^s oeotrié:ncB&. inspecciones visua es sobre el derecho de uta y rc^^oreo 
penódico ce la inteqndad externe ce oleoducto de tos potenciales de proieccsón cetódcai. 

2 

Ptilróipnn tiul Pq.'O • Pctrnpcrii S A rteumpóo lo cslabhv->oc cr. ri PAMA rtn! ONP iil Iwhnrjc :?rt?:cl4íio que rx- vo^zc le» 
aociunes de 'TiantenimierHo üel Oleoducto Norpofua-ho #n el '¿JOTieuo 2C6-035 del R&ma: Norte generando daño real a la 
ñc/a y fauna (respe'Slo la» slq-jie'Mes meOdaR de manterlm-ento insf/Oextones de corosicn y perfl.da oe esp^tso' 000 
respatubos Blec.VDmaQr^ercú». -.-speetJonas genmétricai. inspeccioryes visr-4^—■ sobre el derecho de vte y ir-x Uireu 
l>enódii 20 de la irvIeuflOea exlerria del oVjJuUo Je lo» pcñenuele» de p«o:ecc>ón cutód>L:a!>. 

3 

Poiróieoe del PerCi - Pohopenj S A Incumplió 10 establecido en el PAVA doi ONP. al haberse detoctaao que no realizó 'Bs 
acoones do mv4enlmienfo de‘ Oleoducto .Norpenjano ©r ©1 K-íórre'ro 2C<'-*-036 dei Rama Non© generando daf^c potencial 
e 13 b jímna (rospacio íes e-guionlcs 'nciidai. d« rnantoninwrnto inspecciones de corTosic«“ y pórodc de espesor :rn i 

^aapatubos eleclromagneiicDs. inspecctane» geornetncas inspecciones srisuaies sobre el derecho de v a y moriloreo 
penojico oe la integridad externa del oleoducto de k>s potenciales de protecc on catódvea' 

4 

Pc<roloo» de* Pen» - Polropc'u S A. |-•<.umpllC• K5 csNibloc-w •i'’ o; ^AWA dd ONP ©1 n<il»Qf5c dclcclodci qu« no realizó ir» 
acciones do manlonirpienlo del Oleoduclo Nerpeoiano on el Ki|or*iet'^o 206-035 del Ramal Norte gnnrrMndo caño re« a la 
salud txrmarva (respecte <©$ sigu-cries Tedidas de martenrúenio inspcocicnes do corrosión , pó^tMc de esposor con 
respatubos nieciromagnéucos ír-xpeccKvw* geoméinca», inspección©» visuales sobre nf d«'4c.hvT dn /la y rpnniio-.-:g 
pnnoHir 0 d© l.i iri©gnd3d orinrrr. d©l dnodiicin d© lo© polenr. .i os da p'oinrción r.*itOdir3,V 

*i 

Pal'ó^a de-' Parü * ^atropeni S A. ro adupló las aCDCoes nmedia'as par* conlroiut y runio izar los impactos negativo» 
ü.^iKinnacIn.» per ©' de'ram© de peirólno cnida ocurrido «1 2 de Bahrein Oe' 2016 en ni KioTia'ro 206* 035 de Ramal Norte daí 
nieotjiii.tn Ni>fp«ruar>o lin acuerdo 4 nu P1 m« de ConUngm’ció», generando 'XlAo p*'tsnci*l a I* flO'R y fnu.'ia 


6 

Peroleos del Peni • Petropenj S A no adoptó idi ©ednnes inmediatas para conlroér y n'mirwar pa «mpactos negaiivos 
ocasicnados po' el de*rame d* p*i'óieo crudo ocurrido el 2 de lebrero dol 20lfi en of Kllómotro 2C6*D35 del Rarñai Norte oei 
Oteoduclo NorpeoiBro, d© aci.ordo a su el* CcrJlngenc;*». qerwarxio daño nsaíq te flora y (.1003 

7 

Pet’olen» d*! Perú • Pehopeiü S A. no tifConlo lai acctonn» inmadialas par* ccí'tfoiar y min rnixar los impactos negat vos j 
ooasicnados po' ai derrame de p©l*<4eo crudo ocurruJo el 2 Oe febrem del 2016 en ol Küuinnho 7C6*n3S del Rervu» Norte del , 
Oteodoclo Nnfrw^«:í*^ de Rí.ij«rda 4 su ^ten Oe Coronpenc^S- Qetwando daí''i- potexu i.i a a salud fv-.^La(M 

8 

P«f*l«o5 dol Perú ■ OelfOberu S.A. no Bboplú Ibs Bcciono5 inmndi.iUí. pnii» r.onirobif y ni r <nBflr les npactos negativos 
oMfiian^ios per ni ddiram» d« pfriríleo crjpo ocutnoo et 2 da fabtato dol 2Ulfi on ol KHOmel o 2C6»0J5 dol Ranvil Nodo sal 

1 dndijcio OI i.eriii, a so Plan pe Con'JopGncias da*'»r»i»do dVio leal a i.i saSid nu nana 


c. ¿Qué sanciones ha impuesto OEFA a Petroperú? 
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La multa impuesta por OEFA a Petroperú asciende a 20,780.53 UIT, lo que equivale a 
83 millones de soles, es decir, aproximadamente 25 millones de dólares. Sin lugar a la 
sanción más elevada hasta la fecha. Esto se desprende de la siguiente captura de 
pantalla: 

Artículo 2° .- Sancionar a Petróleos del Perú - Petroperú S.A. con una multa ascendente a 
un total de 20,780.53 Unidades Impositivas Tributarias (UIT) vigentes a la fecha de pago 
por la comisión de las siguientes conductas infractoras que ocasionaron daño real y muy 
grave a la salud de las personas conforme a los fundamentos expuestos en el desarrollo de 
la presente Resolución y de acuerdo al siguiente detalle: 


1 

ConducUt Infractora» da la Tabla N* 9 da la Raaoluelón Subdiractoral da 
Variación 

Multa 

Hevolao* P«ni - Priropc--- S A tnrumplio lo astablactóo en el PAMA de ONP ai 

haberte detectado ^ue no realizó ui$ de ''xanianinneoio ce Oteortticto 

NorperuartO en e: Kiloireiro '140*'78l del Trame II. cenerundü cefto leal a la ?.alud 
tiumara. 

S.809.BS UTT 

1 

PeUóieos del Pa*u • Palrcpcn- S A no -xior' la* acoones kimediaiaa para conim 3' y 
rummizAT km «Tipacloa ocasionadca por ai du^'anie üe petróleo cia-Sz rcurrido el 26 üe 
enero de 20‘^ en al Kilnmoiro 440*781 dal Tramo i| dé' Oleoducto Norperuano. de 
ecx^do a su Hlwi de Cor*.ln-T-rir»a6. Generando cíaíSo mal a la <jilud hunara 

3.946.4B urr 1 

t V 

1 

Conductaa Infrictom dt li Tibia N* 10 di ll RaiolucMn Subdlneloril di 

VariBctOn 

Multa 

f 

4 

Poirólaos dni Paru Pairoooru S.A. incumcló lo ealabfecidc en el PAMA del ONP al 
iluhícliitJo .juo nci itúiró arctones ce marienimientc de Tjwrxjsrcio 

^pergunc en ei Kilórnel'o 2t)6*035 del Kaixia Norte, a o ando d<vio *eel b in 
ifnana frcsoectr las %>guiuntas nxMMas de rnar^enlirnento: inspecciones de corrnstón 
y la dn •pesof con raspMubos «lectrsmagreiicos i^specoone» peom^lrtcas 

inrtpcccionos vsualna ai ilarar.ho da .Li y mor>ro''eo penoocQ de 'a ~1egndad 

eAiorr«a dei cMéodudc riti Ins ptiliifictuius dé praiéccitii catódica y de la reststr»nda 
elóclricadei (anenn). 

8.224 20 urr 

1 

1 

8 

Petn ilul Pr»tij • Pfcl'3|jriü 8.A n MirH'tó ias ftscione^ 'medialas p?*» conifolaf y 

tri« inti/nr ln-: nagallvós üCdáiúnedúc por ildertarre de petróleo rnidooctirrrio 

el 2 de feh/nfó fiel 2016 en el KilúrneUo 2d6*“035 de» Ri'^iai Norte del Olenctu-7lo 
Norpnruano de eciMrdn e su Pl.i*' de Coni r^enciaá gerierd^^tfo daño r»ai • Ih s^i id 
t rran? 

5.IHJ0.00UIT 

Monto tot«l do U multa aiprosada an UIT 

20, 780.53 urr 


d. OEFA hay acreditado el impacto del derrame de Cuninico y Morona en las 
comunidades afectadas 

Varias son las partes que destacan de esta resolución, sin embargo, en nuestra opinión la 
parte más lograda de esta resolución directoral es cuando identifica y sustenta de forma 
solida y clara el impacto de los derrames en las comunidades nativas de Morona y 
Chiriaco. 

i. Presencia de hidrocarburos en el componente agua y la interconectividad de los 
cuerpos de agua involucrados 

Esta parte es de suma importancia pues Petroperú ha venido negando que se hayan 
afectado a las comunidades nativas. Eo que sostiene Petroperú en primer lugar es que, si 
es cierto que los ríos han sido impactados. 


1213. De acuerdo a la documentación obrante en el expediente y a lo señalado en la 
presente resolución, constituye un hecho probado que como consecuencia de los 
derrames del 25 de enero del 2016 y del 02 de febrero del 2016, producto de los 
muéstreos efectuados se determinó la existencia de concentraciones de 
Hidrocarburos Totales de Petróleo (TPH) en las quebradas “sin nombre". Inayo y 
Cashacaño, así como los rios Chiriaco, Morona y Marañón, de acuerdo a los 
resultados de los análisis de laboratorio que se muestran en las siguientes tablas: 

Para luego analizar la interconexión que existe entre los ríos: 
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1214. Una cuenca hidrográfica es una unidad territorial de planificación, la cual está formada 
por un rio con sus afluentes, y por un área colectora de las aguas. En la cuenca están 
contenidos los recursos naturales básicos para múltiples actividades humanas, tales 
como: agua, suelo, vegetación y fauna. Todos ellos mantienen una continua y 
particular interacción con los aprovechamientos y desarrollos productivos del 
hombre.®’^ 

1215. Las cuencas tienen un funcionamiento territorial altitudinal ya que implica la relación 
directa entre las partes altas, cercanas al parteaguas; la zona de tránsito o intermedia; 
y, la parte baja de deposición y desembocadura, de tal forma que la parte alta afecta 
de manera determinante a la parte baja®"'®. Lo anterior permite señalar que los 
problemas que se produzcan en la parte alta tendrán efecto en las partes medias y 
bajas de la cuenca también. 

1216. En ese sentido, cabe indicar que, en el presente caso, el rio Chinaco (con sus 
afluentes) y el rio Morona (con sus afluentes) constituyen parte de la cuenca 
hidrográfica del rio Marañón. Por la interrelación que mantienen estos cuerpos de 
agua, cualquier hecho ocurrido de manera natural o antrópica que altere su condición 
natural también se verá necesariamente reflejado en sus receptores a lo largo de estos 
espacios geográficos. 

1217. En ese contexto, producto del derrame ocurrido el 25 de enero del 2016, el petróleo 
crudo alcanzó la quebrada Inayo y discurrió hacia los ríos Chinaco y Marañón 
respectivamente, por estar interconectados. Asimismo, el derrame ocurrido a la altura 
del km 206+038, afectó a la quebrada sin nombre y la quebrada Cashacaño que al 
ser afluentes del rio Morona y deí rio Marañón, también resultaron afectados. 

La consecuencia de esta contaminación del agua y de la interconexión de los ríos es que 
esta afecta las diversas actividades de las comunidades nativas: 

1218. En el gráfico precedente se puede observar cómo la contaminación del componente 
agua tendrá impacto en las diversas actividades, vinculadas a dicho componente, que 
realiza la población que vive en la zona de influencia donde se produjo el derrame. 

Gráfico N° 10: Interacción del componente agua con las comunidades afectadas 



Consumo humano. 
Actividades de pasca. 
Actividades agrícolas y 
pecuarias. 

Actividades recreativas 
Lavado de ropa. 


Elaboración DFAl 


¡i. OEFA acredita la presencia de hidrocarburos en el componente suelo 
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Esto también fue negado por Petroperú con la finalidad de eludir su responsabilidad. No 
obstante acredita en base a base científica que el petróleo también afecta los suelos 
donde las comunidades viven: 


1219. De acuerdo a la documentación obrante en el expediente y a lo señalado en la 
presente resolución, constituye un hecho probado que como consecuencia de los 
derrames del 25 de enero del 2016®’'’ y del 02 de febrero del 2016®''®, producto de los 
muéstreos efectuados se determinó la existencia de concentraciones de 
Hidrocarburos Totales de Petróleo (TPH) en el suelo de las áreas de influencia de los 
dos derrames de petróleo crudo, de acuerdo a los resultados de los análisis de 
laboratorio que se muestran en las siguientes tablas: 


Para OEFA estas trazas de petróleo son absorbidas por los suelos la que terminara 
finalmente en los acuíferos. 


1220. Los suelos que presentan trazas de hidrocarburos totales de petróleo son procesados 
por el ecosistema de la zona del derrame (selva), los cuales comprenden procesos 
de: i) lavado por acción del agua de lluvia e ií) infiltración de acuerdo a la capacidad 
de absorción del suelo, lo que nos lleva a concluir lo siguiente: 

(i) Durante el proceso de lavado de suelos por la acción del agua de lluvia de la 
zona de los derrames (Imaza y Morona), se disminuirá la presencia de trazas 
de petróleo crudo en la superficie del suelo, los cuales por la dinámica del agua 
de escorrentía®''® recorren suelos no afectados inicialmente hasta llegar a una 
quebrada (Inayo y Cashacaño), para luego unirse al río Morona (rio Chinaco y 
rio Morona) y posteriormente desembocar en las aguas del río Marañón. 

(ii) Respecto de la capacidad de absorción del suelo®®®, una parte de las trazas de 
petróleo crudo que no son limpiadas serán absorbidas por el mismo, alojándose 
en los poros del suelo de la zona afectada, que posteriormente por inflltración 
del agua de lluvia son arrastradas hacia las quebradas y finalmente llegaría al 
río Marañón. 


Al igual que con el agua, la contaminación de los suelos afecta las diversas actividades 
de las comunidades nativas: 
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1221. En este gráfico se puede observar como la contaminación del componente suelo 
tendrá impacto en las diversas actividades vinculadas a dicho componente que realiza 
la población que vive en la zona de influencia donde se produjo el derrame. 

Gráfico N” 11: Interacción del componente suelo con las comunidades afectadas 


[Componente suelo afectado 


i 


1 




Corntilnidadef aféctadas 






Labranza del suelo. 
Actividades de riesgo 
Actividades de siembra 
Actividades de cosecha 


Elaboración: DFAI 


¡ü. OEFA acredita el impacto en la salud como consecuencia de la afectación de los 
servicios ecosistemas 

Comienza OEFA explicando cuales son los beneficios de los servicios ecosistémicos: 


1222. Los servicios ecosistémicos son los beneficios que las sociedades obtienen de los 
ecosistemas®^\ es decir son los componentes de los ecosistemas que se consumen 
directamente, que se disfrutan, o que contribuyen, a través de interacciones entre 
ellos, a generar condiciones adecuadas para el bienestar humano®^^. 

1223. Los servicios ecosistémicos pueden ser clasificados como servicios de suministro, de 
regulación y culturales, conforme se detalla en el siguiente cuadro; 

Tabla N° 102: Servicios Ecosistémicos 


Servicios Ecosistémicos 

Servicios 
de servicio 

Son bienes tangibles (también llamados recursos naturales): están incluidos los alimentos, el 
agua, la madera y las fibras, entre otros 

Servicios 

de 

Regulación 

Son los servicios que permiten que las condiciones tiendan a cambiar poco y a oscilar dentro 
de rangos que nos permiten vivir, cultivar alimentos o regular los impactos de eventos 
extremos, entre otros. Estos servicios incluyen la regulación climática, la regulación de 
inundaciones, entre otros. 

Servicios 

Culturales 

Son aquellos servicios que brindan beneficios que dependen de las percepciones colectivas 
de la sociedad acerca de los ecosistemas y de sus componentes, los cuales pueden ser 
materiales tangibles o intangibles; los beneficios espirituales, recreativos o educacionales que 
brindan los ecosistemas se consideran en esta categoría 

Servicios 
de apoyo 

Servicios que se proveen para apoyar a hábitats y al funcionamiento de ecosistemas, como 
el hábitat de vida silvestre, régimen de caudales necesarios para mantener el hábitat y los 
usos río abajo. 


Fuente: Revista Virtual REDESMA (marzo 2011)*” 


Lo que sostiene OEFA es que los efectos negativos en las comunidades nativas no solo 
ocurren por contacto directo con el petróleo sino por la degradación de los ecosistemas: 
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1224. De acuerdo a la documentación obrante en el expediente y a lo señalado en la 
presente resolución, constituye un hecho probado que la ocurrencia de ambos 
derrames generó la degradación de los ecosistemas, alterando la conservación y el 
uso sostenible de la diversidad biológica, lo cual repercutió negativamente en la salud 
de las personas, sobre todo de aquellas cuyas comunidades se asientan en las áreas 
de influencia de los ecosistemas degradados^^*'. De esta forma, los efectos negativos 
en la salud no solo se presentan por el contacto directo con los hidrocarburos, sino 
además por la degradación de los ecosistemas®^®, cuyos servicios brindan el principal 
soporte para su supervivencia. 

1225. Lo señalado se sustenta en el hecho que el ecosistema es un complejo dinámico de 
comunidades vegetales, animales y de microoorganismos y su medio no viviente, que 
interactúan como una unidad funcional; lo cual determina que, producto de la 
interrelación de la afectación de los cuerpos de agua, los suelos, la flora y la fauna, se 
vean igualmente afectada o puesta en peligro la salud humana. 

La OEFA va más allá y explica más en concreto explica la importancia del territorio 
afectado para las comunidades afectadas: 


1227. Teniendo en cuenta lo antes expuesto, deben considerarse las siguientes 
características del entorno donde se presentaron los derrames de petróleo crudo de 
Imaza y Morona: 

• La economía de las comunidades está basada principalmente en la agricultura a 
pequeña escala (comercio) y para consumo familiar (autoconsumo), en el que i) 
ios hombres trabajan en el cultivo y venta de plátanos y en el transporte fluvial 
mediante el uso de peque pequeros (canoas y botes), y ii) las mujeres participan 
esporádicamente en el campo. 

• El valor ecológico de la cuenca se debe a la blodiversidad, especies únicas y 
paisajes de llanura amazónica y bosque tropical, lo que incentiva las actividades 
de ecoturismo en la zona. 

• El uso del recurso agua es de importancia para las comunidades nativas, ya que 
no cuentan con abastecimiento de agua potable en cada vivienda®^^; no obstante, 
existen viviendas que cuentan con pozos caseros. 


. OEFA acredita que las comunidades nativas se asientan en las áreas de 
influencia de los derrames de hidrocarburos 


1232. Oe acuerdo a la documentación obrante en el expediente y a lo señalado en la 
presente resolución, constituye un hecho probado que. el petróleo crudo derramado 
discurrió a través de las aguas de quebradas o ríos, Inayo, Chririaco, Morona y 
quebrada sin nombre, ello conllevó que alcanzara los terr torios donde se desarrollan 
distintos centros poblados y comunidades nativas, tal como se desarrolla en las 
siguientes tablas: 


En relación con las comunidades afectadas por el derrame en Chiriaco precisa OEEA: 



Tabla N° 103; Centros Poblados y Comunidades nativas que se asientan en ei área 

de influencia del derrame de Imaza 


Centro Poblado 


Comunidad 

Nativa 


Ubicación referonclal 

Chiriaco 

2.9 

- 

- 

Orillas del río Chiriaco 

Inayo 

1.8 

- 

- 

Confluencia quebrada Inayo y río 
Chiriaco 

Yaqkuq 

3.4 


6.2 

Orillas del río Chiriaco 

Pakur» 

3.5 

Pacuy 

6.2 

Orillas del rio Chiriaco 

Umukay 

4.6 

Yangunga 

3.4 


2.7 


4.4 

Nazareth 

3.2 

Confluencia río Marañón y rio 
Chiriaco 

San Ramón 

6.5 

7.1 

Nazareth 

5.3 

5.7 

Curva 

5.4 

La Curva 

5.4 

Orillas del rio Chiriaco 

Samaren 

9.3 

Samaren 

9.6 

Orillas del rio Marañón 

Chillacanday 

11.8 

Wachapea 

8.9 

Orillas del rio Chiriaco 


4.2 

Pakuy 

2.7 

San Rafael WInchu 

5.7 

Winchu 

Temashnum 

10.6 

Orillas del río Marañón 

Alto Dapinza 

9.5 

Sawlentsa 

SIchanak 

11.8 

Orillas del río Marañón 

Alto Wawlm 

13.1 

Umukai 

14.9 

Orillas de la quebrada 

Antamanentsa 

Chigkanas 

14.0 

Tsegken 

12.9 

Shlm puente 

15.8 

Bakants 

18.3 

Aqkushp 

14.8 


Elaborado por la DFAI 


Y en relación con las comunidades afectadas del Morona, OEFA precisa que: 


Tabla N° 104: Centros Poblados y Comunidades nativas que se asientan en el área 
de influencia del derrame de Morona 


Contro Poblado 

Distancia al 

punto del 
derrame 
(kilómetros) 

Comunidad 

Nativa 

Distancia al 
punto del 
derrame 
(kilómetros) 

Descripción 

Copales Unidos 

8.7 

- 

- 

Orillas de la quebrada Copal 


12.7 


12.9 

Orillas rio Mayuriaqa 

Tierra blanca 

14.6 


- 

Afluencia quebrada Cashacaño y 
quebrada Ajuamari 

Nuevo San Martin 

16.7 

Nuevo San 
Martin 

- 

Afluencia río Mayuriaga y río 
Morona 

Patria Nueva 

25.9 

- 

- 

Orillas rio Morona 

Yamakay 

30,2 

Yamakal 

33.1 

Orillas rio Morona 

Bancal 

35.6 

- 

- 

Orillas rio Morona 

Nueva Paragua 
Poza 

38.3 

- 

- 

Orillas río Morona 

Dos Hermanos 

46.5 

- 

- 

Orillas rio Morona 

Puerto Libre 

51.7 

• 

- 

Orillas rio Morona 


Elaborado por la DFAI 


V. OEFA acredita que comunidades nativas afectadas desarrollan actividades 
cotidianas en las áreas de influencia de los derrames petroleros de Chiriaco y 
Morona 
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Lo fundamental en esta parte es que OEFA, en base a evidencia científica, acredita que 
pueblos indígenas desarrollan actividades en las zonas afectadas por los derrames de 
petróleo. 


1234. Conforme a la documentación obrante en el expediente y a lo señalado en la presente 
resolución, constituye un hecho probado que, el petróleo crudo derramado discurrió a 
través de las aguas de quebradas o ríos. Inayo, Chn'riaco, Morona y quebrada sin 
nombre, ello conllevó que alcanzara ecosistemas acuáticos utilizados como fuente 
principal de alimento proteico (peces), desarrollo de la actividad agrícola y pecuaria 
en sus riberas, medio para actividades domésticas como el lavado de ropa y 
actividades recreacionales®®\ tal como se detalla a continuación: 

• Los derrames de petróleo crudo al alcanzar los referidos cuerpos de agua 
limitaron el acceso a la pesca de especies como boquichico, carachama, bagre, 
lisa, entre otros, uno de los principales medios de subsistencia de las 
comunidades y pueblos indígenas®^^ 

• En las riberas de los ríos y quebradas alcanzadas por el petróleo crudo, los 
pobladores de las comunidades y pueblos indígenas realizan actividades 
agrícolas y pecuarias (agricultura y crianza pecuaria con bebedero en curso de 
agua afectado®^® y alimentación de pastos)^^''. De esta manera, se observó que 
el petróleo crudo alcanzó áreas agrícolas donde existían cultivos de plátano, 
cacao, entre otros, siendo algunos de éstos de autoconsumo^*®, en un entorno 
donde la economía está basada principalmente en la agricultura a pequeña 
escala, siendo la actividad agrícola básicamente para el consumo familiar®^®. 

• Los ríos y quebradas son utilizados en tareas domésticas como el lavado de 
ropa y actividades recreacionales (nado y juegos de niños)®®^. 


Incluso OEFA va más allá y precisa la estrecha e intensa relación de estas comunidades 
con ríos como el Marañón y el Morona: 

1235. En el Informe N°005-2016-MINAMA/DERNB/EGONZALES, del 21 de marzo de 2016, 

se señala con respecto a los usos del río Marañón, río Morona y afluentes lo siguiente: 

• El abastecimiento de agua para consumo humano de la zona se efectúa 
generalmente de los ríos Mayuriaga y Morona, a cuyas orillas se encuentran 
localizadas las zonas de asentamiento. 

• El uso de recurso hidrobiológico se realiza en el río Morona, así como en cochas 
y quebradas, siendo la actividad pesquera (huasaco, palometa, entre otros) la 
principal actividad económica y de autoconsumo. 

• Se realizan prácticas productivas agrícolas y pecuarias (agricultura y crianza 
pecuaria que consume agua de río), se tiene los cultivos primarios de la 
seguridad alimentaria como maíz, maní, sacha papa, yuca, plátano, que se 
desarrollan con pequeñas diferencias de tiempos que no superan el mes®®®, ante 
lo cual de presentarse trazas de crudo en estos cultivos los pobladores quedan 
expuestos al contacto de este suelo con hidrocarburos. 

• Se realiza comercio de huevos de quelonios "taricaya" por la presencia de 
playas que se forman durante la baja crecida del río Morona. 

• Se usa el río para lavar ropa y bañarse. 
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OEFA concluye que los ríos son fundamentales para los pueblos indígenas afectados, y 
de manera especial el acceso al consumo humano del agua, pues estas comunidades 
carecen de servicio de potabilización: 


1236. De lo descrito en párrafos precedentes queda evidenciado que las comunidades que 
se asientan en ambas márgenes del río Morona les dan diversas utilidades a los 
recursos ambientales (bióticos y abióticos) provenientes del mencionado río, siendo 
un uso de mayor importancia el de consumo humano, toda vez que estas 
comunidades presentan serias deficiencias en servicios básicos como el acceso al 
agua potable a través de sistemas de tratamiento para potabilización. 


vi. OEFA acredita que los derrames de Chiriaco y Morona han generado un daño a 
la salud de las comunidades asentadas en las zonas de influencia 


1237. Durante el presente PAS ha quedado acreditada la ocurrencia de dos derrames de 
petróleo crudo en el marco de las operaciones de transporte realizadas por Petroperú 
en el ONP debido al incumplimiento de los compromisos establecidos en su PAMA, 
En ambos derrames se verificó la existencia de información que sustenta que el 
administrado no adoptó medidas de control y minimización, lo que conllevó la 
migración del hidrocarburo que alcanzó extensas áreas donde entró en contacto con 
el suelo, cuerpos de agua, vegetación y fauna, 

1238. En ese contexto, el hidrocarburo derramado migró y alcanzó ríos que forman parte de 
la cuenca hidrográfica del rio Marañón. La interconexión existente entre los ríos y 
quebradas de esta cuenca favoreció que el petróleo crudo que era vertido en el 
kilómetro 440+781 del Tramo II del ONP alcanzara la quebrada Inayo y discurra hacia 
los ríos Chiriaco y Marañón respectivamente. Asimismo, debido a la misma razón el 
derrame ocurrido a la altura del km 206+038 del ORN, llegó a la quebrada sin nombre, 

1239. Los ríos y quebradas al entrar en contacto con el petróleo crudo se constituyeron en 
medios de transporte para que este alcance ecosistemas acuáticos y terrestres 
ocasionando su degradación directa e indirecta, debido a las acciones de desbroce 
de la vegetación impregnada con hidrocarburos, así como de la vegetación ubicada 
en áreas que serían destinadas a usos propios de las acciones de limpieza, 
descontaminación y manejo de residuos sólidos. De esta forma los derrames, así 
como las acciones posteriores desplegadas por el administrado alteraron la 
conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. 

1240. La degradación de los ecosistemas acuáticos y terrestres conllevó que se limite el 
acceso a los servicios ecosistémicos por parte de los pobladores de las comunidades 
y pueblos indígenas que se encuentran asentados en las áreas de influencia de ambos 
derrames de petróleo crudo. Asimismo, esta situación restringió el acceso a las 
fuentes de alimento (derivados de las actividades de pesca y agricultura) y agua de la 
población, lo que además perturbó el normal desarrollo de sus actividades cotidianas 
durante los derrames, así como de manera posterior, mientras se desarrollaban las 
actividades de limpieza y descontaminación de las áreas afectadas. 

1241. Durante el presente PAS se verificó que el petróleo crudo vertido al ambiente como 
consecuencia de ambos derrames alcanzó el entorno natural donde se desarrollan los 
miembros de las comunidades y pueblos Indígenas, el mismo que les provee de sus 
fuentes de subsistencia y en el cual realizan sus actividades cotidianas. La confluencia 
de todos estos factores evidencia plenamente la existencia la proximidad de un 
detrimento en la salud de las personas, ya que los expone al contacto directo, alterna 
su entorno y los coloca ante la necesidad de afrontar de manera individual y colectiva 
con una situación crítica en un contexto donde carecen de condiciones básicas para 
su normal desenvolvimiento. 
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1242. Sin perjuicio de ello, debe resaltar que además de ese daño potencial a la salud de 
los pobladores y comunidades indígenas, ha quedado plenamente acreditado el daño 
real a la salud de las personas tanto a nivel del bienestar físico, como mental y social. 
En efecto, a nivel del bienestar físico se demostró la presencia de afecciones 
derivadas de la exposición al petróleo crudo, mientras, sino que a nivel mental y social 
se generó un estado de alerta y miedo, al ver su medio de subsistencia (tierra y ríos) 
afectados, impactando negativamente en la psique de los pobladores, perturbando el 
normal desarrollo de sus costumbres tradicionales, en un escenario donde el territorio 
no es solo un espacio geográfico, sino parte de su idiosincrasia y sustento de sus 
relaciones sociales como comunidad. 


4. ¿Quién causa los derrames de petróleo en el Oleoducto Norperuano? 

Estas es una de las preguntas que muchos se hacen: ¿Cuál es la principal causa de los 
derrames de petróleo en el oleoducto norperuano? Para responder a esa pregunta, en 
agosto del año 2019, como IDE, preguntamos una vez más a Osinergmin por la cantidad 
de derrames en el oleoducto norperuano, operado por Petroperú, así como por sus 
principales causas. Ea respuesta que obtuvimos es insólita y reveladora. 

Respuesta al pedido de información de IDE 

https ://drive. google.eom/file/d/ 1 o wDSRASTwZCmflAXSmwvOS 1 c4wGM0Xzn/view? 

usp=sharing 


O Osinergmin 


otras Osstmalarloi 
ac: 


INFORME 


Lima, 28 de agosto de 2019 


Expediente 201900133794 


655-2019-OS-DSHL-USTD 


Asunto Solicitud de Acceso a la Información Pública. 

Referencia . Escrito de registro N* 201900133794. 


a. ¿Cuántos derrames han ocurrido en el oleoducto norperuano desde su creación? 

Ea respuesta de Osinergmin fue que, desde su creación hasta agosto del año 2019 han 
ocurrido 63 derrames en el oleoducto norperuano. 
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AtentadoAcción de terceros 29 

Causas Naturales 17 

Corrosión 8 

En Investigación 5 

Error operativo/Fallas de accesorios/ Defectos de reparación 3 

Fisuración por corrosión bajo tensión _ 1 

Total general 63 


b. ¿Cuántos de los derrames son por falta de mantenimiento? 

La respuesta de Osinergmin fue que solo 8 de 63 derrames de petróleo ocurrieron por 
corrosión. Es decir, según Osinergmin solo el 12% de los derrames ocurrieron por falta 
de mantenimiento. 

c. Primera mentira de OSINERGMIN: los derrames de Morona y Chinaco no 
ocurren por causas naturales 

Osinergmin miente. Según su respuesta, los derrames de Morona y Chiriaco ocurren por 
causas naturales. Es decir, sugieren que las causa son ajenas a Petroperúu. Sin embargo, 
el OEEA ha establecido que estos derrames fueron consecuencia de la falta de 
mantenimiento del ducto, mas no por causas naturales. 

Ver resolución de OEEA en los derrames de Morona y Chiriaco en los que encuentra 
responsabilidad de Petroperú por falta de mantenimiento del Oleoducto Norperuano. 
https://ia801006.us.archive.org/22/items/res.dir.10602019oefadfaiversioncompleta/Res. 

%20Dir.%201060-2019-OEPA-DPAI%20%28Versi%C3%B3n%20completa%29.pdf 

Ver nuestros comentarios a la resolución de la OEEA 

https://www.servindi.org/17/10/2019/petroperu-debera-pagar-us-25-millones-por- 

danos-l-ambiente-v-comunidades 


d. Segunda mentira de OSINERGMIN: Los derrames por causas naturales son 
responsabilidad de la petrolera 

Tanto en el caso del derrame de Cuninico como en los de Chiriaco y Morona, OEEA 
reconoció y estableció la responsabilidad de Petroperú, pues argumentó que si la 
empresa hubiera dado mantenimiento al ducto, como por ley les correspondía y se 
comprometió a realizar, hubiera detectado estas causas naturales y se hubiera adelantado 
a la tragedia. 

Eo explicamos con un ejemplo. Petroperú sabe que el ducto está en una zona de lluvias 
y de continuos deslizamientos. Si le hubieran dado mantenimiento y realizado 
inspecciones, la empresa hubiera advertido qué hay deslizamientos en la zona, y hubiera 
adoptado las medidas preventivas. Ea consecuencia es evidente: los derrames por causas 
naturales también son por falta de mantenimiento. 
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Link a resolución de OEFA en el caso del derrame de Cuninico donde establece 
responsabilidad de Petroperú por falta de mantenimiento 

http://www.oefa.gob■pe/?wpfb dl= 15555&fbclid=IwAR2RaX40zzmPziwpvEPqr 1 - 

nb2sR4JBPVRiN0R-6nktpZTsaiDM-gcZ8Ec8 

Eink a resolución de OEFA en el caso del derrames de Chiriaco y Morona donde 
establece responsabilidad de Petroperú por falta de mante ni miento 
https://drive.google.eom/file/d/luI9hvoEaEEjh76VSe8glbKHZgqd7HvYV/view7fbclid 

=IwAR3KbgbFt6R4gEaFSANEWDsCRAT3d UAxCWEkXdg27VxQVST5aMVGEc 

maKg 

e. ¿Y si sinceramos las cifras? 

Si restamos los 5 derrames en investigación de los 63 derrames identificados por 
Osinergmin, nos queden 58. Si sumamos los que 8 ocurrieron por corrosión, los 29 por 
causas naturales, el derrame por fisuración por corrosión bajo presión y los 3 por fallas 
de accesorios (todos ellos identificables y prevenibles previo mantenimiento del ducto), 
tenemos que 28 de los 58 derrames de petróleo en el oleoducto norperuano ocurren por 
falta de mantenimiento. Es decir, el 48% de los derrames ocurridos en el oleoducto 
norperuano consecuencia de la falta de mantenimiento. 



AtentadoAcclón de terceros 29 

Causas Naturales 17 

Corrosión 8 

En Investigación S 

Error operatlvo/Fallas de accesorios/ Defectos de reparación 3 

Fisuración por corrosión bajo tensión 1 

Total general 63 


f. La conclusión: mitad de derrames en el oleoducto ocurren por falta de 
mantenimiento 

Tres conclusiones son claras. 
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a. Aproximadamente el 50% de los derrames de petróleo son por falta de mantenimiento 
del oleodueto, por absoluta responsabilidad de Petroperú, y la otra mitad por atentados, 
euyos autores deben ser investigados y saneionados eon severidad (ineluyendo a los 
vineulados a empresas de remediaeión). 

b. La segunda eonelusión es que Osinergmim viene eneubriendo a Petroperú por los 
eontinuos derrames de petróleo en la Amazonia. En vez de fisealizar a Petroperú para 
que haga mantenimiento, se dediea a restar responsabilidad a Petroperú, mientras las 
eomunidades afeetadas por los derrames de petróleo, eomo Cuninieo, deben tomar agua 
eontaminada, eomer peees eontaminados y bañarse en agua eontaminada. 

e. Finalmente, tenemos que lamentar la eantidad de aetos de sabotaje del Oleodueto 
Norperuano. Es grave se esté saboteando el Oleodueto. Eos autores que atentan eontra 
el Oleodueto, eomo aquellos que instigan estos atentados, eon la finalidad de trabajar en 
la remediaeión, deben ser saneionados eon la mayor severidad, eon todas las garantías 
del debido proeeso. 


5. El Ministerio de Cultura ha reconocido en un informe técnico la especial 
relación que existe entre los ríos y los pueblos indígenas 

En el año 2015 el Ministerio Cultura, y más eoneretamente el Vieeministerio de 
Interculturalidad elaboro un informe “EL RÍO Y LOS PUEBLOS INDÍGENAS. Ea 
relaeión entre el río y los pueblos indígenas del ámbito del proyeeto Hidrovía”. Como 
su informe lo diee, buseaba investigar la relaeión espiritual entre los pueblos indígenas 
y los ríos. Este informe se realiza en el mareo del proeeso de eonsulta previa del 
proyeeto Hidrovía de los prineipales ríos amazónieos. Como diee el informe en su parte 
introduetoria: 

“En las páginas a continuación, se presenta la información sistematizada, con la 
finalidad de dar cuenta de la relación que existe entre las poblaciones indígenas 
del ámbito del proyecto Hidrovía Amazónica, y el río; profundizando en su 
cosmovisión, en el valor del río, identificando los usos que se le da, e 
identificando lugares específicos que tienen significancia. Esta información 
busca contribuir a un mejor entendimiento y relacionamiento entre la entidad 
promotora y los pueblos indígenas consultados 

Este informe en relaeión eon la espeeial relación que existe entre los pueblos indígenas 
y sus ríos precisa: 

“En la cosmovisión de los pueblos indígenas de la región amazónica, el río 
forma parte integral de su territorio y lleva consigo un firme valor cultural que 
se expresa en cómo este es utilizado por ellos, y en la relación espiritual, social, 
económica y ecológica que entre los pueblos y el río se establece 

“Esto se pone de manifiesto en la cosmovisión indígena que plantea al río como 
el eje del que se desprenden una variedad de mundos, entre los cuales se 
encuentran espacios acuáticos importantes, que contienen a seres poderosos que 
rigen sobre ellos y dotan el río de un nivel de sacralidad 
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“Entre este panteón de seres sagrados, existen quienes proporcionan puntos de 
referencia que ordenan, organizan y guían el uso del espacio y los recursos. Es 
de acuerdo a cómo se comporta uno -si cumple o no las normas de convivencia 
social, que se determina la relación que se tiene con ellos, la cual podrá o no ser 
armoniosa 

“Esto resulta significativo pues ellos tienen la capacidad de generar cambios, 
tanto positivos como negativos, en la naturaleza, el clima, los ecosistemas, y la 
salud de las personas. Es así que la abundancia de recursos, no depende 
solamente de características geográficas o naturales ni de condiciones 
climáticas, sino también de estas fuerzas vitales asociadas a ellas, y de la 
voluntad que ellas disponen. De acá se desprende la preocupación por 
respetarlos y velar por sus intereses y por la protección de su hábitat”. 

Dos cosas queremos destacar, se reconoce además del valor cultural de estas 
cosmovisiones el carácter sagrado de los ríos para los pueblos indígenas. Sobre la base 
de estas conclusiones, el informe recomienda incorporar los conocimientos de los 
pueblos indígenas sobre sus ríos a través de mecanismos de participación en los 
siguientes términos: 

“Para comprender la relación de los pueblos indígenas del ámbito del proyecto 
con el río, es necesaria una mirada integral que combine el análisis de los usos 
prácticos que se le da, con la comprensión de la cosmovisión de dichos 
pueblos ”. 

“A su vez, debe tenerse presente que algunos pueblos consideran que el río es 
parte de sus territorios, encontrándose cargado de elementos sobre los que se 
construye y manifiesta su cosmovisión e identidad”. 

“Se recomienda revisar las preocupaciones de estos pueblos y evaluar la 
posibilidad de incorporar el conocimiento de sus aspectos sociales y culturales 
en el diseño y ejecución de los distintos aspectos del proyecto a ser 
contemplados en el EIA. Mecanismos de participación y coordinación con las 
poblaciones y sus organizaciones representativas son elementos sugeridos por 
las mismas poblaciones, como acciones que recogerían aportes j sugerencias 
que reducirían los impactos negativos (sociales, culturales y ecológicos) 
teniendo el potencial de incorporar acciones beneficiosas para ellos ”. 

6 . Existen estudios que acreditan que los ríos son sagrados en la cosmovisión del 
pueblo Kukama Kukamiria 

Ciertamente, los mitos expresan una parte de la realidad que va más allá de lo físico y 
son capaces de acercarse a la verdad más plenamente. En tal sentido, los mitos son 
siempre verdaderos porque su comprensión de la realidad es más totalizante y holística. 

a. El mito de la creación de los ríos en la cosmovisión Kokama*^ 


® Jaime Regan, Hacia la tierra sin mal. La religión del pueblo en la Amazonia, 3° edición, CAAAP- 
CETA, Lima, 2011, pág. 104. 
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Precisan los sacerdotes antes mencionados que para los kukama “Dios creó el mundo. 
Dios ha hecho la tierra cuando hubo el diluvio. Con su flechita Dios quiso andar 
haciendo el mundo. Donde caía bien derecha la flecha el río quedaba derecho; y donde 
caía arqueada quedaban curvas en el río y en la tierra; y así andaba Dios poniendo 
luego en la tierra todas las cosas, animales, plantas, etc... Después de poner todo en 
orden subió al cielo” (Pedro Manuyama Fumachi, 31, Pueblo Joven Fdo. Lores 
Tenazoa, Requena, versión cocama) ”. 

La flecha, uwa, es un elemento fundamental de la cultura kukama. Los kukama son un 
pueblo guerrero. En la antigüedad eran temidos por ser los “corsarios de los grandes 
ríos”. En la actualidad el chamanismo está impregnado por este ataque continuo y 
constante sobre los enemigos (brujería). Ea flecha es fundamental para la pesca, la caza 
y la mitología, como estamos viendo. Uwa, flecha, entra a formar parte de palabras 
como uwata, caminar; uwari, nacer, embarcar; uwaka, transformar, convertirse; entre 
otras líneas de pensamiento, permeando toda la ideología kukama. 

b. El mito de la Lupuna Yagua’ 

Refieren los sacerdotes antes referidos que “Los dos mellizos acarreaban a diario 
enormes jarras llenas de agua, tramuhú tramuhú... pues el abuelo krora les distribuía 
el agua por cuenta gotas. Pronto se cansaron y decidieron obtener el agua sin tener 
que mendigarla. Le preguntaron primero a krora: “Abuelo, ¿a dónde vas a buscar 
agua?” “Junto el agua celeste; cuando llueve llevo un recipiente; es todo”, respondió. 
“Seguro que nos engaña ”, dijo el mayor ndano a su hermano menor mena, placenta: 
“Transfórmate en picaflor mu...i para ir a espiarlo”. Mena se posó sobre el tocón de 
un árbol muy cerca de krora que abrió la llave del agua sobre el tronco de la lupuna 
para darse un baño, ¡tra! El agua brotó to to to to... y se bañó. Fue así que vio al 
picaflor. ¿Qué tienes mu...i, por qué te acercas tanto?” El pájaro también aprovechó 
del baño twru twru twuru... krora tomó una rama y quiso pegarle pero mu...i se guardó 
un poco de agua en el pico y le contó: “El tronco de la lupuna está lleno de agua pero 
el abuelo tiene la llave ”. 

“Entonces hay que derribar el árbol”, sugirió el mayor. Al día siguiente, fueron a 
cortar la lupuna. Invitaron a su amigo, el pájaro carpintero, a que los ayudara con su 
pico duro. Trabajaron todo el día pero hacia la noche el árbol seguía en pie. 
Regresaron al otro día pero hacia la noche: el árbol estaba intacto, como si nadie lo 
hubiera estado cortando. Ndano sospechó que krora les estaba jugando una mala 
pasada y notó que en la cima del árbol había una liana gigante que el abuelo mantenía 
tensa con el dedo gordo del pie; por eso el árbol no se caía. “Transfórmate en 
escorpión, norétiu ’, dijo ndano a su hermano menor. Mena se transformó y fue por 
debajo de la tierra a morderle el pie a la krora sic! “¡Ayaooooooü” gritó el abuelo; la 
liana se aflojó pero no la largó. La lupuna estaba inclinada a medias. Mena volvió 
junto a su hermano mayor quien volvió a ordenarle: ¡Transfórmate en gran escorpión 
watátu y muérdelo bien fuerte”, y le sopló su aliento para que se transforme. Mena se 
precipitó bajo tierra y mordió por segunda vez al abuelo en el pie SIC!! “Ayaooooo... ”, 
vociferó levantando el pie dolorido; tchu tchu tchu... la lupuna empezó a caerse... 
uuuUUUU pU! Y se estrelló con un ruido tremendo. “¡Nawa! ¡nawa!” (¡Amazonas! 


’ CHAUMEIL, Jean Fierre (1998), Ver, saber, poder. Chamanismo de los Yagua de la Amazonia peruana, 
IFEA-CAAAP-CAEA CONICET, Lima, 175. Cfr. CHAUMEIL, Jean Fierre (1987), Ñihamwo. Los 
yagua del nor-oriente peruano, CAAAP, Lima, 23. 
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¡Amazonas!), gritaban los mellizos. El agua se extendió por todas partes; se formaron 
afluentes; nació la tierra de la gente, nuestra tierra... ”. (Informante: A. Sarko, 1976) 

c. La opinión de los párrocos sacerdotes de Santa Rita de Castilla 

Para los sacerdotes mencionados, este mismo mito, con las variantes propias de cada 
pueblo, tenemos registrado entre los Kukama y los Urarina de la Amazonia peruana. En 
el mito se ve que la cuenca del Amazonas es una gran Lupuna. Este árbol se caracteriza 
por tener un espíritu muy fuerte que puede embrujar a las personas. De la resina de la 
lupuna se fabrica veneno y también sirve para la brujería. 

Añaden que el diluvio es un mito universal con características propias en la Amazonia. 
El crecimiento periódico de los ríos es la base sobre la cual se construyen estos mitos. 
El diluvio, ‘tana tuyuka ukaima’, literalmente significa ‘nuestro mundo desaparece’. En 
el diluvio kukama “el mundo se voltea”: las personas de la tierra se convierten en seres 
del agua, yacurunas, y los yacuruna se transforman en personas de la tierra. No existe 
creación ni destrucción, sino transformación, cambio, conversión. 

Agregan que para el pueblo Kukama, el diluvio es provocado por el mal 
comportamiento de las personas y el ruido excesivo. Mircea Eliade, lo denomina como 
“responsabilidad cósmica”, puesto que nuestro comportamiento afecta a todo el 
universo. Estos seres del agua, yacurunas, mantienen una relación espiritual constante 
con las personas que vivimos en la tierra a través de los sueños y la ingesta de 
psicotrópicos en sesiones espirituales de ayahuasca o toé, entre otros. 

Cuando una persona cae al río, los occidentales pensamos que se ha ahogado, por tanto, 
ha muerto. Eos kukama mantienen tres formas de categorízarlos: 

- Si encuentran el cadáver es una persona ahogada que se puede enterrar. 

- Si no encuentran el cadáver pero no les hace soñar, es una persona ahogada que les 
molesta a los familiares a través de hacer sonar la casa: moviendo sillas, caminando... 

- Si no encuentran el cadáver, pero les hace soñar es una persona que vive dentro del 
agua y se ha transformado en yacuruna. 

- Dado que el ecosistema en el que vive el pueblo Kukama Kukamiría, es la várzea, 
todas las familias tienen algún miembro que cayendo dentro al río viven dentro del 
agua. 


d. La importancia de la pesca para el pueblo Kukama* 


Según una investigación dirigido por Pedro García Hierro sobre los kukama, “la 
maestría en el arte de la pesca por parte del pueblo Kukama Kukamiria se basa en un 
profundo y detallado conocimiento de la “vida secreta de los peces”, de su 
comportamiento y costumbres, sus ciclos de reproducción y migración y sus hábitos 


* La información ha sido extraida del documento “DEMANDAS TERRITORIALES DEL PUEBLO 
KUKAMA KUKAMIRIA DEL RÍO HUALLAGA Y NUCURAY. Sustentación jurídico-antropológica y 
cartografía básica”. Elaborado con el apoyo de la FEDERACIÓN DE COMUNIDADES COCAMA- 
COCAMILLA DEL RÍO HUALLAGA (FEDECOCA), la ORGANIZACIÓN DE PUEBLOS 
INDÍGENAS DEL BAJO MARAÑÓN (OPIBAM), la COORDINADORA REGIONAL DE PUEBLOS 
INDÍGENAS DE ALTO AMAZONAS Y DATÉM DEL MARAÑÓN (CORPI) y la ASOCIACIÓN 
INTERÉTNICA DE DESARROLLO DE LA SELVA PERUANA (AIDESEP), siendo el Equipo de 
investigación conformado por Frederica Barclay, Pedro García y Luis Payaba, en Septiembre 2011. 
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alimenticios, algo no siempre destacado en dichos estudios”^. Añade que “el pueblo 
Kukama Kukamiria ha desarrollado un conjunto de prácticas y gestos que contribuyen 
a establecer una relación de respeto y reciprocidad con los seres que regulan la 
disponibilidad de los recursos acuáticos y el ciclo de las aguas y que redundan en la 
sostenibilidad de estos importantes recursos 

Más adelante señala que “Los Kukama Kukamiria pescan todo el año, acogiéndose a la 
oferta estacional y pescan de día y de noche dependiendo del lugar donde se va a 
pescar y de los implementos de que se disponga, empleando diversas técnicas. La pesca 
es la actividad principal de los varones y solo ellos pescan con flecha, arpón o redes 
grandes, pero niños y mujeres, incluso mayores, pescan regularmente con red o 
trampera”^^. Agrega que “La abundancia de peces en los ríos, quebradas, cochas y 
tipishcas de este segmento del territorio Kukama Kukamiria es enorme. Aún así, las 
familias pescan no sólo en las aguas cercanas al caserío donde viven sino que los 
hombres o familias enteras acuden a cochas alejadas o a ríos a cierta distancia “por 
amor al peje 

e. El propio pueblo Kukama precisa la importancia de los ríos para su cosmovisión 

El pueblo Kukama tiene una relación especial con los ríos. Su vida está en tomo a estos, 
no solo para fines de subsistencia, sino por razones religiosas y culturales. Como ellos 
mismos señalan, “Los Kukamas, Kukamirias, llamados también hombre del agua, pues 
tienen una relación directa con ello, por cientos de años viven en las riveras del río 
marañón (sic), aprovechando lo que la naturaleza provee, sin alterar el ciclo natural de 
los animales y las plantas, esa es su riqueza, el bosque es su mercado, por un espacio 
de 2 a 3 hasta 4 meses los ríos del marañón (sic), inundan sus comunidades, no se 
encuentra tierra en kilómetros de la orilla”^^. 


III. FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

I. Los constantes derrames de petróleo del Oleoducto Norperuano constituyen una 
amenaza cierta a derechos fundamentales de las comunidades nativas que viven en 
las orillas del Río Marañón 

La falta de mantenimiento del Oleoducto Norperuano ha ocasionado diferentes y graves 
violaciones a los derechos humanos de comunidades afectadas por el derrame de 
Cuninico. 

a. Los derrames constituyen una amenaza cierta e inminente al derecho 
fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida 


® Ibídem, página 50. 

Ibídem. 

" Ibídem, pág. 51. 

La expresión “por amor al peje” es usada con frecuencia por los Kukama Kukamiria para explicar 
diversas decisiones, incluso la de migrar. 

Blog de la organización de la Asociación Cocama de Desarrollo y Conservación de San Pablo de 
Tipishca, el cual puede ser consultado en: http://acodecospat.blogspot.com/ . 
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Existe una violación del derecho fundamental a gozar de un medio ambiente equilibrado 
y adecuado al desarrollo de la vida, pues se han vertido 2,500 barriles de petróleo en la 
Quebrada de Cuninico, contaminando está Quebrada y el Río Marañón, del cual es 
afluente. La Constitución Política, en su artículo 2.22, consagra el derecho de toda 
persona a gozar de un medio ambiente adecuado y equilibrado en los siguientes 
términos: 

«Toda persona tiene derecho: 

A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida» 
[resaltado nuestro]. 

Igualmente, en términos generales, el derecho al medio ambiente ha sido reconocido en 
diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos. Así, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 12.2.b, el 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia 
de derechos económicos, sociales y culturales, en su artículo 11, y el Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes^"^, en su artículo 4.1 -que han sido debidamente suscritos y ratificados 
por el Estado peruano- señalan lo siguiente: 

«Artículo 12 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio 
ambiente [...]» [resaltado nuestro]. 

«Artículo 11: Derecho a un Medio Ambiente Sano 

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con 
servicios públicos básicos. 

2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento 
del medio ambiente » [resaltado nuestro]. 

Es oportuno tomar en cuenta que la existencia digna de la persona humana exige como 
presupuesto material necesario un medio natural adecuado al logro del pleno desarrollo 
como sujeto con una dignidad que es, en el marco de un Estado constitucional y 
democrático de Derecho, como el Tribunal Constitucional ha precisado en los siguientes 
términos: 

‘En el Estado Democrático de derecho de nuestro tiempo ya no solo se trata de 
garantizar la existencia de la persona o cualquiera de los demás derechos que 
en su condición de ser humano le son reconocidos, sino también de protegerla 
de los ataques al medio ambiente en el que esa existencia se desenvuelve, a fin 
de permitir que su vida se desarrolle en condiciones ambientales aceptables 


Cabe señalar que este tratado internacional en materia de derechos humanos es plenamente válido para 
la valoración de los hechos en el caso concreto, pues la demandante es una comunidad nativa que 
constituye un pueblo indígena. 

'^STC N.° 0964-2002-AA/TC, f.j. 9 
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En relación con la justificación de este derecho, el TC ha optado por «considerar al 
medio ambiente, equilibrado y adecuado, como un componente esencial para el pleno 
disfrute de otros derechos igualmente fundamentales reconocidos por la Norma 
Suprema y los tratados internacionales en materia de derechos humanos>f^. 

Acto seguido, debe delimitarse el contenido constitucional protegido de este derecho. Al 
respecto, el Tribunal, a través de su jurisprudencia^^, ha señalado que este se compone 
de dos elementos: a) el derecho a gozar de ese medio ambiente; y b) el derecho a que 
ese medio ambiente se preserve. 

En relación con el primer componente, el Tribunal ha precisado que «el derecho a gozar 
de un medio ambiente equilibrado y adecuado, comporta la facultad de las personas de 
poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e 
interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre 
intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe 
entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de 
cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de 
su dignidad (artículo 1° de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería frustrado 
y el derecho quedaría, así, carente de contenido>f^. 

En relación con el segundo componente de este derecho, el Tribunal hace referencia a la 
obligación del Estado de protegerlo en forma efectiva, en su rol de garante; así, «[e]l 
derecho a la preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña 
obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales 
en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación 
alcanza también a los particulares, y con mayor razón a aquellos cuyas actividades 
económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente. 

Esta obligación estatal: la de preservar el medio ambiente, supone dos obligaciones; la 
primera, abstenerse de adoptar acciones que afecten el medio ambiente (es otras 
palabras, la dimensión subjetiva del derecho a gozar de un medio ambiente adecuado y 
equilibrado para la vida) y; la segunda, el deber de adoptar todas las medidas necesarias 
para su protección (en otras palabras, la dimensión objetiva de este derecho). 

En relación con la primera de estas obligaciones, el Tribunal Constitucional ha 
precisado que «[en] su faz reaccional, el Estado asume la obligación de abstenerse de 
realizar cualquier tipo de actos que afecten el medio ambiente equilibrado y adecuado 
para el desarrollo de la vida humana>f^. 

Sobre la segunda de las obligaciones, el Tribunal ha señalado inteligentemente que 
«[ejn su dimensión prestacional, impone al Estado tareas u obligaciones destinadas a 
conservar el ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su vez, en un haz de 
posibilidades, entre las cuales cabe mencionar la de expedir disposiciones legislativas 
destinadas a que desde diversos sectores se promueva la conservación del ambiente. 


'®STC N.° 0964-2002-AA/TC, f.j. 8 
STC N.° 03510-2003-AA/TC, f.j. 2.d 
Ibídem 
Ibídem 

2“ STC N.° 0018-2001-AI/TC, f.j. 10 
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Desde luego, no sólo supone tareas de conservación, sino también de prevención que se 
afecte a ese ambiente equilibrado»^^. 

El Tribunal Constitucional ha precisado cuando estamos ante la violación de este 
derecho. Precisa que esta se verifica cuando hay una “alteración sustantiva” entre los 
diferentes elementos que componen el medio ambiente. Es decir, cuando sus elementos 
se dejan de interrelacionar de manera natural y armónica. Según este: 

«el derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado, comporta la 
facultad de las personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus 
elementos se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en 
el caso de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva 
de la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente »^^. 
(Resaltado nuestro) 

De igual forma, además de encontramos frente al incumplimiento de deberes del Estado 
de conservación ecológica y promoción del desarrollo sostenible, los hechos significan 
una gravísima afectación al medio ambiente, que es un bien jurídico consagrado en la 
Constitución Política, pues se contaminaron bosques, fuentes de agua y territorios 
íntegros de los pueblos indígenas que viven en la zona donde ocurrió el derrame de 
petróleo. Ea obligación de preservar el medio ambiente, en este caso de preservar el río 
Marañón, el cual es en sí mismo un ecosistema, se concreta en la obligación de darle 
mantenimiento al Oleoducto Norperuano. 

b.Los sistemáticos derrames de petróleo constituyen una amenaza cierta e 
inminente al derecho a la salud 

Existe una violación del derecho fundamental a la salud de las comunidades nativas 
cercanas a los derrames, como consecuencia de tomar agua y comer pescado 
contaminado y bañarse en agua contaminada, especialmente niños, mujeres, gestantes, 
etc. 

El artículo 7 de la Constitución Política del Estado establece que “[tjtodos tienen 
derecho a la protección de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad". 
Asimismo, la Constitución Política establece en sus artículos 9 y 65 que el Estado, a 
través del Poder Ejecutivo, debe, en el marco de una política de salud eficiente facilitar 
“a todos al acceso equitativo a los servicios de salud” y que el Estado “ve/a, en 
particular, por la salud y la seguridad de la población", respectivamente. Adviértase 
que el TC incluye este en la categoría de derecho fundamental: 

“Si bien el derecho a la salud no está contenido en el capítulo de derechos 
fundamentales, su inescindible conexión con el derecho a la vida (art. 2°), a la 
integridad (art. 2°) y el principio de dignidad (art. 1° y 3°), lo configuran como 
un derecho fundamental indiscutible, pues, constituye "condición indispensable 
del desarrollo humano y medio fundamental para alcanzar el bienestar 
individual y colectivo” (art. I, Título Preliminar de la Ley N.° 26842, General de 
Salud). Por ello, deviene en condición necesaria del propio ejercicio del derecho 
a la vida y, en particular, a la vida digna . De otra parte, siempre que el derecho 


STC N.° 3510-2003-AA/TC, f.j. 2.c 
Ibídem 
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a la integridad resulte lesionado o amenazado, lo estará también el derecho a la 
salud, en alguna medida. Sin embargo, son también posibles supuestos en que se 
afecte de manera directa y grave el mínimo vital necesario para el desempeño 
físico y social en condiciones normales. La salud resulta un estado variable, 
susceptible de afectaciones múltiples, que incide en mayor o menor medida en la 
vida del individuo, dependiendo de sus condiciones de adaptación. Teniendo 
como base esta apreciación gradual de la salud, la protección del derecho a la 
salud importa la tutela de un mínimo vital, fuera del cual el deterioro orgánico 
impide una vida normal o un grave deterioro de ésta (Subrayado nuestro). 

En ese sentido, es obligación del Estado la realización de todas aquellas acciones 
tendentes a prevenir los daños a la salud de las personas, conservar las condiciones 
necesarias que aseguren el efectivo ejercicio de este derecho, y atender, con la urgencia 
y eficacia que el caso lo exija, las situaciones de afectación a la salud de toda persona, 
prioritariamente aquellas vinculadas con la salud de los niños, adolescentes, madres y 
ancianos, así como otros grupos poblacionales vulnerables. 

En definitiva, los derrames del ONP no solo ha generado un daño a las fuentes de agua 
y alimentación de la población indígena, sino que además ha dañado la tierra donde los 
kukama realizan sus actividades como vivienda y agricultura. Además, el derrame ha 
generado un impacto en las formas de vida tradicional de los habitantes de las 
comunidades aledañas. 

c. Los derrames de petróleo constituyen una amenaza cierta e inminente al derecho 
fundamental al agua potable 

Existe una violación del derecho fundamental al agua potable, pues las comunidades 
afectadas por el derrames de petróleo no tienen agua potable y toman agua contaminada 
por los derrames, cuando no pueden tomar agua de lluvia. 

Ea Eey No 30588 ha introducido una reforma constitucional que reconoce el derecho de 
acceso al agua como derecho constitucional. 

“Artículo 7°-A.- El Estado reconoce el derecho de toda persona a acceder de 
forma progresiva y universal al agua potable. El Estado garantiza este derecho 
priorizando el consumo humano sobre otros usos. El Estado promueve el manejo 
sostenible del agua, el cual se reconoce como un recurso natural esencial y 
como tal, constituye un bien público y patrimonio de la Nación. Su dominio es 
inalienable e imprescriptible ”. 

Según los fundamentos 21 y 22 de la sentencia N° 06534-2006-AA, el Estado está en la 
obligación de garantizar, respecto al agua “cuando menos tres cosas esenciales: el 
acceso, la calidad y la suficiencia. Sin la presencia de estos tres requisitos, dicho 
atributo se vería desnaturalizado notoriamente al margen de la existencia misma del 
recurso. No se trata, pues, de proclamar que el agua existe, sino de facilitar un 
conjunto de supuestos mínimos que garanticen su goce o disfrute por parte del ser 
humano o individuo beneficiario” (Eundamento 17). 


23 STC No 1429-2009-HC/TC, fundamento 14. 
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Este derecho ha sido concretado a nivel legislativo en los artículos 35° al 40° de la Ley 
de Recursos Hídricos (Ley 29338). El artículo 40 es el que concreta el derecho al agua 
potable: “[e]l Estado garantiza a todas las personas el derecho de acceso a los 
servicios de agua potable, cantidad suficiente y en condiciones de seguridad y calidad 
para satisfacer necesidades personales y domésticas”. 

De igual manera, resulta fundamental recordar que el legislador ha establecido un orden 
de prioridades en el uso del agua, dispuesto en el artículo 35 de la misma ley. Se 
establece en primer lugar el “uso primario”, referido a la “utilización directa y efectiva 
del agua en las fuentes naturales y cauces públicos de agua con el fin de satisfacer las 
necesidades primarias” (articulo 36). En segundo lugar, en prevalencia “el uso 
poblacional del agua”, que consiste en la captación del agua de una fuente o red pública 
debidamente tratada, con el fin de satisfacer necesidades básicas (artículo 39). 
Finalmente, adviértase que la tercera prioridad es el “uso productivo del agua” (articulo 
42), en donde recién encontramos en primer lugar el uso agrario, pecuario o agrícola y 
en sexto lugar el uso minero. 

En el caso de las comunidades nativas afectadas por los derrames, estas no cuentan con 
servicio de agua potable, razón por la cual consumen el agua del río Marañón. Los 
derrames de petróleo significan una grave afectación al derecho al agua de las 
comunidades nativas. 

d. Los derrames de petróleo del Oleoducto Norperuano constituyen una amenaza 
cierta e inminente al derecho fundamental a la alimentación 

Existe una violación del derecho fundamental a la alimentación, pues las comunidades 
afectadas son obligadas a comer pescado contaminado por los derrames, toda vez el 
pescado es su principal fuente de proteínas. En relación con el contenido constitucional 
del derecho a la alimentación el TC ha precisado: 

“este Tribunal Constitucional entiende que el derecho a la alimentación es una 
posición jurídica de derecho subjetivo que faculta a su titular a obtener una 
prestación positiva por parte del Estado, a fin de que este le provea o le haga 
accesibles los medios suficientes y adecuados que satisfagan sus requerimientos 
alimenticios de manera sostenible, cuando su titular se encuentre en una 
situación de vulnerabilidad que le impida satisfacerlos por sí mismo . El Estado 
está obligado de satisfacer una alimentación de subsistencia que permita al 
titular del derecho verse libre de padecer hambre (sensación incómoda o 
dolorosa causada por la falta de comida) y mantener su funcionalidad corporal, 
siendo progresivo el desarrollo y complementación de dicho mínimo (STC No 
01470-2016-PHC, fj. 39) (Resaltado nuestro) 

El derecho a la alimentación está también reconocido en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos (Artículo 25) como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, y 
consagrado en 1966 en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Art. 11). En el Perú, si bien no existe un reconocimiento expreso del 
derecho a una alimentación adecuada, este derecho se encuentra contenido en el derecho 
a la vida. La Constitución Política del Perú señala en su artículo l°que "La defensa de 
la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 
Estado", y en su artículo 2.1 señala que toda persona tiene derecho "A la vida, a su 
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identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. El 
artículo 3° de la Constitución admite la posibilidad de derechos que no son reconocidos 
expresamente en su texto señalando que la "enumeración de los derechos establecidos 
en este capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza ni otros de 
naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre...". 

Por otro lado, la Ley General de Salud expresa en su artículo 10° ■ "Toda persona tiene 
derecho a recibir una alimentación sana y suficiente para cubrir sus necesidades 
biológicas. Por su parte, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
las Naciones Unidas (Comité de DESC) en su Comentario General 12 afirma^"^: 

“El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o 
niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y económico, en todo 
momento, a una alimentación adecuada o a medios para obtenerla. ” 

Para el Relator Especial, el derecho a la alimentación es: 

“El derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea 
directamente, sea mediante compra por dinero, a una alimentación cuantitativa 
y cualitativamente adecuada y suficiente, que corresponda a las tradiciones 
culturales de la población a la que pertenece el consumidor y garantice una vida 
psíquica y física, individual y colectiva, libre de angustias, satisfactoria y 
digna. ” 

El Comité DESC, en su Observación General 14 sobre el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, remarcó la estrecha relación del derecho a la salud de los 
pueblos indígenas con el mantenimiento de sus fuentes de alimentación: 

“27. Para las comunidades indígenas, la salud del individuo se suele vincular 
con la salud de la sociedad en su conjunto y presenta una dimensión colectiva. A 
este respecto, el Comité considera que [...] la [...] pérdida por esas poblaciones 
de sus recursos alimenticios y la ruptura de su relación simbiótica con la tierra, 
ejercen un efecto perjudicial sobre la salud de esas poblaciones '’’^^. (Resaltado 
nuestro) 

Según estudios, el 80% de las proteínas que consumen los pueblos indígenas en la 
Amazonia, lo obtiene de los pescados. Un derrame en tal sentido constituye una 
amenaza cierta e inminente al derecho a la alimentación de las comunidades nativas. 

e. Los derrames de petróleo violan la libertad religiosa del pueblo Kukama pues 
para ellos el río Marañón es sagrado 

Tal como hemos apreciado, el río Marañón no solo es parte del territorio del pueblo 
kukama sino es un lugar sagrado donde viven seres espirituales de mucha significancia 
para la cosmovisión kukama. En tal sentido, su contaminación frutos de los derrames 


Comentario General n° 12 sobre el derecho a la alimentación. Los Comentarios Generales no son 
legalmente vinculantes pero sí representan la interpretación oficial del PIDESC, que sí es legalmente 
vinculante para los Estados Partes de este tratado. 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General 
14. Párrafo 27. 
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incide en la libertad de creencia religiosa. El TC en la STC No 0256-2003-HCTC, en el 
f.j. 15 ha precisado que: 

“la libertad religiosa, como toda libertad constitucional, consta de dos aspectos. 
Uno negativo, que implica la prohibición de injerencias por parte del Estado o 
de particulares en la formación y práctica de las creencias o en las actividades 
que las manifiesten . Y otro positivo, que implica, a su vez, que el Estado genere 
las condiciones mínimas para que el individuo pueda ejercer las potestades que 
comporta su derecho a la libertad religiosa)”, (subrayado nuestro) 

Y es que para el TC: 

“la libertad de religión o libertad religiosa, que es la materia principal en torno 
de la que gira la presente controversia, supone la capacidad de toda persona 
para autodeterminarse de acuerdo a sus convicciones y creencias en el plano de 
la fe religiosa, así como para la práctica de la religión en todas sus 
manifestaciones, individuales o colectivas, tanto públicas como privadas, con 
libertad para su enseñanza, culto, observancia y cambio de religión”. (STC N° 
05416-2009-AA, f.j. 10) 

El derecho fundamental de libertad religiosa, al decir de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, es uno “de los cimientos de la sociedad democrática” y permite a 
las personas que “conserven, cambien, profesen y divulguen su religión o sus 
creencias ” con absoluta libertad^^. Aun cuando puedan ser diversas las manifestaciones 
que integran la libertad religiosa recogidas en el artículo 3° de la Eey N° 29635, Eey de 
Eibertad Religiosa, se acepta, por lo general, que son cuatro las variantes principales en 
las que ésta se ve reflejada. De acuerdo con estas variantes, la citada libertad supone en 
lo esencial: a) la facultad de profesar aquella creencia o perspectiva religiosa que 
libremente escoja cada persona, esto es la capacidad para decidir la religión con la que 
se identifica total o parcialmente una determinada persona ; b) la facultad de abstenerse 
de profesar cualquier tipo de creencia o culto religioso, es decir la capacidad para 
negarse u oponerse a ser partícipe o compartir cualquier forma de convicción religiosa; 
c) la facultad de poder cambiar de creencia o perspectiva religiosa, vale decir, la aptitud 
de mutar o transformar el pensamiento religioso así como de sustituirlo por otro, sea 
éste similar o completamente distinto; y d) la facultad de hacer pública o de guardar 
reserva sobre la vinculación con una determinada creencia o convicción religiosa, es 
decir, el derecho de informar o no informar sobre tal creencia a terceros. (STC N.° 
3284-2003-AA/TC, f.j. 18). 

En cuanto a los límites del derecho fundamental de libertad religiosa, “la Constitución, 
en el inciso 3 de su artículo 2°, señala que éstos son la moral y el orden público. Por su 
parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 18) y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 12) conforme a los cuales 
deben interpretarse los derechos humanos que la Constitución reconoce (cfr. Cuarta 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución) indican que la libertad religiosa 
estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y 
libertades fundamentales de los demás ”. (Exp. 05416-2009-AA EJ De 8 a 17) 
(subrayado nuestro) 


Sentencia del caso La última tentación de Cristo [Olmedo Bustos y otros] vs. Chile, del 5 de febrero de 
2001, N° 79. 
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Queda claro en este caso, que los sistemáticos derrames de petróleo constituyen una 
intervención y una restricción en el derecho a la libertad religiosa del pueblo Kukama, 
pues afectara un elemento, los ríos, que son de especial relevancia religiosa para este 
pueblo indígena. Es decir, habrá una afectación directa, lo cual de por sí ya justifica la 
realización de los procesos de consulta previa. 

Como lo señala el TC, en la STC No 03045-2010-HC, en los f.j. 5, 6, y 7, “el derecho a 
la libertad religiosa, al igual que los demás derechos fundamentales, no es un derecho 
absoluto, sino que es susceptible de ser limitado en su ejercicio, sin que ello suponga 
que las eventuales restricciones queden libradas a la entera discrecionalidad de la 
autoridad . En todo caso, la legitimidad de tales restricciones radica en que deben ser 
dispuestas con criterios objetivos de razonabilidad y proporcionalidad ". (subrayado 
nuestro) 

f. Los derrames de petróleo violan el derecho a la identidad cultural y a la 
integridad social, cultural, física de los pueblos indígenas como consecuencia de la 
relación espiritual que la tierra cumple para estos pueblos (arts. 2.19 y 89 de la 
Constitución Política y del artículo 5 del Convenio 169 de la OIT) 

En la medida en que los ríos son un elemento constitutivo del territorio, estos tienen una 
función y un significado religioso, cultural y espiritual para los pueblos indígenas en 
general. En consecuencia, los derrames de petróleo en el río Marañón, parte del 
territorio de los pueblos indígenas demandantes, no solo tendrá una incidencia directa 
en el derecho al territorio sino en el derecho a la identidad cultural. No olvidemos que el 
territorio, es la base de la religión de los pueblos indígenas, la cual se concreta en la 
relación espiritual que tiene estos con su territorio. 

El derecho a la identidad cultural está reconocido en el artículo 5.a del Convenio 169 de 
la OIT, la cual establece que “deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas 
sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá 
tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean 
tanto colectiva como individualmente”. Asimismo, exige el artículo 5.b del Convenio 
169 de la OIT que el Estado “deberá respetarse la integridad de los valores, prácticos e 
instituciones de esos pueblos 

Estas normas deben interpretarse de conformidad con el artículo 2.19 de la Constitución 
que establece el derecho a la identidad étnica y cultural, y reconociendo que “El Estado 
reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación”. Este mandato al 
Estado también está reconocido en el artículo 89 de la Constitución cuando señala que 
“El Estado respeta la identidad cultural de las Comunidades Campesinas y Nativas ”. 

Sobre el contenido constitucional protegido sobre el derecho fundamental a la identidad 
cultural: 

“Aquel consiste en la facultad que tiene la persona que pertenece a un grupo 
étnico determinado de ser respetada en las costumbres y tradiciones propias de 
la etnia a la cual pertenece, evitándose con ello que desaparezca la singularidad 
de tal grupo. Esto es, el derecho de la etnia a existir, de conformidad con la 
herencia de los valores de sus ancestros y bajo símbolos e instituciones que 
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diferencian a tal comunidad de las demás. Asimismo, el reconocimiento de tal 
derecho “supone que el Estado social y democrático de Derecho está en la 
obligación de respetar, reafirmar y promover aquellas costumbres y 
manifestaciones culturales que forman parte de esa diversidad y pluralismo 
cultural [...]. ” (HABERLE, Peter. Teoría de la Constitución como ciencia de la 
cultura. Tecnos, Madrid; 2000, p. 34)”. (00022-2009-PI, fj. 5) 

En definitiva, los sistemáticos derrames de petróleo afectan un elemento constitutivo de 
la identidad cultural del pueblo kukama, como es el respeto por el río y por todos los 
seres que viven dentro del río. 

g. Los derrames de petróleo violan el derecho a la igualdad cuando da a los 
Kukama un trato no diferenciado 

El derecho a la igualdad y a la no discriminación contenido en el artículo 2 inciso 2 de 
la Constitución, contiene dos mandatos, prohibición de tratar diferente a los que son 
materialmente iguales, y la prohibición de tratar igual a los que sustancialmente iguales. 
En este caso, no puede darse a los pueblos Kukama el mismo trato que se da al resto de 
los ciudadanos de Eoreto, pues se trata de un pueblo con características especiales. 

Como señala el TC “la igualdad, además de ser un derecho fundamental, es también un 
principio rector de la organización del Estado Social y Democrático de Derecho y de la 
actuación de los poderes públicos. Como tal, comporta que no toda desigualdad 
constituye necesariamente una discriminación, pues no se proscribe todo tipo de 
diferencia de trato en el ejercicio de los derechos fundamentales; la igualdad solamente 
será vulnerada cuando el trato desigual carezca de una justificación objetiva y 
razonable. La aplicación, pues, del principio de igualdad, no excluye el tratamiento 
desigual ; por ello, no se vulnera dicho principio cuando se establece una diferencia de 
trato, siempre que se realice sobre bases objetivas y razonables”. (Exp. 02861-2010- 
AA, f.j. 2 al 7) 

El TC exige “el adecuado discernimiento entre dos categorías jurídico- 
constitucionales, a saber, diferenciación y discriminación. En principio, debe 
precisarse que la diferenciación está constitucionalmente admitida, atendiendo a que 
no todo trato desigual es discriminatorio; es decir, se estará frente a una diferenciación 
cuando el trato desigual se funde en causas objetivas y razonables. Por el contrario, 
cuando esa desigualdad de trato no sea ni razonable ni proporcional, se estará frente a 
una discriminación y, por tanto, ante una desigualdad de trato constitucionalmente 
intolerable”. (Exp. 02861-2010-AA EJ De 2 a 7) 

En este caso, en atención a la cultura diferente de los Kukama Kukamiria, debió de 
dárseme un trato diferenciado, de lo contrario, se viola el derecho a la igualdad y la 
prohibición de discriminación, situación intolerable en un Estado Constitucional de 
Derecho. Este trato diferenciado se concreta cuando se respeta el valor religioso y 
espiritual que tiene el río Marañón para los kukamas. 

2. La responsabilidad del Estado peruano por la desprotección de las comunidades 
nativas afectadas por los derrames como consecuencia de la falta de 
mantenimiento 
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Las violaciones a los derechos humanos ocasionadas por el derrame de petróleo a las 
comunidades nativas, son imputables al Estado, toda vez que, si bien el Estado no es el 
responsable directo de ellas, no ha hecho nada para detenerlas, a pesar que estamos ante 
violaciones colectivas de derechos humanos y que estas son conocidas por toda la 
opinión pública y por el propio Estado, de conformidad con la doctrina del riesgo 
previsible y evitable. 

En efecto, la Corte Interamericana de Derechos (Corte IDH) ha desarrollado en su 
jurisprudencia vinculante la “doctrina del riesgo previsible y evitable”, para analizar e 
imputar precisamente responsabilidad estatal por graves violaciones de derechos 
humanos cometidos por terceros. Ciertamente, no toda violación de derechos humanos 
por terceros particulares es imputable al Estado. Esto solo será posible si se logra 
acreditar el cumplimiento de determinados requisitos. 

Esta doctrina que fue desarrollada inicialmente por la Corte IDH en el caso Campo 
Algodonero^^. Según Víctor Abramovich “la Corte desarrolla la idea de un deber 
estatal de debida diligencia para la protección de los derechos frente a ciertas 
situaciones de riesgo para su ejercicio. No se trata de atribuir responsabilidad estatal 
frente a cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares en su 
jurisdicción El deber del Estado de adoptar medidas de prevención y protección está 
condicionado según la Corte IDH, por el “conocimiento de una situación de riesgo real 
e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado, y por la posibilidad 
razonable de prevenir o evitar este riesgo 

Según la propia Corte IDH, “No todo alegado riesgo a la vida impone a las autoridades 
la obligación convencional de tomar medidas operativas para prevenir que aquel 
riesgo llegue a materializarse. Para que surja la obligación positiva, debe ser 
establecido que al momento de los hechos las autoridades sabían, o debían haber 
sabido, de la existencia de un riesgo real e inmediato para la vida de un individuo 
identificado o de algunos individuos respecto de actos criminales de terceros, y que 
tales autoridades no tomaron las medidas dentro del alcance de sus poderes que, 
juzgadas razonablemente, podían esperarse para evitar el daño 

El origen de esta teoría es el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En efecto, la 
Corte Europea en el caso Osman vs. Reino Unido, estableció, un deber de prevención: 
“Teniendo en cuenta las dificultades que implica la planificación y adopción de 
políticas públicas en las sociedades modernas, para la Corte, la impredictibilidad de la 
conducta humana y las opciones de carácter operativo que deben ser tomadas en 
función de las prioridades y los recursos disponibles, esa obligación positiva debe ser 
interpretada de forma que no imponga a las autoridades una carga imposible o 
desproporcionada. [...] En opinión de la Corte, cuando haya un alegato de que las 
autoridades han violado su obligación positiva de proteger los derechos humanos... 
debe ser establecido con claridad que al momento de los hechos las autoridades sabían, 
o debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real e inmediato para los derechos 


Víctor Abramovich, Responsabilidad estatal por violencia de género; comentarios sobre el caso 
“Campo Algodonero” en la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Disponible en: 
http://iusticiavgenero.org.mx/wp-content/uploads/2015/04/27.pdf . 

Ibídem, página 173. 

Ibídem. 

Corte IDH, Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia, párrs. 123 y 124. 
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de un individuo o individuos identificados de ser víctimas de actos de terceros, y que 
tales autoridades no tomaron las medidas dentro del alcance de sus atribuciones que, 
apreciadas razonablemente, podían esperarse para evitar dicho riesgo 

Se debe constatar una situación que genere una amenaza concreta cierta e inminente a 
los derechos, pero a la vez, que el responsable sea u particular. Se trata de un riesgo real 
y concreto, es decir, exige que el riesgo “no sea meramente hipotético o eventual y 
además que no sea remoto, sino que tenga posibilidad cierta de materializarse en lo 
inmediato 

No se trata de un riesgo general de un indeterminado grupo de personas no precisado ni 
identificado, sino que debe estar referido a un universo identificado e individualizado, 
es decir, estamos ante “un requisito más estricto que la sola existencia de un riesgo 
general o una situación extendida de inseguridad que afecta al conjunto de la 
comunidad 

No toda violación de derechos individualizada puede ser imputada al Estado. Se exige 
además, que a través de diferentes formas el Estado y sus diversos entes haya tomado 
conocimiento de una situación de riesgo, o que haya el Estado estar en la posibilidad de 
tomar noticia de él. Como precisa Abramovich, “aquí cuenta tanto la evidencia que 
determina que las agencias habían obtenido información sobre la situación de riesgo, 
como también la previsibilidad del riesgo, esto es, la posibilidad de establecer cierta 
presunción de conocimiento de ese riesgo a partir de las circunstancias del caso, y que 
está muchas veces asociada al rol de vigilancia o monitoreo que la propia Convención 
o la CBDP [Convención Belem de Pará] impone al Estado, como también con las 
características del riesgo 

El Estado sin más no puede alegar que carecía de información suficiente. Hay de por 
medio una doble obligación, de producir información y de hacer seguimiento a 
determinadas problemáticas de grupos sociales desaventajados, con especial 
vulnerabilidad de en sus derechos. Asi, a juicio de Abramovich, “los Estados tienen el 
deber impuesto por la Convención y por otros tratados y normas internas, de producir 
información y hacer seguimiento de la situación de violencia que sufren algunos grupos 
sociales y sectores de la población (ej. Violencia contra las mujeres, desplazados 
internos, prácticas de racismo) de modo que no puede admitirse como excusa el 
desconocimiento de situaciones de violencia en estos casos 

Pero, además, Abramovich llama la atención sobre la existencia de riesgos previsibles. 
Según este, “existen riesgos que son previsibles por su envergadura, por su extensión 
en el tiempo, porque obedecen a prácticas, por o patrones sistemáticos que hacen 
imposible su desconocimiento por la autoridad estatal 


TEDH.Case of Osman v.The United Kingdom (87/1997/871/1083) Judgment Strasbourg, 28 October 
1998, par. 116. 

Víctor Abramovich, Responsabilidad estatal por violencia de género: comentarios sobre el caso 
“Campo Algodonero” en la Corte Interamerieana de Dereehos Humanos, pág. 174. 

Ibídem. 

Ibídem. 

Ibídem. 

Ibídem. 
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El último requisito es constatar que el Estado está en posibilidad de evitar el riesgo con 
sus recursos e infraestructura. A juicio de Abramovich, “se requiere entonces primero 
que el riesgo sea por sus características evitable, y que el Estado esté en condiciones de 
adoptar medidas capaces de paliar la situación y evitar la materialización del 
riesgo”^^. En relación con las posibilidades del Estado de conjurar el riesgo, es 
necesario analizar “las capacidades operativas de los agentes públicos que podían 
actuar en ese escenario determinado. A su vez, las capacidades operativas no 
corresponden sólo a la situación subjetiva de los agentes frente a la situación 
particular, sino que pueden estar a su vez condicionadas por aspectos más generales 
que suelen determinar la idoneidad de las respuestas estatales, tales como la 
insuficiencia del sistema legal, o el déficit de las políticas públicas, o la debilidad de las 
agencias competentes”^^. Abramovich reconoce que “Es razonable afirmar que el 
Estado no podrá invocar la imposibilidad de prevenir la consumación de un riesgo, si 
ha contribuido a ello por no adoptar medidas de garantía que la propia Convención 
establecía 

La “doctrina del riesgo previsible y evitable”, acogida por la jurisprudencia vinculante 
de la Corte IDH, y en consecuencia exigidle jurídicamente en sede interna a todos 
nuestros operadores del sistema de justicia, constituye una herramienta jurídica muy 
potente para la defensa de derechos humanos, especialmente, en caso de grave 
afectación al medio ambiente, en que es difícil establecer el nexo causal entre las 
actividades económicas de empresas extractivas y la contaminación al medio ambiente. 

Es decir, el Estado ha incumplido con su deber de adoptar medidas de prevención y 
protección, a pesar de tener un conocimiento de estas dos situaciones de riesgo real e 
inmediato para las comunidades afectadas, a pesar de tener los recursos de prevenir o 
evitar estos riesgos. En definitiva, la obligación de prevenir los derrames de petróleo se 
concreta cuando se ordena dar mantenimiento al Oleoducto Norperuano y cuando 
Petroperú cumple con su función de actualizar su instrumento de gestión ambiental del 
mismo. 

Aplicación de la “doctrina del riesgo” al caso de los derrames de petróleo 

La aplicación de esta doctrina depende de la verificación de la existencia de cuatro 
requisitos. 

i. Situación de riesgo real o inmediato que amenace derechos y que surja de la 
acción o las prácticas de particulares. Se exige una situación que genere una amenaza 
concreta cierta e inminente a los derechos, pero a la vez, que el responsable sea un 
particular. En este caso, el responsable es Petroperú y la falta de mantenimiento no solo 
genera amenazas a derechos fundamentales, sino que ocasiona graves violaciones a 
derechos constitucionales de las comunidades nativas. No se trata de una amenaza 
hipotético o eventual sino de un hecho concreto que afecta derechos ahora. 

ii. La situación de riesgo amenace a un individuo o a un grupo determinado, es 
decir, que exista un riesgo particularizado. No se trata de un riesgo general a un 
indeterminado grupo de personas no precisados ni identificados. Hay comunidades 


Ibídem. 

Ibídem. 

Ibídem. 
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afectadas. En el caso por ejemplo del derrame de la Quebrada de Cuninico, son cuatro 
las comunidades nativas afectadas, las mismas que son demandantes en este amparo: las 
comunidades de Cuninico, San Francisco, Nueva Esperanza y Nueva Santa Rosa. 

iii. Que el Estado conozca el riesgo o hubiera debido razonablemente conocerlo o 
preverlo. El Estado sabe perfectamente de la ocurrencia de los derrames de petróleo. Y 
lo sabe porque OSINERGMIN ha sancionado a Petroperú por no darle mantenimiento y 
la OEFA le ha ordenado darle mantenimiento al Oleoducto Norperuano. Es más, se ha 
realizado en el año 2016, una audiencia pública ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos sobre los derrames de petróleo. En tal sentido podemos concluir que 
se cuenta con evidencia que las agencias estatales han obtenido información sobre la 
situación de riesgo, como también la previsibilidad del riesgo, esto es, la posibilidad de 
establecer cierta presunción de conocimiento de ese riesgo a partir de las circunstancias 
del caso. 

iv. Que el Estado pueda razonablemente prevenir o evitar la materialización del 
riesgo. Para poder imputar responsabilidad se requiere entonces primero que el riesgo 
sea por sus características evitable, y que el Estado esté en condiciones de adoptar 
medidas capaces de paliar la situación y evitar la materialización del riesgo. Este último 
elemento se refiere tanto a las características de los factores de riesgo que se presentan, 
como a las capacidades operativas de los agentes públicos que podían actuar en ese 
escenario determinado. Petroperú no solo está en la obligación de dar mantenimiento al 
Oleoducto Norperuano, sino tiene la capacidad operativa para hacerlo. 


3. La evolución de los modelos de protección de los derechos de la naturaleza 

Sin embargo, no solo pedimos que se protejan derechos de las comunidades nativas 
afectadas por derrames. En esta demanda queremos pedir que se proteja el río Marañón 
como sujeto de derechos. Tres son los modelos de relación entre las personas y la 
naturaleza. Estos son desarrollados por la sentencia de la Corte Constitucional de 
Colombia que reconoce al río Atrato como sujeto de derecho, recaída en la sentencia T- 
622 del 2016. En palabras de estas, “es posible establecer al menos tres aproximaciones 
teóricas que explican el interés superior de la naturaleza en el ordenamiento jurídico 
colombiano y la protección especial que se le otorga 

a. El modelo antropocéntrico 

Este concibe “al ser humano presente como única razón de ser del sistema legal y a los 
recursos naturales como simples objetos al servicio del primero Se trata del enfoque 
más extendido en occidente según la Corte Constitucional de Colombia, y “responde a 
una antigua tradición filosófica y económica -que va desde los teóricos naturalistas 
como Smith y Ricardo hasta los pragmáticos neoliberales como Stiegler y Friedman- 
que ha concebido al hombre como el único ser racional, digno y completo del planeta. 
Desde este punto de vista, lo único que importa es la supervivencia del ser humano y 
solo en esta medida debe protegerse el medio ambiente, aún cuando admite la 
posibilidad de la explotación controlada de recursos naturales para promover el 
desarrollo estatal 


Sentencia T-622 del 2016. 
‘‘i Sentencia T-622 del 2016. 
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b. El modelo biocéntrico 


Este modelo ‘'reivindica concepciones más globales y solidarias de la responsabilidad 
humana, que abogan -en igual medida- por los deberes del hombre con la naturaleza y 
las generaciones venideras Esta concepción “deriva en un primer momento de una 
concepción antropocéntrica en tanto estima que la naturaleza debe protegerse 
únicamente para evitar la producción de una catástrofe que extinga al ser humano y 
destruya al planeta. Bajo esta interpretación la naturaleza no es sujeto de derechos, 
sino simplemente un objeto a disposición del hombre Sin embargo, precisa la Corte 
Constitucional de Colombia “se diferencia del enfoque puramente antropocéntrica en 
la medida en que considera que el patrimonio ambiental de un país no pertenece en 
exclusiva a las personas que habitan en él, sino también a las futuras generaciones y a 
la humanidad en general. De tal manera que lo que ocurra con el ambiente y los 
recursos naturales en China puede terminar afectando a otras naciones, como a los 
Estados Unidos y a América Latina, como Africa y a Oceanía, lo que constituye una 
suerte de solidaridad global que, dicho sea de paso, encuentra fundamento en el 
concepto de desarrollo sostenible 

c. El modelo ecocéntrico 

Einalmente, este modelo “conciben a la naturaleza como un auténtico sujeto de 
derechos y que respaldan cosmovisiones plurales y alternativas a los planteamientos 
recientemente expuestos Este enfoque “parte de una premisa básica según la cual 
la tierra no pertenece al hombre y, por el contrario, asume que el hombre es quien 
pertenece a la tierra, como cualquier otra especie Añade que “De acuerdo con esta 
interpretación, la especie humana es solo un evento más dentro de una larga cadena 
evolutiva que ha perdurado por miles de millones de años y por tanto de ninguna 
manera es la dueña de las demás especies, de la biodiversidad ni de los recursos 
naturales como tampoco del destino del planeta. En consecuencia, esta teoría concibe a 
la naturaleza como un auténtico sujeto de derechos que deben ser reconocidos por los 
Estados y ejercidos bajo la tutela de sus representantes legales, verbigracia, por las 
comunidades que la habitan o que tienen una especial relación con ella’’’’^^. 

El pedido que el río Marañón sea declarado como sujeto de derechos, que es parte del 
petitorio de esta demanda, se inscribe en el enfoque ecocéntrico, y a continuación 
sustentaremos jurídicamente nuestro pedido. 

d. El concepto de derechos bioculturales 

La exigencia que se declare al río Marañón como sujeto de derechos encuentra su 
fundamento en el concepto de derechos bioculturales, reconocido y desarrollado por la 
Corte Constitucional de Colombia. 


Sentencia T-622 del 2016. 
Sentencia T-622 del 2016. 
'*4 Sentencia T-622 del 2016. 
'*5 Sentencia T-622 del 2016. 
Sentencia T-622 del 2016. 
Sentencia T-622 del 2016. 
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En efecto, este concepto ha sido desarrollado por la Corte Constitucional de Colombia, 
también en la sentencia que reconoce el río Atrato como sujeto de derechos, recaída en 
la sentencia T-622 del 2016. Según esta, los derechos bioculturales {biocultural 
rights) “hacen referencia a los derechos que tienen las comunidades étnicas a 
administrar y a ejercer tutela de manera autónoma sobre sus territorios -de acuerdo 
con sus propias leyes, costumbres- y los recursos naturales que conforman su hábitat, en 
donde se desarrolla su cultura, sus tradiciones y su forma de vida con base en la especial 
relación que tienen con el medio ambiente y la biodiversidad”^*. En efecto, estos 
derechos resultan del “reconocimiento de la profunda e intrínseca conexión que existe 
entre la naturaleza, sus recursos y la cultura de las comunidades étnicas e indígenas que 
los habitan, los cuales son interdependientes entre sí y no pueden comprenderse 
aisladamente”"^^. 

Agrega la Corte Constitucional Colombiana que “Los elementos centrales de este 
enfoque establecen una vinculación intrínseca entre naturaleza y cultura, y la 
diversidad de la especie humana como parte de la naturaleza y manifestación de 
múltiples formas de vida. Desde esta perspectiva, la conservación de la biodiversidad 
conlleva necesariamente a la preservación y protección de los modos de vida y culturas 
que interactúan con En un país tan rico en materia ambiental como Perú que es 

considerado como uno de los países más megabiodiversos del mundo. Según un portal 
del Ministerio del Ambiente, “Nuestra biodiversidad es una de las más ricas del mundo, 
lo que nos convierte en uno de los cuatro países más megadiversos del planeta, pero su 
real importancia radica en los recursos que nos brinda y que tienen un gran potencial 
para contribuir con el desarrollo nacional, especialmente, con las poblaciones menos 
favorecidas en el ámbito rural, siempre y cuando se usen sosteniblemente y se impulse 
su transformación y valor agregado con una visión de inclusión y equidad”^ ^ 

Ea flora vascular en el Perú está constituida por 19,147 especies, de las cuales 7,590 son 
endémicas. Somos el primer país en diversidad de mariposas diurnas, con 4,441 
especies. Tercer país en aves, con 1,857 especies. Sexto en mayor riqueza de reptiles del 
mundo, con 469 especies. Cuarto en mamíferos, con 559 especies. Tercero en anfibios, 
con 623 especies. 1,141 especies de peces continentales. 1,090 especies de peces 
marinos. Hay 500 especies de peces ornamentales con gran potencial socioeconómico. 
Estamos entre los cinco países con mayor diversidad de primates, con 56 especies 
registradas. Tenemos la orquídea de mayor tamaño del mundo, llamada Inkill (Sobraba 
altissima), que llega a medir hasta 13.4 m de alto y crece únicamente en el Bosque 
Nublado Amaru, ubicado en el departamento de Huancavelica. Albergamos 
aproximadamente 2,700 especies de orquídeas con un elevado número de endemismo, 
más de 800 especies crecen únicamente en el Perú. El Perú es el segundo país con 
mayor extensión de bosques amazónicos. Ea Amazonia peruana ocupa alrededor del 
76% del territorio nacional. Mas de 300 mil indígenas, y 51 grupos étnicos habitan en la 
Amazonia. 17.3% del territorio nacional son Areas Naturales Protegidas. Perú es uno de 
llamados países megadiversos que, en su conjunto, albergan el 70% de la biodiversidad 


Sentencia T-622 del 2016. 

Sentencia T-622 del 2016. 

Sentencia T-622 del 2016. 

https://www.niinam.gob.pe/diadiversidad/celebraciones-de-anos-anteriores/dia-nacional-de-la- 

diversidad-biologica-2015/por-que-nuestra-biodiversidad-es-importante-para-el-desarrollo-sostenible-de- 
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del planeta. 


Como concepto legal los derechos bioculturales buscan “integrar en una misma 
cláusula de protección las disposiciones dispersas en materia de derechos a los 
recursos naturales y ala cultura de las comunidades étnicas En otras palabras, “los 
derechos bioculturales no son nuevos derechos para las comunidades étnicas, en lugar 
de ello, son una categoría especial que unifica sus derechos a los recursos naturales y a 
la cultura, entendiéndolos integrados e interrelacionados^^ ”. En este sentido, el autor 
indio Sanjay Kabir Bavikatte, uno de los más importantes teóricos mundiales en esta 
materia, ha resaltado que “el concepto de derechos bioculturales es de vieja data. Ha 
sido ampliamente utilizado para indicar un modo de vida que se desarrolla dentro de 
una relación holística entre la naturaleza y la cultura. Los derechos bioculturales 
reafirman el profundo vínculo entre comunidades indígenas, étnicas, tribales y otro tipo 
de colectividades, con los recursos que comprenden su territorio, entre ellos flora y 
faund"^^. 

En síntesis, la Corte Constitucional de Colombia concluye que “la premisa central 
sobre la cual se cimienta la concepción de la bioculturalidad y los derechos 
bioculturales es la relación de profunda unidad entre naturaleza y especie humana 
Esta relación se expresa en otros elementos complementarios como: “(i) los múltiples 
modos de vida expresados como diversidad cultural están íntimamente vinculados con 
la diversidad de ecosistemas y territorios; (ii) la riqueza expresada en la diversidad de 
culturas, prácticas, creencias y lenguajes es el producto de la interrelación coevolutiva 
de las comunidades humanas con sus ambientes y constituye una respuesta adaptativa a 
cambios ambientales; (iii) las relaciones de las diferentes culturas ancestrales con 
plantas, animales, microorganismos y el ambiente contribuyen activamente a la 
biodiversidad; (iv) los significados espirituales y culturales de los pueblos indígenas y 
de las comunidades locales sobre la naturaleza forman parte integral de la diversidad 
biocultural; y (v) la conservación de la diversidad cultural conduce a la conservación 
de la diversidad biológica, por lo que el diseño de política, legislación y jurisprudencia 
debe enfocarse por la conservación de la bioculturalidad 

Para la Corte Constitucional de Colombia, la consecuencia de los derechos bioculturales 
es que, las políticas públicas sobre la conservación de la biodiversidad “deben 
adecuarse y centrarse en la preservación de la vida, de sus diversas manifestaciones, 
pero principalmente en la preservación de las condiciones para que esa biodiversidad 
continúe desplegando su potencial evolutivo de manera estable e indefinida, tal y como 
lo ha señalado la Corte en abundante jurisprudencia De igual forma, las 


Sentencia T-622 del 2016. 

Sentencia T-622 del 2016. 

Bavikatte, K., & Bennett, T. Community stewardship: the foundation of biocultural rights, Journal of 
Human Rights and Environment, Vol. 6 No. 1, 2015. Citado por la sentencia T- 622 del 2016. 

Sentencia T- 622 del 2016. 

Posey, D. A., Dutfield, G., Plenderleith, K., da Costa e Silva, E., & Argumedo, A. Traditional resource 
rights: International Instruments for protection and compensation for Indigenous peoples and local 
communities. Gland: International Union for the Conservation of Nature. 1996. Citados por la Corte 
Constitucional de Colombia en T-622 del 2016. 

Corte Constitucional, sentencias T-411 de 1992, T-415 de 1992, T-536 de 1992, T-092 de 1993, C-519 
de 1994, C-200 de 1999, C-431 de 2000, C-671 de 2001, C-339 de 2002, T-760 de 2007, C-595 de 2010, 
T-080 de 2015 y C-449 de 2015, entre otras. Citadas por la Corte Constitucional de Colombia en T-622 
del 2016. 
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obligaciones del Estado sobre protección y conservación de los modos de vida de los 
pueblos indígenas, las comunidades negras y campesinas implican garantizar las 
condiciones para que estas formas de ser, percibir y aprehender el mundo puedan 
pervivir. 

En el caso del río Marañón, tal como lo ha acreditado el propio Ministerio de Cultura, 
existen una estrecha relación entre este río y el pueblo kukama. Es precisamente esta 
relación la que los derechos bioculturales pretende proteger. 

4. Fundamentos jurídicos del reconocimiento de los derechos bioculturales o de la 
estrecha relación entre la diversidad cultural y la diversidad biológica 

El concepto y alcance de los derechos bioculturales, que sustenta jurídicamente 
nuestro pedido que se declare el río Marañón como sujeto de derechos y merecedor de 
una protección especial, es reconocido no solo en el marco del derecho ambiental sino 
también del derecho internacional. En efecto, una serie de instrumentos internacionales 
que integran el ordenamiento jurídico peruano fundamentan constitucional y legalmente 
la relación intrínseca que existe entre diversidad biológica y cultural, que da lugar a la 
bioculturalidad y a los derechos bioculturales. 

i. Convenio 169 de la OIT 

El artículo 13 del Convenio 169 exige al Estado respetar la especial relación espiritual 
que existe entre los pueblos indígenas y sus territorios. El artículo 5 reconoce el derecho 
de los pueblos indígenas a su identidad cultural: 

“Artículo 5 

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: 

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, 
relisiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse 
debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean 
tanto colectiva como individualmente; 

b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de 
esos pueblos (Resaltado nuestro) 

Sin embargo, será el artículo 13.1 del Convenio el que reconozca la obligación de 
proteger la relación espiritual de los pueblos indígenas con sus territorios: 

“Artículo 13 

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos 
deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores 
espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o 
territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra 
manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación”. (Resaltado 
nuestro) 

El artículo 15.q del Convenio reconoce la obligación de reconocer y de canalizar la 
participación de los pueblos indígenas en la conservación de los recursos naturales que 
existen en sus territorios. 
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“Artículo 15 

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes 
en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el 
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y 
conservación de dichos recursos 

A juicio de la Corte Constitucional de Colombia, el Convenio 169 de la OIT sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales (1989) “establece un enfoque biocultural al reconocer la 
especial vinculación de los modos de vida de los pueblos indígenas y tribales con los 
territorios y sus recursos. En particular, el artículo 13 impone a los Estados respetar la 
importancia especial y los valores espirituales que los pueblos indígenas tienen con sus 
tierras y territorios”^^. Añade la Corte Colombiana que “este tratado reconoce una 
vinculación integral entre el modo de vida de pueblos indígenas y tribales, su identidad 
cultural y concepción espiritual con sus territorios y las distintas formas de vida o 
biodiversidad presentes en aquellos hábitats 

¡i. Convenio sobre la Diversidad Biológica (1992) 

El Convenio sobre la Diversidad Biológica (1992), ratificado por el Estado peruano bo 
po mediante la Eey 165 de 1994. A continuación, algunas normas que exigen la 
protección de esta especial relación entre diversidad cultural y biológica: 

“Reconociendo la estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades 
locales V poblaciones indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales 
basados en los recursos biológicos, y la conveniencia de compartir 
equitativamente los beneficios que se derivan de la utilización de los 
conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas pertinentes para la 
conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus 
componentes”. (Resaltado nuestro) 

“Artículo 8. Conservación in situ 

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda: 

[...] 

i) Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los 
conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y 
locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la 
conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y promoverá 
su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación de quienes 
posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomentará que los 
beneficios derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y 
prácticas se compartan equitativamente”; (Resaltado nuestro) 

Para la Corte Constitucional de Colombia, “este es el tratado que por excelencia ha 
abordado los derechos bioculturales, no solo desde una perspectiva científica de la 
diversidad biológica sino también en relación con las poblaciones que interactúan con 
la misma. De hecho, desarrolla este último aspecto reconociendo el papel fundamental 
que los modos de vida de comunidades indígenas y étnicas juegan en la conservación 
de la biodiversidad. De igual forma, el convenio persigue consolidar la conservación y 


Sentencia T- 622 del 2016. 
Sentencia T- 622 del 2016. 
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uso sostenible de la diversidad biológica, y la participación justa y equitativa de las 
comunidades en los beneficios derivados de la investigación y desarrollo de la 
misma . 

¡ü. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(2007) 

Por su parte, un tercer instrumento es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (2007), suscrita por el Estado peruano. Tenemos por 
ejemplo el siguiente considerando y el artículo 25 de la misma: 

“Artículo 25 

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación 
espiritual con las tierras, territorios, amas, mares costeros y otros recursos que 
tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado y a asumir las 
responsabilidades que a ese respecto les incumben para con las generaciones 
venideras”. (Resaltado nuestro) 

“Artículo 31 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y 
desarrollar su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus 
expresiones culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, 
tecnologías y culturas, comprendidos los recursos humanos y genéticos, las 
semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades de la fauna y la 
flora, las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los deportes y juegos 
tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. También tienen derecho a 
mantener, controlar, proteger y desarrollar su propiedad intelectual de dicho 
patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales y sus expresiones 
culturales tradicionales”. (Resaltado nuestro) 

Como podemos advertir, la declaración reconoce el derecho de los pueblos indígenas a 
su identidad cultural, a ser diferentes y a ser respetados como tales. Entre sus 
disposiciones también reconoce que el respeto a los conocimientos, las culturas y las 
prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible, equitativo y a la 
ordenación adecuada del medio ambiente. Como dice la Corte Constitucional de 
Colombia, “El reconocimiento que hace la declaración sobre identidad e integralidad 
cultural subraya la importancia de que los pueblos indígenas tengan control sobre sus 
tierras, territorios y recursos para mantener y reforzar sus instituciones, culturas y 
tradiciones 

Esta Declaración Universal, aunque no es un tratado vinculante constituye un parámetro 
válido de interpretación dentro de nuestro ordenamiento jurídico. 

¡v. Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2016) 

En el mismo sentido, la recientemente aprobada Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (2016) reconoce el derecho de estos pueblos a la 
autoidentificación, a la libre determinación, a la autonomía, organización y 


Sentencia T- 622 del 2016. 
Sentencia T-622 del 2016. 
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autogobierno, a la protección de su identidad, integridad y patrimonio cultural, y al 
control sobre sus tierras, territorios y recursos, entre otros, lo que afianza la garantía de 
sus derechos colectivos en el hemisferio y el reconocimiento de otros derechos, entre 
ellos, los bioculturales. 

“Artículo XIII. Derecho a la identidad e integridad cultural 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a su propia identidad e integridad 
cultural y a su patrimonio cultural, tangible e intangible, incluyendo el histórico 
V ancestral, así como a la protección, preservación, mantenimiento y desarrollo 
de dicho patrimonio cultural para su continuidad colectiva y la de sus miembros, 
y para transmitirlo a las generaciones futuras. 

2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, 
que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos 
indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y 
espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e 
informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres. 

3. Los Pueblos Indígenas tienen derecho a que se reconozcan y respeten todas 
sus formas de vida, cosmovisiones, espiritualidad, usos y costumbres, normas y 
tradiciones, formas de organización social, económica y política, formas de 
transmisión del conocimiento, instituciones, prácticas, creencias, valores, 
indumentaria y lenguas, reconociendo su interrelación, tal como se establece en 
esta Declaración ”. (Resaltado nuestro) 

En igual sentido que la Declaración Universal, la DADPI aunque no es un tratado 
vinculante constituye un parámetro válido de interpretación dentro de nuestro 
ordenamiento. 

v. Convención de la Unesco para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial (2003) 

Finalmente, también debe reseñarse la Convención de la Unesco para la Salvaguardia 
del Patrimonio Cultural Inmaterial (2003), ratificada por Perú, según la cual las partes 
deben adoptar medidas de protección -y salvaguardia- del patrimonio cultural inmaterial 
en ámbitos como por ejemplo, las tradiciones y expresiones orales, incluido el idioma 
como vehículo del patrimonio; los usos sociales, rituales y actos festivos; conocimientos 
y usos relacionados con la naturaleza y el espacio; y las técnicas artesanales 
tradicionales de las comunidades étnicas, todas estrechamente relacionadas con los 
derechos bioculturales. 

“Artículo I: Finalidades de la Convención 
La presente Convención tiene las siguientes finalidades: 

a) la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; 

b) el respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos e 
individuos de que se trate; 

c) la sensibilización en el plano local, nacional e internacional a la importancia 
del patrimonio cultural inmaterial y de su reconocimiento recíproco; 

d) la cooperación y asistencia internacionales ”. 

Artículo 2: Definiciones 
A los efectos de la presente Convención, 
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1. Se entiende por “patrimonio cultural inmaterial” los usos, representaciones, 
expresiones, conocimientos y técnicas -junto con los instrumentos, objetos, 
artefactos y espacios culturales que les son inherentes- que las comunidades, los 
grupos V en algunos casos los individuos reconozcan como parte integrante de 
su patrimonio cultural . Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de 
generación en generación, es recreado constantemente por las comunidades y 
grupos en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, 
infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así a 
promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana. A los 
efectos de la presente Convención, se tendrá en cuenta únicamente el patrimonio 
cultural inmaterial que sea compatible con los instrumentos internacionales de 
derechos humanos existentes y con los imperativos de respeto mutuo entre 
comunidades, grupos e individuos y de desarrollo sostenible. 

2. El “patrimonio cultural inmaterial”, según se define en el párrafo 1 supra, se 
manifiesta en particular en los ámbitos siguientes: 

a) tradiciones y expresiones orales, incluido el idioma como vehículo del 
patrimonio cultural inmaterial; 

b) artes del espectáculo; 

c) usos sociales, rituales y actos festivos; 

d) conocimientos y usos relacionados con la naturaleza y el universo; 

e) técnicas artesanales tradicionales 

En resumen, de esta convención, que es un tratado internacional de derechos humanos, 
se derivan importantes obligaciones de protección y salvaguardia que los Estados tienen 
en relación con el patrimonio cultural inmaterial. 


5. El derecho a la identidad cultural y el principio de interculturalidad exige 
reconocer y proteger otras formas de concebir la relación entre el hombre y el 
ambiente y el río Marañón 

a. El reconocimiento del Río Marañón como sujeto de derechos como una 
herramienta para concretar y garantizar el derecho a la identidad cultural 

Consideramos que el reconocimiento del rio Marañón como sujeto de derechos es una 
herramienta mediante la cual el Estado cumple con su obligación no solo de reconocer 
sino de proteger el derecho a la identidad cultural de los miembros de las comunidades 
nativas kukamas, tal como lo exige el artículo 2.19 de la Constitución. 

Como veremos a continuación, este derecho ha sido desarrollado tanto por la 
jurisprudencia del TC como por la de la Corte Interamericana. En efecto, este ha 
merecido un desarrollo constitucional interesante de las normas referidas a los derechos 
culturales, aún cuando todavía insuficiente. Comienza el TC reconociendo el 
multiculturalismo y plurietnicidad en la Constitución, señalando que «el Constituyente 
ha proyectado en la Constitución formal un elemento esencial de la Constitución 
material de la Nación peruana: su multiculturalismo y plurietnicidad. Se trata de una 
concreción del principio del Estado social y democrático de derecho, establecido en el 
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artículo 43° de la Constitución».^^ En otro momento dirá que: “...cuando nuestra Ley 
Fundamental consagra, en primer lugar, el derecho fundamental de las personas a su 
identidad étnica y cultural, y, en segundo lugar, cuando impone al Estado la obligación 
de reconocer y proteger dicha identidad y pluralismo, está reconociendo que el Estado 
peruano se caracteriza, precisamente, tanto por su pluralidad étnica, así como por su 
diversidad cultural”. 

En esa misma línea de reconocimiento, el TC señala que: 

“...la Constitución de 1993 ha adoptado un modelo de Estado social y 
democrático de Derecho y no un Estado liberal de Derecho. Esto es importante 
en la medida que las constituciones de los Estados liberales presuponían una 
sociedad integrada, en abstracto, por personas iguales y, por lo tanto, su mayor 
preocupación fue asegurar la libertad de las personas. Por el contrario, el 
establecimiento del Estado social y democrático de Derecho parte, no de una 
visión ideal, sino de una perspectiva social de la persona humana 

Es más, el TC señala con firmeza que la heterogeneidad de nuestra sociedad no es una 
falla histórica, sino una virtud que debemos celebrar: 

“...la multiculturalidad del Estado peruano no debe significar un lastre para 
lograr la identidad nacional, sino un desafío constitucional en la medida que se 
debe tener en consideración el valor de la diversidad cultural. Se puede señalar 
que «la diversidad cultural es valiosa, tanto en el sentido cuasiestético de que 
crea un mundo más interesante, como porque otras culturas poseen modelos 
alternativos de organización social que puede resultar útil adaptar a nuevas 
circunstancias. Este último aspecto se suele mencionar con relación a los 
pueblos indígenas, cuyos estilos de vida tradicionales proporcionan un modelo 
de relación sostenible con el entorno (Resaltado propio) 

Posteriormente, reconduce lo cultural a los principios constitucionales de tolerancia, de 
pluralismo y de respeto a la costumbre: 

“Por su parte, el artículo 43 de la Constitución reconoce al Perú como una 
República democrática. En el principio democrático residen valores 
constitucionales como el pluralismo, la tolerancia y el respeto por la costumbre, 
idiosincrasia y cosmovisión ajena. En tal sentido, el hecho de que por efecto de 
la diversidad cultural constitucionalmente reconocida, diversos rasgos 
espirituales y materiales se concreticen en grupos minoritarios, no puede ser 


Sentencia recaída en el Expediente 00020-2005-AI/TC, f. 99. 

Sentencia recaída en el Expediente 0042-2004-AI/TC, f. 1. 

Sentencia recaída en el Expediente 0042-2004-AI/TC, f. 1. 

Giménez Romero (2003: 7) señala por su parte que un punto central para comprender el pluralismo 
cultural es partir de la afirmación de que la diversidad cultural no es un problema ni una carga atávica, 
sino muy por el contrario, ella es buena y positiva por enriquecedora. Esto significa que no solo no hay 
que rechazarla tratando de hacer homogénea la sociedad, sino que hay que respetarla, aprovecharla y 
celebrarla. Se trata, en otras palabras, de dar espacio y lugar a todas estas experiencias. Para Giménez, se 
trata de la denominada y defendida “eelebración de la difereneia”. Se trata de una propuesta de suma y no 
de resta. Todas las expresiones culturales, étnicas, religiosas y lingüísticas están llamadas a estar 
presentes en la comunidad sociopolítica, a desarrollarse sin represión, libremente. 

Sentencia recaída en el Expediente 00042-2004-AI, f. 2. 
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razón válida para desconocer o, peor aún, menoscabar sus legítimas 
manifestaciones. Por el contrario, cuando al acto apoyado en el principio 
mayoritario acompaña el avasallamiento, éste pierde su valor de neutralidad, y 
prevalecen los valores contra mayoritarios de la Constitución, como la 
igualdad... 

De igual manera, en relación con la importancia de lo «cultural», señala el TC que estas 
disposiciones constitucionales, junto con la dignidad humana como premisa 
antropológica, constituyen la dimensión principal del contenido cultural de nuestra 
Constitución, es decir, el conjunto de rasgos distintivos espirituales y materiales, 
intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un grupo social, el cual 
abarca, además, de las artes y las letras, los modos de vida, las maneras de vivir juntos, 
los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias. 

De otro lado, desarrolla e intenta precisar y diferenciar los conceptos de identidad étnica 
e identidad cultural: «La Constitución reconoce, entonces, el derecho tanto a la 
identidad cultural como a la identidad étnica. Si bien se trata de conceptos jurídicos 
indeterminados, este Tribunal considera que se trata de dos ámbitos de protección de la 
identidad cultural, entendidos como identidad de un grupo social y también como 
expresión cultural general». Agrega el TC que, por un lado, se trata de la identidad de 
los grupos étnicos, es decir, de aquellas características que al prevalecer dentro del 
grupo y distinguirlo de los demás lo hacen un pueblo aparte. Por otro lado, se trata de la 
identidad cultural general, esto es, «de la identidad de todo grupo social que se genera 
en el proceso histórico de compartir experiencias y luchas sociales comunes para 
autodefinirse como pueblo». Según el Tribunal, entre ambas identidades existe una 
relación de género a especie. 

El TC también desarrolla los deberes del Estado social y democrático de Derecho a 
través de un concepto nuevo, la Constitución cultural.^' Según él, esta es fruto de la 
interpretación de todas las disposiciones constitucionales referidas a los derechos 
culturales, los artículos: 1, sobre dignidad humana; 2.19, sobre identidad cultural; 21, 
sobre restos arqueológicos; 2.8, sobre el acceso, desarrollo y difusión de la cultura; 
2.17, sobre la participación de las personas a participar en la vida cultural de la nación; 
14, sobre el deber de los medios de comunicación en colaborar con el Estado en la 
formación cultural de la sociedad; y 18, sobre la educación universitaria y la difusión 
cultural. 

Asimismo, el TC desarrolla y establece tres obligaciones que le corresponden al Estado 
frente al tema cultural, el deber de respetar, el deber de promover y el debe de no 
promover, establecidos en el artículo 44 de la Constitución peruana. En la sentencia 
recaída en el Expediente 0042-2004-AETC, f. 4, el Tribunal señala: 

“...en relación con la Constitución cultural, [...] el Estado debe respetar, por 
mandato constitucional, todas aquellas manifestaciones culturales de los 
individuos o de grupos de ellos que constituyan la expresión de su derecho a la 


Sentencia recaída en el Expediente 00020-2005-AI/TC, f. 100. 
Sentencia recaída en el Expediente 0042-2004-AI, f. 1. 
Sentencia recaída en el Expediente 0006-2008-PI/TC, f. 19. 
Sentencia recaída en el Expediente 0006-2008-PI/TC, f. 19. 
Sentencia recaída en el Expediente 00042-2004-AI, f. 1. 
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libertad de creación intelectual, artística, técnica y científica (artículo 2, inciso 
8 de la Constitución); además de respetar la propiedad de las comunidades 
campesinas y nativas sobre sus conocimientos colectivos, de medicina 
tradicional y salud, de valores genéticos y de su biodiversidad, de conformidad 
con los artículos 88, 89 y 149 de la Constitución 

Luego agrega en la misma sentencia que: «el Estado tiene la obligación de promover 
todos aquellos actos que atiendan [...] a la integración y fortalecimiento de las 
manifestaciones que contribuyen a la identidad cultural de la Nación». Finalmente, 
precisa que: «En tercer lugar, el Estado asume también el deber de no promover 
aquellos actos o actividades que pudiendo ser manifestaciones culturales o encubiertos 
por lo “cultural” [...] pongan en cuestión [...] derechos fundamentales...». A esto 
último se incluye el deber de «proscribir, desalentar o sancionar aquellos actos que 
supongan una violación de los derechos fundamentales o cuestionen valores superiores 
como la igualdad, la tolerancia, el pluralismo y la democracia, o los que pretendan 
subvertir el orden constitucional». 

Finalmente, el TC desarrolla lo que denomina la «política cultural constitucional». Al 
respecto señala que: 

“[L]a relación entre el Estado social y democrático de Derecho y la 
Constitución cultural, no sólo se limita al reconocimiento del derecho 
fundamental a la identidad étnica y cultural (artículo 2, inciso 19), al derecho 
fundamental a la cultura (artículo 2, inciso 8) o al establecimiento de una 
cláusula de protección del patrimonio cultural (artículo 21), sino que también 
debe elaborar y llevar a cabo una política cultural constitucional, a través de la 
educación, los medios de comunicación social, la asignación de un presupuesto 
específico, por ejemplo, que le permita realizar el deber de promover las 
diversas manifestaciones culturales. [...] [EJl Estado debe garantizar la 
interacción armoniosa y la voluntad de convivir con personas y grupos de 
identidades y costumbres culturales muy diversas ”. 

En síntesis, el reconocimiento del río Marañón como sujeto de derechos y de una 
especial protección por parte del Estado, debe permitir visibilizar esta identidad cultural 
del pueblo kukama. Con ello, el Estado cumple con su obligación de reconocer y sobre 
proteger el derecho a la identidad cultural reconocido en la Constitución. 

b. El reconocimiento del Río Marañon como sujeto de derechos como herramienta 
para concretar el principio de interculturalidad’^ 

El reconocimiento del río Marañón como sujeto de derechos y a los pueblos indígenas 
como sus guardianes, puede constituir una herramienta de diálogo, de encuentro y de 
interacción ente dos culturas, en la medida en que permite al resto de la sociedad 
peruana, conocer mejor los distintos aspectos de la cultura de los pueblos indígenas 
afectados por los sistemáticos derrames de petróleo, y que permite explicar las razones 
culturales de su permanente denuncia. En tal sentido, puede concretar el principio de 
interculturalidad. 


Sentencia recaída en el Expediente 0042-2004-AI/TC, f. 5. 

Recogemos algunas ideas trabajadas en nuestro artículo Justicia comunal y justicia estatal en el Perú: 
de la confrontación a la coordinación (2003). 


57 



El principio de interculturalidad solo se da en un contexto de pluralismo cultural, es una 
de sus herramientas metodológicas más importantes. Señala Giménez que el pluralismo 
cultural supone la presencia, coexistencia o simultaneidad de poblaciones con distintas 
culturas en un determinado ámbito o espacio territorial y social, sea este una entidad 
supranacional, un estado nación, una nación sin estado, una región, un municipio, una 
comunidad local o una escuela’^. La diversidad cultural no es un problema ni una carga 
atávica, sino muy por el contrario, ella es buena y positiva por enriquecedora, por lo que 
hay que respetarla, aprovecharla, celebrarla. 

El Convenio 169 de la OIT señala en uno de sus considerandos la necesidad de cambiar 
de orientación «asimilacionista».^^ Sin embargo, será el artículo 8.1 de la Declaración 
de las Naciones Unidas de los Derechos de los Pueblos Indígenas el que precise con 
claridad que «[l]os pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser 
sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura». Antes bien se 
trata de afirmar el derecho de cada cultura a existir y a ser diferente. Pero este 
pronunciamiento debería ser leído en consonancia con lo señalado por esta misma 
declaración en relación con tesis racistas y de superioridad de una cultura sobre otra: 
«Afirmando además que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas en la 
superioridad de determinados pueblos o individuos o que la propugnan aduciendo 
razones de origen nacional o diferencias raciales, religiosas, étnicas o culturales son 
racistas, científicamente falsas, jurídicamente inválidas, moralmente condenables y 
socialmente injustas». 

Una vez precisado que es el pluralismo cultural, es necesario comprender que éste 
puede admitir fundamentalmente dos variantes: el multiculturalismo y el 
interculturalismo. Tal vez parecería que es un juego de palabras, pero sin lugar a dudas 
entre ambos conceptos hay matices, diferencias y consecuencias prácticas. Por nuestra 
parte, consideramos que es el interculturalismo y no el multiculturalismo la perspectiva 
que mejor encaja con la obligación de realizar los peritajes antropológicos. 

Señala Giménez’^, que mientras para el multiculturalismo lo esencial es reconocer la 
diferencia y respetarla como tal, el interculturalismo quiere ir más allá y propugna no 
solo un acercamiento sino un dialogo y una interacción entre estas diferentes 
experiencias culturales, no para mezclarse y confundirse, sino para enriquecerse y 
complementarse, para aprender unos de otros, sabiendo que todos tienen su espacio y su 
propia singularidad. Esto es central para pensar el peritaje antropológico como un 
acercamiento y comprensión entre dos experiencias culturales. 

Para este autor, la contribución genuina del interculturalismo se encuentra en aquel 
hueco o vacío dejado por el multiculturalismo, su aportación específica está en su 
énfasis y en su acento en el terreno de la interacción entre los sujetos o entidades 


Carlos GIMÉNEZ ROMERO, “Pluralismo, Multiculturalismo e Interculturalidad. Propuesta de 
clarificación y apuntes educativos”. Educación y Futuro, núm. 8, abril 2003, Madrid, Centro de 
Enseñanza Superior en Flumanidades y Ciencias de la Educación “Don Bosco”, pág. 6, disponible en 
Internet; http://www.cesdonbosco.eom/revista/impresa/8/estudios/texto c gimenez.doc . 

Señala el Convenio que “[cjonsiderando que la evolución de derecho internacional desde 1957 y los 
cambios sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mundo 
hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación 
hacia la asimilación de las normas anteriores”. (Resaltado nuestro) 

Carlos GIMÉNEZ ROMERO, ob. cit. pág. 6. 
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culturalmente diferenciados^^. Para él, el núcleo de la novedad intercultural se halla en 
proponer algo sustantivo sobre el deber ser de las relaciones interétnicas, más allá de 
que deben ser relaciones no discriminatorias entre iguales y basadas en el respeto y la 
tolerancia, principios éstos ya asumidos en el ideario pluralista. En otras palabras, el 
multiculturalismo se contenta con la constatación de que somos diferentes, mientras que 
el interculturalismo intenta dar un paso más y propone la interrelación, pues aspira a una 
noción de complementariedad real. 

Giménez lo dice de una manera clara, si en el movimiento multicultural el acento está 
puesto en cada cultura o experiencia cultural, lo importante para el interculturalismo es 
abordar la relación entre ellas. Si el multiculturalismo acentúa, con acierto, la identidad 
de cada cual como un paso absolutamente necesario para reclamar el reconocimiento, y 
ello conlleva el énfasis en las diferencias, la perspectiva intercultural busca las 
convergencias sobre las cuales establecer vínculos y puntos en común. Si el 
multiculturalismo enfatiza la cultura e historia propia de cada grupo, los derechos de 
cada cual, el sistema jurídico de cada pueblo o cultura; el interculturalismo va a poner el 
acento en el aprendizaje mutuo, la cooperación, el intercambio, en el fondo, en la 
convivencia^^. 

Queda entonces claro que es el horizonte intercultural el que debe presidir las relaciones 
entre las diferentes experiencias culturales y, en concreto, debe ser este el que oriente la 
relación entre los jueces que imparten justicia y los procesados cuando estos tiene otra 
experiencia cultural. Es equivocado pensar que personas con diferentes culturas jamás 
se encontrarán en el sistema de justicia. Eos miembros de diferentes culturas en nuestro 
país no solo están llamados a convivir y tolerarse, sino a interactuar, coordinar y 
complementarse. 

El contenido esencial del principio de interculturalidad estaría en el «principio de 
interacción positiva» entre estas diferentes culturas, recogido por Giménez. En 
consecuencia, se debe impulsar «la promoción sistemática y gradual, desde el Estado y 
desde la sociedad civil, de espacios y procesos de interacción positiva que vayan 
abriendo y generalizando relaciones de confianza, reconocimiento mutuo, comunicación 
efectiva, diálogo y debate, aprendizaje e intercambio, regulación pacífica del conflicto, 
cooperación y convivencia».^^ 

No se trata solo de que los miembros de las diferentes culturas, y en este caso de la 
cultura dominante (occidental) y de la cultura de los pueblos indígenas en situación de 
asimetría, se respeten mutuamente, sino que estos se convenzan que deben interactuar y 
complementarse entre sí. Un caso claro de esta necesidad de trabajar juntos se da, por 
ejemplo, en la relación de coordinación entre la justicia ordinaria estatal y la justicia 
indígena, recogida por el artículo 149 de la Constitución. No obstante, estos 
aprendizajes mutuos se dan efectivamente en el terreno de la cocina y del arte, pero 
difícilmente en otros ámbitos. Basta recordar el video del ex presidente Alan García en 
el que es entrevistado por Cecilia Valenzuela luego del Aymarazo en Puno, en junio del 
año 2011, y en el que reitera su desprecio por la cultura andina (Sairitupac, 2011). 


Ibídem, pág. 13. 

Ibídem. 

Se trata de una definición de Interculturalidad del proyeyo Qánil del PNUD en Guatemala (Giménez 
Romero, 2003: 14). 


59 



Consideramos que la perspectiva del interculturalismo se plasma y se concreta en el 
peritaje antropológico en tanto este promueve el acercamiento, el diálogo, el 
entendimiento y el respeto de diferentes culturas. En este caso, cuando el procesado se 
encuentra con una cultura distinta a la suya, propia de los operadores del sistema de 
justicia. 

La cobertura normativa de este principio se encuentra en el artículo 17 de la 
Constitución Política, aunque restringida: «[El Estado] fomenta la educación bilingüe e 
intercultural, según las características de cada zona». Así como el principio de 
proporcionalidad no se limita a los estados de emergencia (como una interpretación 
literal del artículo 200 de la Constitución podría sugerir), ni el principio de favorecer a 
los sectores excluidos contenido en el artículo 59 se limita a materia económica y a las 
pequeñas empresas, tampoco el principio de interculturalidad se puede limitar al tema 
de la educación. 

El principio de interculturalidad ha sido desarrollado en el artículo 4.b de la Ley 29785, 
y precisa que: «El proceso de consulta se desarrolla reconociendo, respetando y 
adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo al 
reconocimiento y valor de cada una de ellas». Este principio tiene dos contenidos. El 
primero es típicamente multicultural: respeto y reconocimiento de la otra cultura. El 
segundo tiene que ver con el principio de «interacción positiva», ya que existe el 
mandato de «adaptarse» a las diferencias y ya no solo reconocerlas sin una obligación 
concreta. El énfasis está puesto ya no en las diferencias en sí mismas sino en la 
interrelación. 

¿Tiene cobertura el principio de interculturalidad en el artículo 2 inciso 19 de la 
Constitución que reconoce el derecho a la identidad cultural? Sostenemos que este se 
queda en el multiculturalismo, pues admite solo la obligación del Estado de reconocer y 
proteger el pluralismo cultural, obligación que también recae en los particulares. En 
nuestra opinión, el interculturalismo, como ya lo adelantamos, se encuentra en el 
artículo 149 de la Constitución, cuando establece en el marco de las relaciones entre la 
justicia indígena y la justicia estatal que: «La ley establece las formas de coordinación 
de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias del 
Poder Judicial». Adviértase que el mandato de la Constitución es que ambos sistemas 
de justicia coordinen y se articulen, y no de subordinación o sujeción. Esto resulta 
novedoso si reparamos en que el Estado siempre se ha relacionado con los pueblos 
indígenas a través de la imposición antes que del diálogo. 

Adicionalmente, el concepto de diálogo intercultural ha sido recogido como una 
manifestación del principio de interculturalidad en la sentencia 00022-2009-PI/TC, en el 
fundamento 17, cuando señala que el derecho a la consulta «pretende propiciar y 
materializar el diálogo intercultural en todos los diferentes estratos de intervención 
estatal sobre la situación jurídica de los pueblos indígenas». 

En definitiva, el reconocimiento del río Marañón como sujeto de derechos y a los 
pueblos indígenas como sus guardianes, puede permitir concretar este principio de 
interculturalidad en la medida en que favorece el diálogo y el entendimiento entre 
culturas al momento de administrar e impartir justicia. 
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c. El reconocimiento del Río Marañon como sujeto de derecho es una concreción 
del derecho consuetudinario 

Por otro lado, el reconocimiento del río Marañen como sujeto de derechos resulta 
relevante para el reconocimiento del derecho consuetudinario, el cual es fuente de 
derecho en nuestro ordenamiento siempre que respete los derechos humanos. 

En efecto, si bien el artículo 2.19 de nuestra Constitución no usa la palabra costumbre, 
sí se refiere a ella. Una lectura e interpretación en conjunto de esta disposición y las 
mencionadas arriba, sugiere que el ejercicio de las costumbres no es un acto indiferente 
e irrelevante para la Constitución, sino que su ejercicio es expresión de un derecho 
humano, el derecho a la propia cultura. 

De hecho, el primer fundamento constitucional de la costumbre o del derecho 
consuetudinario se encuentra en el artículo 139.8, el que señala que uno de los 
principios y derechos de la función jurisdiccional es «no dejar de administrar justicia 
por vacío o deficiencia de la ley. En tal caso, deben aplicarse los principios generales 
del derecho y el derecho consuetudinario». Adicionalmente, el propio artículo 149 de la 
Constitución señala que «[l]as autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, 
con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales 
dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario». 

Asimismo, en relación a este tema, el artículo 8 del Convenio 169 sostiene en su primer 
inciso que: «Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán 
tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario». 
Luego, en el inciso 2 precisa que «Dichos pueblos deberán tener el derecho de 
conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean 
incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico 
nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos», tal como 
habíamos señalado. 

Creemos que el reconocimiento del río Marañón como sujeto de derechos es, en buena 
cuenta, una manera de visibilizar y poner en evidencia el derecho consuetudinario, el 
que, como ya hemos visto, tiene cobertura constitucional. Raquel Yrigoyen señala en 
diferentes textos*^ que el derecho consuetudinario no se define por su antigüedad, sino 
por la vigencia y validez de sus normas para cada grupo social, en el marco de su 
referente cultural. Agrega la autora que la vigencia de estas normas, principios o 
directrices se expresa en que regulan efectivamente la vida social o son usadas 
efectivamente en la solución de disputas o en la imposición de sanciones. Asimismo, la 
validez de las normas consuetudinarias reposa en la legitimidad o consenso que la 
población les otorga, así como en su capacidad para responder a las necesidades sociales 
y a su marco cultural. 

La costumbre tampoco es ajena a la justicia constitucional.^^ Ella ha sido reconocida por 
el TC como fuente derecho en la sentencia recaída en el Expediente 00047-2004-AI/TC, 


80 Yrigoyen Fajardo, R. (1999). Pautas de coordinación entre el derecho indígena y el derecho 
estatal. Ciudad de Guatemala: Fundación Myrna Mack, pág. 11 y sgts. 

Como bien señala el TC, en su sentencia recaída en el Expediente 00047-2004-Al/TC, f. 41: “gracias a 
la actividad interpretativa que desarrollan los órganos jurisdiccionales se han podido resolver importantes 
casos para la vida de la nación. A modo de ejemplo, y no único, debe mencionarse el caso planteado por 
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f. 40: «Esta noción alude al conjunto de prácticas políticas jurídicas espontáneas que 
han alcanzado uso generalizado y conciencia de obligatoriedad en el seno de una 
comunidad política». Agrega el Tribunal que «[cjonviene enfatizar que la costumbre 
constitucional tiene una significación de mayor envergadura que las prácticas 
juridizadas en el resto de las disciplinas jurídicas. Ello se explica porque la 
organización y funcionamiento del Estado es tal complejidad que se hace imposible que 
pueda ser total y exclusivamente regulada por la legislación». 

Al respecto, según la doctrina, hay: 

“una segunda categoría de normas que se expresan siempre como prácticas 
sociales y nunca en forma de enunciados lingüísticos escritos y publicados; son, 
en consecuencia, normas eficaces por definición, y en ese sentido existentes; 
también pueden gozar de validez cuando reúnan determinadas condiciones 
exigidas por el sistema jurídico, pero no ha de ser necesariamente así Esto 
significa que determinadas prácticas o usos sociales; en suma que determinados 
hechos son susceptibles de crear normas, de generar obligaciones (cuando 
menos, de exteriorizarlas), de manera que quien se aparte de los mismos puede 
padecer una consecuencia análoga a la que sufriría quien desconoce el mandato 
contenido en una prescripción legal; tales prácticas o usos reciben el nombre de 
costumbre o, mejor, de Derecho consuetudinario 

Antes de finalizar este apartado, es conveniente señalar los elementos que constituyen la 
costumbre y que se extraen de la misma sentencia: a) elemento material, que hace 
«referencia a la práctica reiterada y constante, es decir, alude a la duración y reiteración 
de conductas en el tiempo (consuetudo inveteróte)»; y b) elemento espiritual, referido a 
la «existencia de una conciencia social acerca de la obligatoriedad de una práctica 
reiterada y constante; es decir, alude a la convicción generalizada respecto de la 
exigibilidad jurídica de dicha conducta (opinio inris necesitatis)». 

d.Ley de Recursos Hídricos reconoce los usos ancestrales de las comunidades 
campesinas del agua que se halle ubicada o discurra dentro del espacio territorial 
que ocupan. 

La Ley No 29338 de Recursos Hídricos también reconoce el derecho de las 
comunidades campesinas y nativas a utilizar los usos, costumbres y saberes ancestrales 
en el manejo y administración de los cuerpos de agua que se encuentren ubicados, o 
bien discurran en sus respectivos territorios. 

“Artículo 64.- Derechos de comunidades campesinas y de comunidades nativas 
El Estado reconoce y respeta el derecho de las comunidades campesinas y 
comunidades nativas de utilizar las aguas existentes o que discurren por sus 
tierras, así como sobre las cuencas de donde nacen dichas aguas, tanto para 
fines económicos, de transporte, de supervivencia y culturales, en el marco de lo 
establecido en la Constitución Política del Perú, la normativa sobre 


un grupo de congresistas contra la letra del himno nacional. A fin de poder adoptar una solución justa, 
ponderada y equilibrada, este Colegiado, recogiendo las tesis de los demandantes y demandados, recurrió 
a la costumbre como fuente de derecho y gracias a ella arribó a una solueión equilibrada”. Se refiere a la 
sentencia recaída en el Expediente 0044-2004-AI/TC. 

Miguel Reale como es citado en la sentencia recaída en el Expediente 00047-2004-AI/TC, fj. 40. 
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comunidades y la Ley. Este derecho es imprescriptible, prevalente y se ejerce de 
acuerdo con los usos y costumbres ancestrales de cada comunidad. Ningún 
artículo de la Ley debe interpretarse de modo que menoscabe los derechos 
reconocidos a los pueblos indígenas en el Convenio 169 de la Organización 
Internacional de Trabajo ”. (Resaltado nuestro) 

“Artículo 107.- Derechos de uso de agua de las comunidades campesinas y 
comunidades nativas 

Los derechos de uso de agua inherentes a las comunidades campesinas y 
comunidades nativas, cuando se llevan a cabo proyectos de infraestructura 
hidráulica, no deben ser afectados, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 64 de la Ley ”. (Resaltado nuestro) 

Título Preliminar 
“Artículo III.- Principios 

Los principios que rigen el uso y gestión integrada de los recursos hídricos son: 

[...] 

Principio de respeto de los usos del agua por las comunidades campesinas y 
comunidades nativas. El Estado respeta los usos y costumbres de las 
comunidades campesinas y comunidades nativas, así como su derecho de utilizar 
las aguas que discurren por sus tierras, en tanto no se oponga a la Ley. 
Promueve el conocimiento y tecnología ancestral del agua”. (Resaltado nuestro) 

Es evidente que la protección del uso consuetudinario de los ríos por parte de los 
pueblos indígenas tiene base legal. Las normas obligan al Estado a reconocer este 
derecho de uso ancestral y consuetudinario de las aguas a estos pueblos. 

6. El derecho de los pueblos indígenas a la autodeterminación sobre sus 
territorios sustenta el reconocimiento del río como sujeto de derechos y de 
los pueblos indígenas como sus guardianes 

El reconocimiento del río Marañón como sujeto de derechos y de ser reconocidos como 
guardianes del mismo, es una forma de autodeterminarse dentro de su territorio. Son 
expresión de la libre determinación de los pueblos indígenas, reconocido en la 
jurisprudencia de cumplimiento obligatorio del Tribunal Constitucional (STC 03343- 
2007-PA, f.j. 32; STC 00024-2009-AI, f.j. 2; STC 06316-2008-PA, f.j. 20; y STC 
01126-2012-HC, f.j. 23), y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso 
Saramaka, 2007, párr. 93; Caso Xákmok Kásek, 2010, párr. 255; y Caso Sarayacu, 
2012, párr. 288). Para otros la cobertura constitucional de este derecho está en el 
artículo 1.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y a nivel nacional 
tenemos el artículo 89 de la Constitución que reconoce la autonomía de las 
comunidades campesinas. 

Sin embargo, serán los artículos 3, 4 y 5 de la Declaración de las Naciones Unidas de 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, los que mejor explican el derecho a la libre 
determinación, el derecho a la autonomía y al autogobierno de los pueblos indígenas: 

“Artículo 3.- Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En 
virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural ”. 
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“Artículo 4.- Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las 
cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer 
de medios para financiar sus funciones autónomas”. 

“Artículo 5.- Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus 
propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, 
manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la 
vida política, económica, social y cultural del Estado 

Aun cuando de forma insuficiente, existen algunos pronunciamientos jurisprudenciales 
sobre el derecho a la autodeterminación. Tenemos en primer lugar la sentencia del TC 
03343-2007-PA, la que precisa que “la libre autodeterminación es la capacidad 
pueblos indígenas de organizarse de manera autónoma, sin intervenciones de índole 
política o económica por parte de terceros, y la facultad de aplicar su derecho 
consuetudinario a fin de resolver los conflictos sociales surgidos al interior de la 
comunidad, siempre que en el ejercicio de tal función no se vulneren derechos 
fundamentales de terceros, de los cuales el Estado es garante, por ser guardián del 
interés general y, en particular, de los derechos fundamentales” (f.j. 32). En relación 
con los límites de este derecho, el TC en la misma sentencia señala que la 
autodeterminación, “no debe ser confundida con pretensiones autárquicas, separatistas 
o antisistémicas, puesto que deben considerarse juntamente con el principio de unidad 
de gobierno e integridad territorial del Estado (artículos 43 y 54 de la Constitución), 
sustento material de los derechos y deberes de los ciudadanos en su conjunto ”(f .y 32). 

De otro lado, tenemos la sentencia 00024-2009-AI en relación con los límites. En ella se 
estableció que “Es preciso aclarar que dicha autodeterminación se encuentra dentro de 
un marco constitucional que la delimita. Así, no debe comprenderse como un derecho 
que autoriza la creación de zonas exentas a la regulación legal por parte del Estado, o 
como un territorio de control judicial”, (f.j. 2). Esta interpretación fue reiterada en la 
sentencia 06316-2008-PA, f.j. 20. 

Asimismo, la Corte Constitucional de Colombia en la sentencia T-601-11, ha precisado 
que la jurisprudencia constitucional entiende el derecho a la libre determinación de los 
pueblos indígenas, como “la capacidad que tiene un grupo étnico de darse su propia 
organización social, económica y política, o de decidir por sí mismos los asuntos y 
aspiraciones propias de su comunidad, en los ámbitos material, cultural, espiritual, 
político y jurídico, de conformidad con sus referentes propios y conforme con los 
límites que señalen la Constitución y la ley, pues el pluralismo y la diversidad no son 
ajenos a la unidad nacional, ni a los valores constitucionales superiores ”. 

De igual manera, la misma Corte colombiana en la sentencia T 349/96 ha desarrollado 
una regla jurisprudencial que nos parece muy importante y pertinente, que desarrolla el 
derecho a la autonomía de los pueblos indígenas, y que muy bien puede ser aplicable en 
nuestro país^^. Se trata de la regla de la “maximización autonomía de comunidad 


Peter Haberle precisó, por ejemplo, que el Dereeho Constitueional Comparado es el “quinto elemento 
de interpretación constitucional”. Haberle, Peter. El Estado Constitueional, Méxieo: UNAM, Méxieo, 
2001, pp. 162 et passim. Ciertamente, no basta con citar la sentencia de una corte constitucional 
extranjera para validar un documento o una posición. Esta tiene fuerza ilustrativa que no vincula al juez. 
Su fuerza está en su consistencia y en su solidez argumentativa que aporta a la motivación de la 
resolución propia. En ese sentido, la recurrencia a la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
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indígena y de la minimización restricción”. Según esta “sólo con un alto grado de 
autonomía es posible la supervivencia cultural, puede concluirse como regla para el 
intérprete la de la maximización de la autonomía de las comunidades indígenas y, por 
lo tanto, la de la minimización de las restricciones a las indispensables para 
salvaguardar intereses de superior jerarquía. Esta regla supone que al ponderar los 
intereses que puedan enfrentarse en un caso concreto al interés de la preservación de 
la diversidad étnica de la Nación, sólo serán admisibles las restricciones a la 
autonomía de las comunidades, cuando se cumplan las siguientes condiciones: que se 
trate de una medida necesaria para salvaguardar un interés de superior jerarquía; que 
se trate de la medida menos gravosa para la autonomía que se les reconoce a las 
comunidades étnicas Este pronunciamiento nos parece sugerente a la hora de llenar de 
contenido el derecho a la autonomía de los pueblos indígenas. 

Sin embargo, será la sentencia 01126-2012-HC del TC peruano, la que reconozca de 
manera clara el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas. El caso está 
referido al derecho de los pueblos indígenas a poner tranqueras a la entrada de su 
territorio para frenar el ingreso de mineros y madereros informales, estas habían sido 
destruidas por orden de un juez, por afectación de la libertad ambulatoria. Para el TC, 
estas comunidades nativas, tienen derecho a controlar su territorio ante la intromisión de 
personas ajenas a la comunidad, y que encima depredan su habitad. Eo interesante es 
que, a juicio de este tribunal, este derecho a controlar su territorio, tiene su fundamento 
en el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas: “Por consiguiente, el 
reconocimiento de tales pueblos indígenas, con sus costumbres propias, sus formas de 
creación de derecho y de aplicación del mismo, traspasan la dimensión de una mera 
asociación civil. Su visión se asienta sobre una dimensión política, establecida en 
última instancia en el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas 
[ artículos 3° y 4° de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas-DNUDPI] (Resaltado nuestro) 

En realidad, este pedido de reconocimiento de los ríos como sujeto de derechos es una 
concreción más precisamente del derecho a la libre determinación territorial^^. Este 
derecho de los pueblos indígenas no es otra cosa que una proyección del derecho a la 
libre determinación sobre sus territorios, entendiendo estos como el habitat donde 
realizan sus diferentes actividades, conforme lo establecido en el artículo 13.2 del 
Convenio 169. En virtud de este derecho, los pueblos indígenas deciden y determinan el 
uso de su territorio y le dan el uso y el aprovechamiento que consideren conveniente, 
teniendo en cuenta que los territorios son condición de subsistencia de estos pueblos. 

Efectivamente, el derecho al territorio no constituye un derecho más, el territorio es una 
condición de subsistencia de los pueblos indígenas, es una condición para el ejercicio de 
los derechos culturales y espirituales, tal como lo reconoce el propio artículo 13.1 del 
Convenio 169 de la OIT y la jurisprudencia vinculante de la Corte IDH^^. Además, de 


Colombiana tampoco resulta una sofisticación innecesaria como algunos creen. La doctrina comparada y 
la jurisprudencia del TC reconocen que el derecho comparado es un quinto método de interpretación 
constitucional. Es decir, es una herramienta para precisar el contenido de los derechos constitucionales. 
Esto no es nada nuevo, responde a un fenómeno moderno. 

STC No 01126-2012-HC/TC, f. j. 23. 

Este derecho ha sido desarrollado en Pedro García Hierro y Alexander Surrallés, Antropología de un 
derecho. Libre determinación territorial de los pueblos indígenas como derecho humano, IWGIA, 
Copenhague, 2009. 

Corte IDH, Caso Yakye Axa vs. Paraguay, sentencia de fondo, párr. 137. 
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las disposiciones que reconocen el derecho a la libre determinación de los pueblos 
indígenas, tenemos otras disposiciones. 


6. Sobre la importancia de los ríos para los pueblos indígenas 

Es también importante tener en cuenta los ríos son objeto de una protección especial por 
parte del ordenamiento jurídico. 

a. El Convenio 169 de la OIT ha reconocido la importancia espiritual de los 
territorios --que incluye los ríos—tienen para los pueblos indígenas 

Un primer elemento a considerar es que el Convenio 169 de la OIT ha reconocido la 
relación espiritual que los pueblos indígenas tienen con su territorio del cual forman 
parte los ríos. En efecto, si bien, según el artículo 62 de la Eey Orgánica de 
Municipalidades (Eey No 27972), los ríos tiene condición de bienes públicos, esta 
norma debe adecuarse al artículo 13.2 del Convenio 169 de la OIT, de rango 
constitucional a diferencia de la ley, el cual precisa de forma clara que “La utilización 
del término «tierras» en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de territorios, 
lo que cubre la totalidad del hábitat de las resiones que los pueblos interesados ocupan 
o utilizan de alguna otra manera ”, (subrayado nuestro) Según la norma citada, el 
territorio está constituido por la “totalidad del hábitat”, en consecuencia, no pueden ser 
excluidos de este los ríos, si los pueblos indígenas lo consideran parte de su territorio. 

Pero además, los ríos cumplen varias funciones para los pueblos indígenas. Constituyen 
un recurso natural al cual tienen acceso en virtud del artículo 15.1 del Convenio 169 de 
la OIT^^. No en vano, el artículo 23.1 del Convenio precisa que “las actividades 
tradicionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos 
interesados, como la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección, deberán 
reconocerse como factores importantes del mantenimiento de su cultura y de su 
autosuficiencia y desarrollo económicos ” (subrayado nuestro). 

b. La OIT ha reconocido la importancia de los ríos para los pueblos indígenas 

Analizando el concepto de territorio, la propia OIT precisa que “El territorio es la base 
de la economía y las estrategias de sustento, las instituciones tradicionales, el bienestar 
espiritual y la identidad cultural particular de la mayoría de los pueblos indígenas. En 
consecuencia, la pérdida de tierras ancestrales amenaza la sobrevivencia misma como 
comunidades y pueblos distintos. Es por ello que debe entenderse que cuando el 
Convenio habla de “tierra ”, el concepto abarca la totalidad del territorio que emplean, 
lo que incluye los bosques, ríos, montañas y mares costeros y tanto la superficie como 
el subsuelo .. (subrayado nuestro) 


CIDH, Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales, 
pág. 14. Para la CIDH “Los recursos naturales renovables son aquellos que se reprodueen o renuevan, e 
incluyen la vida animal, las plantas, los árboles, el agua y el viento. Los recursos no renovables son 
irreemplazables una vez han sido extraídos del agua o de la tierra, e incluyen el oro, la plata, los 
combustibles fósiles, los diamantes, el gas natural, el cobre y otros minerales”. 

** OIT, Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica, Una guía sobre el Convenio 169 
de la OIT, Lima, 2009, pág. 91. 
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c. Los pueblos indígenas en el mundo han reconocido la importancia de los ríos 


Esto no es novedad, algo similar se reeonoce en la “'Declaración de Kyoto de los 
Pueblos Indígenas sobre el agua”, donde estos pueblos sostienen que: “ Reconocemos, 
honramos y respetamos el agua como un elemento sagrado que sostiene toda la vida . 

Nuestros conocimientos, leyes y formas de vida tradicionales nos enseñan a ser 
responsables, cuidando este obsequio sagrado que conecta toda la vida ”, Añaden que 
“ La relación que tenemos con nuestras tierras, territorios y el agua constituye la base 

física, cultural y espiritual de nuestra existencia . Esta relación con nuestra Madre 
Tierra nos obliga a conservar nuestra agua dulce y mares vara la supervivencia de las 

generaciones del presente y del futuro 

d. El Sistema Interamericano de Derechos Humanos han reconocido la 
importancia de los ríos para los pueblos indígenas 

Como lo ha señalado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “En relación 
con los pueblos indígenas y tribales, la protección de los recursos naturales presentes 
en los territorios ancestrales, y de la integridad medioambiental de tales territorios, es 
necesaria para garantizar ciertos derechos fundamentales de sus miembros, tales como 
la vida, la dignidad, la integridad personal, la salud, la propiedad, la privacidad o la 
información. Estos derechos resultan directamente afectados cuandoquiera que la 
polución, la de forestación, la contaminación de las aguas, u otros tipos de daños 
ambientales ocurren en los territorios ancestrales”^^, (subrayado nuestro). De otro 
lado, los ríos son medios de transporte. En esa misma línea, la Corte IDH señaló que el 
agua limpia natural es un recurso natural esencial para que los miembros del pueblo 
Saramaka puedan realizar algunas de sus actividades económicas de subsistencia, como 
la pesca^^ 

La conclusión es evidente, los ríos amazónicos son parte del territorio del pueblo 
indígena Kukama Kukamiria tiene cobertura normativa. Tienen una función religiosa y 
cultural, toda vez que para muchos de estos pueblos, como por ejemplo para lo Kukama, 
los ríos son sagrados, debajo de ellos hay ciudades donde viven las personas que se han 
ahogado, donde viven los espíritus que cuidan y curan a las personas (Testimonio de 
Leonardo Tello, director de Radio Ucamara, Nauta, Loreto). Que claro entonces, que la 
decisión de dragar los ríos les afecta a los pueblos indígenas rivereños. 


7. Una sentencia a tener en cuenta: La declaratoria del río Atrato como sujeto de 
derechos 


Declaración de Kyoto de los pueblos indígenas sobre el agua. Tercer Foro Mundial del Agua, Kyoto, 
Japón, Marzo 2003 http://www.nacionmulticultural.unam.mx/declaraciones/docs/decl 011 .pdf . Algo 
parecido fue reiterado en la Declaración Tlatokan Atlahuak, Declaración del Foro Paralelo de los Pueblos 
Indígenas del IV Foro Mundial sobre el Agua México, Distrito Federal, marzo 17-18, 2006. Ver también 
El Agua y los Pueblos Indígenas, Serie Conocimientos de la Naturaleza No. 2, Editado por R. Boelens, 
M. Chiba, D. Nakashima y V. Retana. Consultar en: http://portal.unesco.org/science/es/ev.php- 
URL ID=4901&URL DO=DO TOPIC&URL SECTION=201.html . 

CIDH, Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales, 
CIDH, Washington, 2010, párrafo 194. 

Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Pondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, párr. 126 y 128. 
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El caso de la tutela del Río Atrato sobre la cual se pronunció la Corte Constitucional de 
Colombia en el año 2016, y que recayó en el expediente T-622 del 2016, es un caso que 
debe ser tenido en cuenta al momento de resolver este caso. Se trata de un caso de un río 
de Colombia que a pesar del especial valor e importancia que tenía y tiene para los 
pueblos indígenas, este estaba contaminado y devastado por actividades de minería 
ilegal. Lo que se solicita es que se declare el río Atrato como un sujeto de derechos, se 
nombre a los pueblos indígenas como guardianes, y se adopten medidas de protección 
desde el Estado. La Corte Constitucional resuelve lo siguiente en el fallo de la misma: 

CUARTO.- RECONOCER al río Atrato, su cuenca y afluentes como una 
entidad sujeto de derechos a la protección, conservación, mantenimiento y 
restauración a cargo del Estado y las comunidades étnicas, conforme a lo 
señalado en la parte motiva de este proveído en los fundamentos 9.27 a 9.32. 

En consecuencia, la Corte ordenará al Gobierno nacional que ejerza la tutoría y 
representación legal de los derechos del río (a través de la institución que el 
Presidente de la República designe, que bien podría ser el Ministerio de 
Ambiente) en conjunto con las comunidades étnicas que habitan en la cuenca del 
río Atrato en Chocó; de esta forma, el río Atrato y su cuenca -en adelante- 
estarán representados por un miembro de las comunidades accionantes y un 
delegado del Gobierno colombiano, quienes serán los guardianes del río. Con 
este propósito, el Gobierno, en cabeza del Presidente de la República, deberá 
realizar la designación de su representante dentro del mes siguiente a la 
notificación de esta sentencia. En ese mismo período de tiempo las comunidades 
accionantes deberán escoger a su representante. 

Adicionalmente y con el propósito de asegurar la protección, recuperación y 
debida conservación del río, los representantes legales del mismo deberán 
diseñar y conformar, dentro de los tres (3) meses siguientes a la notificación de 
esta providencia una comisión de guardianes del río Atrato, integrada por los 
dos guardianes designados y un equipo asesor al que deberá invitarse al 
Instituto Humboldt y WWF Colombia, quienes han desarrollado el proyecto de 
protección del río Bita en Vichada^^ y por tanto, cuentan con la experiencia 
necesaria para orientar las acciones a tomar. Dicho equipo asesor podrá estar 
conformado y recibir acompañamiento de todas las entidades públicas y 
privadas, universidades (regionales y nacionales), centros académicos y de 
investigación en recursos naturales y organizaciones ambientales (nacionales e 
internacionales), comunitarias y de la sociedad civil que deseen vincularse al 
proyecto de protección del río Atrato y su cuenca. 

Sin perjuicio de lo anterior, el panel de expertos que se encargará de verificar el 
cumplimiento de las órdenes de la presente providencia (orden décima) también 
podrá supervisar, acompañar y asesorar las labores de los guardianes del río 
Atrato. 

Colombia ha desarrollado uno de los marcos constitucionales y jurídicos más 
progresistas de América Latina en lo que concierne a asuntos multiculturales. Los 
desarrollos jurídicos colombianos han sido considerados por activistas y por personas 


http://www.humboldt.org.co/es/investigacion/provectos/eiecutados/item/872-rio-bita-rio-protegido 
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encargadas del diseño de políticas públicas como un ejemplo del tipo de legislación que 
otros países de la región deberían adoptar^^, por ello la jurisprudencia de Colombia es 
quizá uno de los casos más emblemáticos y una experiencia a revisar^"^, no solo en 
materia de justicia constitucional sino sobre todo, en lo relacionado con respeto de los 
derechos de los pueblos indígenas^^. 

Ciertamente, no son vinculantes las sentencias de la Corte Constitucional de Colombia. 
Sin embargo, tienen una función ilustrativa. Como dice el TC se “puede recurrir al 
Derecho Constitucional comparado como un quinto método de interpretación, en la 
medida de que se torna en una herramienta explicativa necesaria, pues es en el 
conocimiento de esa diversidad de repuestas en el contexto de procesos de 
descentralización, que se podrá establecer los criterios y pautas que deben determinar 
el análisis del juez constitucional en cada caso en concreto 

ANEXOS 

• Copcia del DNI de todas las demandantes 

• Copia de las diferentes cartas de requerimiento presentadas a los diferentes gobiernos 
subnacionales emplazados. 

• Copia Resolución Directoral No 844-2015-OEFA/DFSAI, emitida por OEFA el año 
pasado, sobre la denuncia contra Petroperú realizada por las comunidades nativas 
Cuninico 

• Copia de la Resolución Directoral No 012-2016-OEFA/DS a propósito del derrame 
de Morona y Chiriaco. 

• Copia de la Resolución Directoral No 1060-2019-OEFA/DFAI, de fecha 17 de julio 
de 2019. 

POR LO EXPUESTO: 

Solicitamos a usted Señor Juez que declare fundada la demanda de cumplimiento, en su 
oportunidad, ordene lo solicitado en el petitorio y se disponga lo necesario para cumplir 


Daniel Bonilla Maldonado, La Constitución multicultural. Siglo de Hombre Editores, Pontificia 
Universidad Javeriana y Universidad de los Andes, Bogotá, 2006, p. 25 

OIT. Colombia: La implementación del derecho a la consulta previa previsto en el Convenio 169 de la 
OIT, en: La Consulta Previa con los Pueblos Indígenas: Legislación y jurisprudencia en Brasil, Colombia, 
Ecuador y Perú, Red Jurídica para la defensa de la Amazonia, Quito, 2009. Sobre la función de la 
jurisprudencia en el desarrollo de los derechos culturales se puede consultar Juan Pablo Vera Lugo, la 
jurisprudencia como campo de refl exión de la diversidad cultural: apropiación jurídica de nociones 
culturales, en: Revista Universitas humanística, N°. 62, 2006, pp. 205 y sgts. Un estudio de conjunto 
sobre el desarrollo de la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana en materia de derechos de 
los pueblos indígenas puede ser encontrado en Daniel Bonilla Maldonado, La Constitución multicultural. 
Siglo de Hombre Editores, Pontifi cia Universidad Javeriana y Universidad de los Andes, Bogotá, 2006 
Para una visión de conjunto ver Catalina Botero Marino, Multiculturalismo y derechos de los pueblos 
indígenas en la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana. Revista Precedente, Anuario 
Jurídico, Eacultad de Derecho y Humanidades. Cah, Universidad ICESI, 2003, pp. 45-87. 

STC No 0002-2005-AI/TC, f.j. 45. 
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con el derecho de los pueblos indígenas de participar de los beneficios de la explotación 
de recursos naturales en sus territorios. 


OTROSI DECIMOS 

Que, al amparo de lo dispuesto en los artículos 80 y 74 del Código Procesal Civil, 
otorgamos facultades generales de representación a nuestros abogados patrocinadores: 
Juan Carlos Ruiz Moheda, con registro CAL N° 28423, Maritza Quispe Maman!, con 
registro CAC N° 4434; y Rocío Meza Suarez, con registro CAL 24781, 

SEGUNDO OTROSI DECIMOS 

Fijamos como domicilio procesal la casilla de notificaciones electrónica No 43220 del 
Poder Judicial. 

Nauta, 15 de octubre de 2020 
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